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VII. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.

1.
Comunicaciones:


-
Comunicación de la Comisión de Régimen Interno por la que indica que los diputados señores Gabriel Ascencio, Giovanni Calderón y Orlando Vargas, concurrirán a las sesiones ordinarias del Parlamento Andino, los días 25 a 28 de agosto en Bogotá, según el Acuerdo Marco de Participación Internacional (238). 


-
Comunicación del diputado señor Velásquez, quien acompaña licencia médica por la cual acredita que debió permanecer en reposo por un plazo de 10 días, a contar del 11 de agosto próximo pasado. 


-
Comunicación del diputado señor Ascencio, quien acompaña licencia médica por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de 12 días, a contar del 26 de agosto en curso. 


2.
Nota:

-
Nota del diputado señor Tuma, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 17 de agosto próximo pasado.

3.
Oficios:


-
Oficio de la Comisión Investigadora Encargada de Revisar a Fondo el Sistema Educación Superior Chilena, por el cual solicita el acuerdo de la Sala para prorrogar en 90 días su mandato, habida razón de que existen numerosas audiencias pendientes de realización.


-
Oficio de la Comisión Investigadora de situación ambiental por efectos del Proyecto Pascua Lama, por el cual solicita el acuerdo de la Sala para prorrogar en 60 días su mandato. 


-
Oficio de la Comisión de Régimen Interno por el que informa la participación de los diputados señores Enrique Accorsi y Cristián Campos, en las reuniones extraordinarias de las comisiones de Asuntos Económicos y de Medio Ambiente y Turismo, del Parlamento Latinoamericano que se realizarán en Panamá, los días 29 y 30 de agosto próximo, según el Acuerdo Marco de Participación Internacional (239). 



Oficio de la Comisión de Régimen Interno por el que comunica su acuerdo de calificar de “misión oficial” la participación del Diputado señor Marco Antonio Nuñez en la Primera Reunión de la Conferencia Regional de Población y Desarrollo de América Latina y el Caribe, en Montevideo, Uruguay, entre los días 12 y 15 de agosto pasado. (241)


-
Oficio de la Presidencia de la Corporación por el que comunica que el diputado señor Frank Sauerbaum reemplazará al diputado señor Alejandro Santana en las reuniones del ParlAmericas que se efectuarán en Costa Rica, entre los días 20 y 24 de agosto próximo, según el Acuerdo Marco de Participación Internacional ( 232) 



Respuestas a oficios



Contraloría General de la República:
 
-
Diputado Accorsi, Investigar e informar sobre el manejo de las bases de datos de los usuarios del sistema de salud, con el fin de esclarecer posibles irregularidades en la obtención de la asignación per cápita otorgada por el Estado. (50489 al 11950).
 
-
Diputado Araya, Ordenar se instruya un sumario administrativo en el Fondo Nacional de Salud (Fonasa), y en particular en la Sucursal Antofagasta de dicho servicio, con motivo del reclamo presentado por funcionarias de esa sucursal, ante el Director de Fonasa Antofagasta y la Contraloría Regional Antofagasta, por cuanto se les estaría negado el acceso al beneficio económico por concepto de sala cuna, situación que también se estaría produciendo en el resto de las sucursales de ese servicio en el país. (50874 al 4220).



Ministerio de Interior:

 
-
Diputado Chahín, Estado de tramitación de la solicitud de reconocimiento de la calidad de exonerado político del señor César Béjar Órdenes, de la comuna de Vilcún, presentada hace más de 8 años. (17048 al 11700).



Ministerio de Obras Públicas:

 
-
Diputado Pérez don José, Solicita informe sobre el estado actual de la ruta “Camino a Cerro Colorado” en las cercanías de la comuna de Los Ángeles, Región del Biobío, recientemente asfaltada. (1928 al 9520).

 
-
Diputado Vargas, Realizar un estudio referente a la “obra de defensa y protección de ribera” para la ciudad de Arica, Región de Arica y Parinacota, respecto de la ribera del río San José en el sector urbano de la comuna, e informe de sus resultados a esta Corporación. (1930 al 7476).

 
-
Diputado Baltolú, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida a los embalses Livílcar para contener las bajadas del río San José y del embalse de Chironta, para el río Lluta, comuna de Arica, Región de Arica y Parinacota. (1931 al 7167).

 
-
Diputado Chahín, Posibilidad de mejorar con ripio el camino Paillahue, de la comuna de Galvarino, en consideración a que carece de elementos estabilizadores destinados a soportar las inclemencias del invierno. (1932 al 11177).

 
-
Diputado Pérez don José, Evaluar la factibilidad de dar celeridad a la petición efectuada por la Comunidad de Aguas Canal Campo Alegre de la ciudad de Los Ángeles de la Región del Biobío, en relación con la resolución y publicación que crea a dicha agrupación. (1933 al 5090).

 
-
Diputado Pérez don José, Reiterar oficio N°5.090 del pasado 14 de junio, relacionado con la resolución y publicación que crea a la Comunidad de Aguas Canal Campo Alegre de la ciudad de Los Ángeles de la Región del Biobío. (1933 al 5245).

 
-
Diputado Vilches, Remita la información detallada en la intervención adjunta, referida a los antecedentes que obren en su poder respecto de los planes de inversión relacionados con la situación de escasez hídrica en la Región de Atacama, en especial de las comunas de Tierra Amarilla y Copiapó. (1934 al 10636).

 
-
Diputado Hernández, Ordene adoptar las medidas conducentes a agilizar el proyecto de ingeniería de la ruta U-40, de Osorno, Región de Los Lagos, que conecta con su litoral, e informe de sus resultados a esta Corporación. (1935 al 10745).

 
-
Diputado Sabag, Posibilidad de disponer la pavimentación del camino longitudinal, de 7 kilómetros, que va desde el cruce del camino Buli hasta la puerta norte de San Carlos, conocido como “camino antiguo”, en beneficio de los habitantes del sector Gaona, que lo utilizan diariamente. (1936 al 10895).

 
-
Diputado Sabag, Existencia de un proyecto para dotar de pavimentación con doble tratamiento asfáltico al camino que une la localidad de Monte León con la Ruta N-50, en la Región del Biobío. (1937 al 11019).

 
-
Diputado Pérez don José, Solicita informe sobre la construcción de la pasarela que atraviesa la Ruta 5 Sur en el sector “Los Guanacos” de la comuna de Los Ángeles, Región del Biobío; en particular, el estado de avance de las obras, los motivos de la paralización de la construcción y la fecha estimativa para su conclusión. (1939 al 10800).

 
-
Diputado Sabag, Solicita gestionar la habilitación, por parte de la concesionaria de la Ruta del Itata, que une Chillán y Concepción, de una “línea 800” gratuita, para emergencias; y, además, en la misma carretera, la implementación de vías expeditas para el retorno de vehículos de emergencia. (1940 al 4621).

 
-
Diputado Baltolú, Solicita información sobre el estado de avance, montos que se invirtieron y plazos de entrega del proyecto del puente en el kilometro 6 del Valle de Azapa y de los proyectos de su competencia que se contemplan para el año 2013 en la Región de Arica y Parinacota (1941 al 9239).

 
-
Diputado Chahín, Informe sobre factibilidad de mejoramiento de iluminación de pasarela y paradero del sector El Descanso, ubicado en el kilómetro 618,400 de la ruta 5 sur. (1942 al 8562).



Ministerio de Agricultura:

 
-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita remita un informe referido a la pérdidas experimentadas por agricultores de la Región de O'Higgins, en razón de los inconvenientes que presentaron las semillas adquiridas a la empresa Europlant S.A. (635 al 12027).

 
-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita informe sobre los fundamentos de la autorización otorgada por el servicio, para la caza de especies protegidas; particularmente, las especies a las cuales se refiere dicha resolución y la cantidad de animales que a la fecha han sido objeto de aniquilación por esta medida. (639 al 11624).


-
Diputado Saffirio, Solicita informe sobre la norma legal en base a la cual el Servicio Agrícola Ganadero autorizó la caza de especies protegidas y en peligro de extinción en nuestro país. (639 al 11625).



Ministerio de Bienes Nacionales:

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Informe sobre el estado actual del terreno ubicado en la parcela 22 de la calle Santa Rosa de Molle de la comuna de Alto Hospicio, Región de Tarapacá, plano N° I-2-5060-C.R. Lote 1. (436 al 11612).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social:


-
Diputado Monsalve, Solicita tenga a bien estudiar y disponer las medidas que sean procedentes, respecto de la situación que aqueja a doña Irene Lagos Reyes, detallada en la petición adjunta e informar sobre el particular a esta Corporación. (239 al 10446).



Ministerio de Salud:

 
-
Diputado Carmona, Fundamentos del descuento por concepto de cotización legal de salud, en la liquidación de pensión mensual del señor Guillermo Enrique Sierra, vecino de la ciudad de Copiapó. (16440 al 11355).

 
-
Diputado Espinosa don Marcos, Tenga a bien disponer las medidas que sean procedentes, en relación con la situación que afecta a doña Vilma Pereira, descrita en la solicitud y antecedentes adjuntos. (2598 al 5126).

 
-
Diputado Sabag, Situación que afecta a la señora Estela Romero Torres, de la comuna de Coelemu, quien sufre de miomatosis uterina y se encuentra en espera por más de una año para ser intervenida quirúrgicamente en el hospital de Tomé y adoptar las medidas que correspondan para agilizar su tratamiento. (2599 al 11834).

 
-
Diputado Jarpa, Evaluar la factibilidad de ejecutar un proyecto de ampliación en el Hospital de Yungay de la Región del Biobío, con el fin de incluir dentro este recinto hospitalario un centro de diálisis que permita a los pacientes efectuar el tratamiento en su misma comuna. (2600 al 5154).

 
-
Diputada Sabat doña Marcela, Informe sobre las políticas implementadas por su cartera, en relación con el lavado de camiones de basura; como asimismo, evaluar la factibilidad de establecer una regulación sectorial que sancione a municipios y empresas que no tomen las medidas sanitarias pertinentes. (2658 al 11340).

 
-
Diputado Silber, Informe sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con la alta concentración de arsénico presente en el agua potable que abastece a la localidad de Valle Grande de la comuna de Lampa, Región Metropolitana. (2659 al 11402).

 
-
Diputado Espinosa don Marcos, Informar sobre los procedimientos realizados en cada uno de ellos, con el fin de esclarecer posibles negligencias y adoptar las medidas administrativas correspondientes. (2662 al 11533).

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Informar sobre la existencia de un sumario interno que determine las causas del fallecimiento de doña María José Aguilera Romero luego de su traslado a la Unidad de Cuidados Intensivos Pediátrica del Hospital Gustavo Fricke el pasado 25 de mayo. (2664 al 11868).

 
-
Diputado Marinovic, Evaluar la factibilidad de gestionar la reapertura de la farmacia del Hospital Dr. Marcos Chamorro, con el fin de facilitar el acceso a medicamentos para los habitantes de bajos recursos y adultos mayores del sector. (2665 al 5121).

 
-
Diputado Araya, Instruir un sumario interno en el Hospital Regional de Antofagasta, con el fin de esclarecer la existencia de una posible negligencia médica en la atención prestada a don Juan Muñoz Castro, informando sobre sus resultados. (2666 al 11919).

 
-
Diputado Chahín, Solicita informe sobre cada una de las materias señaladas en la intervención adjunta, referidas a la gestión y funcionamiento del Hospital de Victoria, de la Región de La Araucanía. (2667 al 12020).

 
-
Diputado Rojas, Solicita informe sobre el estado actual de la construcción del Hospital de la comuna de Calama, Región de Antofagasta e indique las gestiones que ha implementado la cartera a su cargo para finalizar el referido proyecto. (2668 al 12073).

 
-
Diputado Hernández, Informar sobre las medidas adoptadas por el servicio a su cargo para solucionar la escasez de médicos en regiones alejadas y de bajos recursos del país, especialmente, en la Región de Los Lagos. (2731 al 12085).

 
-
Diputado Accorsi, Remita antecedentes sobre las cifras correspondientes al ingreso y número de días cama ocupados durante el año 2012 por pacientes con enfermedades pulmonares obstructivas, insuficiencia cardiaca o crisis hipertensiva, que derivaron en infartos al miocardio y/o accidentes vasculares encefálicos, en el sistema de salud público y privado. (2732 al 11353).

 
-
Diputado Ojeda, Gravedad de la contaminación que afecta a la ciudad de Osorno y acerca de la posibilidad de integrarse al trabajo de eliminación y supresión de la polución que la afecta. (2733 al 11823).

 
-
Proyecto de Acuerdo 756, “Solicita al Ministerio de Salud un estudio sobre la situación de cesáreas en el país.” (2663).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo:

 
-
Diputado Monsalve, Postulación de la señora Victoria Silva Navarrete, de la comuna de Curanilahue, al subsidio habitacional; y, en atención a sus especiales necesidades, considere otorgarle prioridad. (497 al 11295).



Ministerio Medio Ambiente:

 
-
Diputado Walker, Solicita informe sobre las medidas que se dispondrán en relación con el eventual derrame de sustancias contaminantes provenientes del buque “Don Humberto” encallado en la Bahía de Coquimbo. (1943 al 11794).

 
-
Diputada Hoffmann doña María José, Informar sobre el estado de avance de los procesos de regularización señalados en la solicitud adjunta, correspondientes a la propiedad Rol 9035-30 ubicada en Parcela 18 de San Antonio de las Bodegas con Calle Bellavista, comuna de San Antonio. (437 al 11793).



Intendencias:

 
-
Diputado Vallespín, Requiere se informe sobre la entrega en concesión, por vía de trato directo, suscrito el 30 de junio del año 2011, entre la Corporación Nacional Forestal y Servicios Marítimos y Turísticos Cabo de Hornos S.A. , por veinticinco años, renovable por otros diez, del acceso al Cabo de Hornos. (175 al 9663).

 
-
Diputado Vallespín, Por su intermedio, a la Corporación Nacional Forestal, para reiterar la petición contenida en el oficio N° 9.661 del pasado 4 de enero de 2013 y en definitiva, el referido servicio informe sobre la concesión entregada vía trato directo, a la empresa de Servicios Marítimos y Turísticos Cabo de Hornos S.A. (175 al 11800).

 
-
Diputado De Urresti, Construcción de un cuartel de bomberos para la 5ª. Compañía de Bomberos del sector Angachilla de la comuna de Valdivia. (1940 al 12104).

 
-
Diputado Carmona, Gestión del alcalde de Copiapó como sostenedor de educación municipal, disponiendo una auditoría y fiscalización integral. (2938 al 12079).

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Interrogantes que plantea relativas al proyecto de la empresa Codelco denominado “Terminal de Ácido Sulfúrico para San Antonio, Tassa”, que se emplazará en la zona portuaria. (76 al 11879).



Servicios:

 
-
Diputado Carmona, Disponer las medidas que sean procedentes, en relación con la situación que afecta a doña Javiera Daneris Daneris, descrita en la solicitud y antecedentes adjuntos. (1 al 5199).

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Informar sobre la situación descrita en la solicitud adjunta, en relación con las limitaciones de la cobertura que otorga el servicio a su cargo en el caso de embarazos múltiples. (11670 al 12131).

 
-
Diputado Verdugo, Remitir antecedentes sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con el funcionamiento de las Administradoras de Fondos de Pensiones. (19393 al 12189).

 
-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informar sobre las razones por las cuales fue denegada la pensión de sobrevivencia a doña Gloria Molina Corvalán, individualizada en la solicitud adjunta. (19436 al 11092).

 
-
Diputado Godoy, Informar sobre el estado de las matrices que alimentan de agua potable a la ciudad de Valparaíso, con el fin de efectuar a la brevedad las obras de reparación que correspondan. (2721 al 12140).

 
-
Diputado Carmona, Informar sobre la situación que afecta a doña Julieta Oyarce Reyes, descrita en la solicitud y antecedentes adjuntos. (515 al 12117).



Municipalidades:

 
-
Diputado Baltolú, Solicita informe y remita antecedentes en relación con las irregularidades descritas en la intervención adjunta y que afectan al Programa de Desarrollo Local, Prodesal, en la Región de Arica y Parinacota. (560 al 11689).

VIII. PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL. 

 
-
Diputado Hernández, Informar sobre la posibilidad de reincorporar a la institución, a don Carlos Torrealba Aucapán. (12384 de 13/08/2013). A varios.

 
-
Diputado Hernández, Informar sobre la situación que afecta a doña Sara Morales Ríos, en relación con el beneficio denominado bono especial para docentes jubilados. (12385 de 13/08/2013). A Ministerio de Educación.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Informar sobre la fecha de inicio y término de las obras de reconstrucción de las viviendas pertenecientes a las familias beneficiarias del subsidio otorgado por derrumbes a causa de socavones; como asimismo, indique la fecha de entrega de los subsidios correspondientes a las más de 700 familias que se encuentran con certificado de inhabitabilidad. (12386 de 13/08/2013). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Informar sobre la fecha de inicio y término de las obras de reconstrucción de las viviendas pertenecientes a las familias beneficiarias del subsidio otorgado por derrumbes a causa de socavones; como asimismo, indique la fecha de entrega de los subsidios correspondientes a las más de 700 familias que se encuentran con certificado de inhabitabilidad. (12387 de 13/08/2013). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Informar sobre la fecha de inicio y término de las obras de reconstrucción de las viviendas pertenecientes a las familias beneficiarias del subsidio otorgado por derrumbes a causa de socavones; como asimismo, indique la fecha de entrega de los subsidios correspondientes a las más de 700 familias que se encuentran con certificado de inhabitabilidad. (12388 de 13/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputado Santana, Informar sobre los índices de desempeño del Centro de Atención de Víctimas de Violencia Intrafamiliar (Cavif) de la comuna de Ancud, Región de Los Lagos, durante los años 2011 y 2012; como asimismo, indique las observaciones y puntajes que obtuvo a nivel provincial, regional o nacional en la postulación al Fondo de Seguridad Pública del presente año. (12389 de 13/08/2013). A Ministerio de Interior.

 
-
Diputado Chahín, Informar sobre los casos expuestos en la solicitud adjunta, en relación con la aplicación de la ficha de protección social en la Municipalidad de Lautaro de la Región de La Araucanía y de Florida de la Región del Biobío. (12394 de 13/08/2013). A Ministerio de Desarrollo Social.

 
-
Diputado Cerda, Informar sobre los hechos ocurridos la madrugada del día de ayer en el Centro de Detención Preventiva de Quillota de la Región de Valparaíso, indicando las causas y responsabilidades de la emergencia declarada. (12397 de 14/08/2013). A Ministerio de Justicia.

 
-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre el estado de tramitación en que se encuentra la apelación presentada por don Juan Cornejo Acuña, en relación al rechazo de su postulación al beneficio de pensión por invalidez. (12398 de 14/08/2013). A servicios.

 
-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre la existencia de una fecha aproximada para la promulgación del proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley N° 20.571, que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales. (12399 de 14/08/2013). A Ministerio de Energía.

 
-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre la posibilidad de condonar la deuda contraída por don Máximo González Toro; como asimismo, indique los trámites que debe realizar para acceder a este beneficio. (12400 de 14/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Araya, Instruir una fiscalización sobre las obras de construcción de la nueva carretera de doble pista, emplazada en la Avenida de la Minería de la Región de Antofagasta, en relación con el acceso a los condominios del sector y las condiciones inseguras del cruce de calle Coviefi, informando sus resultados. (12401 de 14/08/2013). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Schilling, Solicita informe sobre la materia descrita en la solicitud y antecedentes adjuntos, referida a la entrega a don Boris Canales del reembolso a Taxis y Transporte Escolar, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 3° Transitorio de la ley N° 20.630, que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional. (12423 de 16/08/2013). A secretaría regional ministerial de Transportes de la Región de Valparaíso.

 
-
Diputado Schilling, Solicita informe sobre la materia descrita en la solicitud y antecedentes adjuntos, referida a la entrega a don Boris Canales del reembolso a Taxis y Transporte Escolar, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 3° Transitorio de la ley N° 20.630, que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional. (12424 de 16/08/2013). A Tesorería Regional de Valparaíso.

 
-
Diputado Monsalve, Solicita informar si doña Aída Yáñez González, reúne los requisitos para solicitar la regularización de título de dominio sobre el terreno correspondiente a la manzana 7, sitio 7, Cerro Alto, de la comuna de Los Álamos, Región del Biobío. (12425 de 13/08/2013). A Ministerio de Bienes Nacionales.

 
-
Diputado Walker, Solicita tenga a bien analizar la situación que afecta a don Aliro Pizarro Díaz, descrita en la solicitud y antecedentes adjuntos y si procede, disponer la investigación de los hechos expuestos e informar a esta Corporación de sus resultados. (12426 de 16/08/2013). A dirección regional del Trabajo de Atacama.

 
-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informe sobre la tramitación actual de la postulación a pensión básica solidaria de doña Claudia Zúñiga Ortega, individualizada en la solicitud adjunta. (12427 de 13/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Araya, Solicita informe sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, referidas a la regulación del uso de cuentas twitter con carácter local y la autorización particular de la cuenta @carab_antofa. (12428 de 16/08/2013). A varios.

 
-
Diputado Araya, Solicita remita un listado de los proyectos de pavimentación y mejoramiento de calles y veredas, aprobados y ejecutados en la Región de Antofagasta, desglosado por comuna. (12429 de 16/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputado Araya, Solicita para que remita un listado de los proyectos de pavimentación y mejoramiento de calles y veredas, aprobados y ejecutados en la Región de Antofagasta, desglosado por comuna. (12430 de 16/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Solicita informe sobre el proyecto para la construcción del camino a Valle Quisma en la comuna de Pica, Región de Tarapacá. (12431 de 16/08/2013). A Ministerio de Obras Públicas.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Solicita para que tenga a bien disponer la investigación del proyecto minero Paguanta que se ejecutará en el sector de Quebrada de Tarapacá, comuna de Iquique e informe a esta Corporación de sus resultados y de las materias que se señalan en la intervención adjunta. (12432 de 19/08/2013). A Ministerio Medio Ambiente.

 
-
Diputada Vidal doña Ximena, Solicita que el ministerio y por su intermedio a la Secretaría Regional Ministerial de Salud Metropolitana, informe y remita antecedentes en relación con los sumarios sanitarios instruidos por dicho servicio en las comunas de San Joaquín y La Granja. (12433 de 19/08/2013). A Ministerio de Salud.

 
-
Diputada Vidal doña Ximena, Solicita que el ministerio y por su intermedio a la Secretaría Regional Ministerial de Salud Metropolitana, informe y remita antecedentes en relación con los sumarios sanitarios instruidos por dicho servicio en las comunas de San Joaquín y La Granja. (12433 de 19/08/2013). A alcalde de San Joaquín.

 
-
Diputada Vidal doña Ximena, Solicita que el ministerio y por su intermedio a la Secretaría Regional Ministerial de Salud Metropolitana, informe y remita antecedentes en relación con los sumarios sanitarios instruidos por dicho servicio en las comunas de San Joaquín y La Granja. (12433 de 19/08/2013). A municipalidades.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Diputada Zalaquett doña Mónica, Diputada Hoffmann doña María José, Solicita informe y remita antecedentes sobre las materias expuestas en la petición adjunta, referidas a los requisitos de ingreso de ciudadanos taiwaneses a nuestro país. (12434 de 19/08/2013). A Ministerio de Relaciones Exteriores.

 
-
Diputado Accorsi, Costos totales invertidos tanto en la realización del Censo 2012, desglosando cada ítem, como en la Comisión de Expertos que lo analizó. (12435 de 12/08/2013). A empresas del Estado.

 
-
Diputado Bertolino, Solicita informe sobre cada una de las materias expuestas en la petición adjunta, referidas a la organización y funcionamiento del Internado del Liceo de Niñas Gabriela Mistral de la Serena, Región de Coquimbo. (12436 de 19/08/2013). A contralor general de la república.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Número o porcentaje de personas que han renovado sus antecedentes socioeconómicos tras las modificaciones introducidas a la Ficha Social, indicando cuántas se encontraban encuestadas en el formato anterior y en el evento de que exista una baja renovación de antecedentes, precise sus principales razones. (12437 de 12/08/2013). A municipalidades.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Número o porcentaje de personas que han renovado sus antecedentes socioeconómicos tras las modificaciones introducidas a la Ficha Social, indicando cuántas se encontraban encuestadas en el formato anterior y en el evento de que exista una baja renovación de antecedentes, precise sus principales razones. (12438 de 12/08/2013). A municipalidades.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Número o porcentaje de personas que han renovado sus antecedentes socioeconómicos tras las modificaciones introducidas a la Ficha Social, indicando cuántas se encontraban encuestadas en el formato anterior y en el evento de que exista una baja renovación de antecedentes, precise sus principales razones. (12439 de 12/08/2013). A municipalidades.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Antecedentes y estadísticas respecto del número de personas que anualmente, por regiones, son beneficiarias del Subsidio Único Familiar y de las que han dejado de serlo en los años 2012 y 2013. Para el caso de la Región de Los Lagos, se requiere la información desagregada por provincias y comunas. (12440 de 12/08/2013). A Ministerio de Desarrollo Social.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Calificación del señor Jorge Saldivia Gallardo como exonerado político, indicando el año y número de decreto o resolución. (12441 de 12/08/2013). A Ministerio de Interior.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Razones y criterios considerados para cesar el beneficio de pensión otorgada a la señora Bertila Díaz Vargas, de la localidad de Contuy, comuna de Queilén, Región de Los Lagos. Asimismo S. S. solicita estadísticas respecto del número de personas que anualmente han dejado de ser beneficiarias de pensiones, con indicadores regionales y las razones más comunes para la adopción de dicha supresión. (12442 de 12/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Calificación del señor Jorge Saldivia Gallardo como exonerado político, indicando el año y número de decreto o resolución. (12443 de 12/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Bertolino, Solicita informar sobre el estado de avance de los sumarios instruidos en la Dirección Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas de Coquimbo; como asimismo, los hechos que motivan la instrucción de dichos procedimientos administrativos disciplinarios y los funcionarios afectados. (12444 de 19/08/2013). A Ministerio de Educación.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Razones y criterios considerados para cesar el beneficio de la Beca Indígena al señor José Francisco Guenumenán Barría, de la Región de Los Lagos. Asimismo, S. S. solicita estadísticas respecto del número de beneficiarios de la mencionada beca por regiones durante los años 2012 y 2013; y, en el caso de la Región de Los Lagos, remita dichos antecedentes desglosados por provincia y comuna de origen. (12445 de 12/08/2013). A Ministerio de Educación.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Antecedentes respecto de los estudios realizados por ese Ministerio o la Empresa de los Ferrocarriles del Estado para habilitar un tren de acercamiento entre las comunas de Osorno y Puerto Montt, indicando si está considerada su inclusión en la Ley de Presupuestos para el año 2014. (12446 de 12/08/2013). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

 
-
Diputado Silber, Diputado Rincón, Diputado Ascencio, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con las sociedades de inversión u otro orden, inscritas a nombre de don Laurence Golborne Riveros en el servicio a su cargo. (12447 de 02/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Reclamo presentado por la señora Rebeca Polanco Díaz a favor de su hijo el señor Matías Ponce Polanco de la comuna de Alto Hospicio con el objeto de resguardar el derecho a defensa del imputado. (12448 de 12/08/2013). A Ministerio Público.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Reposición de los juegos infantiles retirados del sector Quintas II y III. (12449 de 12/08/2013). A municipalidades.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Reposición de los juegos infantiles retirados del sector Quintas II y III de la comuna de Iquique. (12450 de 12/08/2013). A consejo regional de Tarapacá.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de incorporación al programa sobre violencia intrafamiliar puesto en marcha por el Servicio Nacional de la Mujer. (12451 de 12/08/2013). A municipalidades.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de incorporación al programa sobre violencia intrafamiliar puesto en marcha por el Servicio Nacional de la Mujer. (12452 de 12/08/2013). A concejo de Pica.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de disponer una fiscalización a los accesos a las playas de la provincia de Iquique. (12453 de 12/08/2013). A Intendencia de Tarapacá.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de disponer una fiscalización a los accesos a las playas de la provincia de Iquique. (12453 de 12/08/2013). A Ministerio de Bienes Nacionales.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Informe a esta Cámara sobre el anuncio, efectuado durante 2012, de nuevos vehículos y aumento de la dotación de carabineros de la comuna de Pica, que a la fecha no se ha concretado. (12454 de 12/08/2013). A Jefe Primera Zona de Carabineros.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Informe a esta Cámara sobre el anuncio, efectuado durante 2012, de nuevos vehículos y aumento de la dotación de carabineros de la comuna de Pica, que a la fecha no se ha concretado. (12455 de 12/08/2013). A intendenta de Tarapacá.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de disponer una fiscalización a los pozos de agua de la Región de Tarapacá, especialmente a los existentes en la comuna de Pica. (12456 de 12/08/2013). A dirección regional de Aguas de Tarapacá.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Cumplimiento del compromiso de reponer veredas en los sectores Quintas II y III de la comuna de Iquique. (12457 de 12/08/2013). A intendencia de Tarapacá.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Cumplimiento del compromiso de reponer veredas en los sectores Quintas II y III de la comuna de Iquique. (12458 de 12/08/2013). A Serviu Tarapacá.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Proyectos de agua potable rural considerados para la provincia del Tamarugal, especialmente para la comuna de Pica. (12459 de 12/08/2013). A Ministerio de Obras Públicas.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de mejorar el camino de acceso a la Caleta Caramucho. (12460 de 12/08/2013). A intendencia de Tarapacá.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de mejorar el camino de acceso a la Caleta Caramucho. (12460 de 12/08/2013). A seremi de Obras Públicas de Tarapacá.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Solicitudes de subsidio para ampliación de viviendas presentadas por 18 familias de la Población Hermanos Carrera y por la señora Susana Berna de la comuna de Pica. (12461 de 12/08/2013). A Serviu de Tarapacá.

 
-
Diputado Silber, Diputado Rincón, Para que, al tenor de los antecedentes de hecho y de derecho expuestos en la petición y documentos adjuntos, tenga a bien instruir la fiscalización del procedimiento de selección para la provisión del cargo de Fiscal de la Agencia de Cooperación Internacional e informe a esta Corporación de sus resultados. (12462 de 19/08/2013). A contralor general de la república.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Factibilidad de disponer una fiscalización que permita revisar las adjudicaciones de viviendas en la comuna de Pica en atención a denuncias de vecinos sobre presuntas irregularidades en la calificación de los beneficiarios. (12463 de 12/08/2013). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Situación de las familias que indica, propietarias del conjunto habitacional Cerro Tarapacá III de la comuna de Alto Hospicio beneficiadas con subsidios de reparación por problemas de socavones. (12464 de 12/08/2013). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de declarar como afectados por inutilidad de segunda clase a los suboficiales de la Fuerza Aérea de Chile señores Miguel Collao, Juan Abarzúa y Mario Troncoso (12465 de 12/08/2013). A Subsecretaría de Fuerzas Armadas.

 
-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de declarar como afectados por inutilidad de segunda clase a los suboficiales de la Fuerza Aérea de Chile señores Miguel Collao, Juan Abarzúa y Mario Troncoso (12465 de 12/08/2013). A varios.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de agilizar la autorización para que la municipalidad de Quintero transfiera un terreno en forma gratuita a 80 vecinos de la Población Libertad, beneficiados con el programa Chile Barrio, salvando la observación formulada. (12466 de 12/08/2013). A Ministerio de Interior.

 
-
Diputado Rivas, Solicita informe sobre las materias descritas en la petición adjunta, en relación con las medidas dispuestas por el servicio a su cargo en razón del hallazgo de cóndores intoxicados en el sector de “Los Quilos” de la comuna de Los Andes, Región de Valparaíso. (12467 de 19/08/2013). A Ministerio Medio Ambiente.

 
-
Diputado Sandoval, Poca utilidad del muelle flotante instalado en la bahía de Chaitén y adopte las medidas de mitigación que permitan su operatividad. (12468 de 12/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputado Sandoval, Poca utilidad del muelle flotante instalado en la bahía de Chaitén y adopte las medidas de mitigación que permitan su operatividad. (12468 de 12/08/2013). A presidente de junta de vecinos Santa Aárbara, Chaitén.

 
-
Diputado Rivas, Solicita informe sobre cada una de las materias descritas en la petición adjunta, en relación con el hallazgo de cóndores intoxicados en el sector de “Los Quilos” de la comuna de Los Andes, Región de Valparaíso. (12469 de 19/08/2013). A Ministerio de Agricultura.

 
-
Diputado Sandoval, Situación que afecta a las acciones de mantención, mejoramiento y ensanche de la Carretera Austral, en su tramo norte, debido a los obstáculos que opondría el señor Douglas Tompkins. (12470 de 12/08/2013). A Ministerio de Obras Públicas.

 
-
Diputado Sandoval, Situación que afecta a las acciones de mantención, mejoramiento y ensanche de la Carretera Austral, en su tramo norte, debido a los obstáculos que opondría el señor Douglas Tompkins. (12470 de 12/08/2013). A presidente de junta de vecinos Santa Bárbara, Chaitén.

 
-
Diputado Rivas, Solicita, para que informe sobre cada una de las materias descritas en la petición adjunta, en relación con el hallazgo de cóndores intoxicados en el sector de “Los Quilos” de la comuna de Los Andes, Región de Valparaíso. (12471 de 19/08/2013). A varios.

 
-
Diputado Sandoval, posibilidad de reestudiar la solicitud de transferencia gratuita de un terreno ubicado en el sector de Laguna Escondida presentada por el señor Manuel Segundo Delgado Cid, de la comuna de Lago Verde. (12472 de 12/08/2013). A Manuel Segundo Delgado Cid.

 
-
Diputado Sandoval, posibilidad de reestudiar la solicitud de transferencia gratuita de un terreno ubicado en el sector de Laguna Escondida presentada por el señor Manuel Segundo Delgado Cid, de la comuna de Lago Verde. (12472 de 12/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputado Sandoval, Estado en que se encuentra la tramitación de la solicitud de título gratuito presentada por el señor Rudecindo Fuentes Córdova. (12473 de 12/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputado Sandoval, Estado en que se encuentra la tramitación de la solicitud de título gratuito presentada por el señor Rudecindo Fuentes Córdova. (12473 de 12/08/2013). A Rosalino Fuentes.

 
-
Diputado Sandoval, Posibilidad de aumentar a dos el número de máquinas que efectúan el transporte denominado “Ruta Bimodal” desde Puerto Montt a Chaitén, a fin que operen en distintos horarios de salida y llegada. Además, S. S. hace presente la preocupación de los vecinos por la lentitud de las naves que cubren el tramo Hualihué y Leptepú, debido a la antigüedad de las embarcaciones. (12474 de 12/08/2013). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

 
-
Diputado Sandoval, Posibilidad de aumentar a dos el número de máquinas que efectúan el transporte denominado “Ruta Bimodal” desde Puerto Montt a Chaitén, a fin que operen en distintos horarios de salida y llegada. Además, S. S. hace presente la preocupación de los vecinos por la lentitud de las naves que cubren el tramo Hualihué y Leptepú, debido a la antigüedad de las embarcaciones. (12474 de 12/08/2013). A presidente de junta de vecinos Santa Bárbara, Chaitén.

 
-
Diputado Sandoval, Situación que afecta a las acciones de mantención, mejoramiento y ensanche de la Carretera Austral, en su tramo norte, debido a los obstáculos que opondría el señor Douglas Tompkins. (12475 de 12/08/2013). A dirección nacional de Vialidad.

 
-
Diputado Sandoval, Situación que afecta a las acciones de mantención, mejoramiento y ensanche de la Carretera Austral, en su tramo norte, debido a los obstáculos que opondría el señor Douglas Tompkins. (12475 de 12/08/2013). A presidente de junta de vecinos Santa Bárbara, Chaitén.

 
-
Diputado Silber, Recursos asignados para la construcción de una plaza con juegos infantiles en la Villa Miraflores de la comuna de Chimbarongo, plazo de ejecución, diseño y fecha de entrega a la comunidad. (12476 de 12/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputado Rivas, Solicita tenga a bien informar sobre cada una de las materias señaladas en la petición adjunta, en relación con el hallazgo de cóndores intoxicados en el sector de “Los Quilos” de la comuna de Los Andes, Región de Valparaíso y la eventual presencia de contaminantes derivados de faenas mineras en los cursos de agua existentes en el sector. (12477 de 19/08/2013). A empresas del Estado.

 
-
Diputado Rivas, Solicita informar sobre cada una de las materias señaladas en la petición adjunta, en relación con la investigación de los hechos recientemente conocidos por la opinión pública, referidos al hallazgo de cóndores intoxicados en el sector de “Los Quilos” de la comuna de Los Andes, Región de Valparaíso. (12478 de 19/08/2013). A Ministerio Público.

 
-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informe sobre la factibilidad de incorporar al plan AUGE el tratamiento de hipoacusia moderada de los menores de dos años y particularmente, en relación con la situación que afecta al menor Gaspar Dartnell Salazar, descrita en la petición adjunta. (12479 de 19/08/2013). A Ministerio de Salud.

 
-
Diputado Araya, Solicita emita un pronunciamiento y remita la información correspondiente, en relación con la procedencia de la exención de pago del IVA respecto de los servicios prestados a empresas privadas por parte del Instituto de Investigaciones y Ensayos de Materiales, Idiem, de la Universidad de Chile. (12480 de 19/08/2013). A Ministerio de Hacienda.

 
-
Diputado Araya, Informar sobre el estado de tramitación en que se encuentra la postulación al subsidio de vivienda, presentada por don José Gallardo Rodríguez ante el servicio a su cargo y remita antecedentes relativos a los puntajes obtenidos en sus postulaciones anteriores. (12481 de 02/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputado Tarud, Instruir una fiscalización sobre la denuncia efectuada por los vecinos del sector precordillerano de Linares de la Región del Maule, en relación con el mal estado de un vehículo de la locomoción colectiva rural del recorrido Linares-Los Hualles, placa patente LB-7357, que se encontraría funcionando con los vidrios quebrados, fallas en el sistema de los frenos y sin parrilla para el transporte de equipaje, informando sus resultados. (12482 de 02/08/2013). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

 
-
Diputada Saa doña María Antonieta, Informar sobre la actuación de los funcionarios del Centro del Servicio Nacional de Menores, ubicado en comuna de Rancagua de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, en relación con la situación que afecta al menor Benjamín Fuentes. (12483 de 20/08/2013). A servicios.

 
-
Diputada Saa doña María Antonieta, Informar sobre la acreditación de las carreras técnicas, los requisitos curriculares de los profesores y la infraestructura con que cuenta el Liceo Cumbre de Cóndores Poniente, ubicado en la comuna de Renca de la Región Metropolitana. (12484 de 02/08/2013). A Ministerio de Educación.

 
-
Diputado Rojas, Informar sobre los protocolos de protección y amparo que ha implementado el servicio a su cargo durante el último año, en relación con los menores que se encuentran en situación de abandono o proceso judicial. (12485 de 02/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Morales, Instruir una fiscalización sobre las posibles irregularidades efectuadas por la Municipalidad de Curicó, en relación con la creación de la marca de dicha ciudad, adquirida mediante una propuesta pública en el Portal Chilecompra y que se adjudicó la empresa Graff Limitada por un monto de $ 13.000.000, informando sus resultados. (12486 de 02/08/2013). A Contraloría General de la República.

 
-
Diputada Goic doña Carolina, Remitir antecedentes sobre la adjudicación de la licitación pública, relacionada con el otorgamiento del subsidio de prestación para el transporte de pasajeros y cargas en zonas aisladas, modalidad marítima, en la Región de Magallanes y Antártica Chilena. (12487 de 02/08/2013). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

 
-
Diputado Squella, Informar sobre la situación que afecta a doña Herminia del Carmen Parra, en relación con su solicitud presentada ante el Servicio de Administración Nacional de la Seguridad Social (UDAI), para ser beneficiaria de una pensión de viudez. (12488 de 02/08/2013). A Ministerio de Relaciones Exteriores.

 
-
Diputado Walker, Informar sobre los actuales medios de locomoción colectiva que circulan en las comunas de Monte Patria, Corbarbalá y alrededores, indicando sus frecuencias y horarios autorizados; como asimismo, señale las razones que motivaron la suspensión del servicio de transportes entregado por la empresa Tur Bus. (12489 de 07/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Accorsi, Riesgo que generaría el proyecto hidroeléctrico Alto Maipo para el abastecimiento y calidad del agua potable de la Región Metropolitana considerando los informes que señala. (12490 de 08/08/2013). A Ministerio de Obras Públicas.

 
-
Diputado Espinosa don Marcos, Teniente Coronel Luis Araya Espinoza, Comisario de Calama, informe al tenor de la solicitud adjunta sobre la posibilidad de mantener en forma permanente un retén móvil en la Población René Schneider. (12491 de 08/08/2013). A varios.

 
-
Diputado Espinosa don Marcos, Remita a esta Cámara copia de la ficha médica protocolar operatoria de los pacientes señores Jaime Muñoz y señora Gladys Urrutia. (12492 de 08/08/2013). A director de Servicio de Salud Antofagasta.

 
-
Diputado Kort, Situación de discriminación que afectaría a las mujeres privadas de libertad en la cárcel concesionada de Rancagua (12493 de 08/08/2013). A Ministerio de Justicia.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Situación que afecta a la señora Juana Rosa Arco Álvarez, diagnosticada de coxartrosis de cadera y pensionada por invalidez, quien requiere una intervención quirúrgica que permita la instalación de una prótesis. (12494 de 07/08/2013). A director hospital Gustavo Fricke.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de agilizar la atención del menor Damián López Fernández derivado por interconsulta desde el Consultorio de la comuna de Hijuelas debido a un diagnóstico de hernia. (12495 de 07/08/2013). A servicios.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de agilizar la atención del menor Damián López Fernández derivado por interconsulta desde el Consultorio de la comuna de Hijuelas debido a un diagnóstico de hernia. (12496 de 07/08/2013). A servicios.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Situación que afecta a la señora Juana Rosa Arco Álvarez, diagnosticada de coxartrosis de cadera y pensionada por invalidez, quien requiere una intervención quirúrgica que permita la instalación de una prótesis. (12497 de 07/08/2013). A servicios.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Situación del señor Luis Arnoldo Riquelme Aguilera, quien se encuentra a la espera de una examen de resonancia magnética en el hospital Doctor Gustavo Fricke de Viña del Mar, desde junio de 2011. (12498 de 20/08/2013). A servicios.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de postular a la señora Marta del Carmen López Mercado de la comuna de Quintero al Fondo de Auxilio Extraordinario, con el propósito que pueda acceder a los aparatos auditivos que requiere, debido a que se encuentra diagnosticada de sordera progresiva y no cuenta con recursos suficientes para hacerlo por sí misma. (12499 de 07/08/2013). A Ministerio de Salud.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de postular a la señora Marta del Carmen López Mercado de la comuna de Quintero al Fondo de Auxilio Extraordinario, con el propósito que pueda acceder a los aparatos auditivos que requiere, debido a que se encuentra diagnosticada de sordera progresiva y no cuenta con recursos suficientes para hacerlo por sí misma. (12500 de 07/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Sauerbaum, Compromiso adquirido por el ex ministro de Educación señor Harald Beyer de entregar un bono final a los Asistentes de la Educación, evaluando la posibilidad de incorporarlo en una glosa presupuestaria para el próximo año. (12501 de 08/08/2013). A Ministerio de Educación.

 
-
Diputado Sauerbaum, Situación que afecta a los productores apícolas de Quillón y Liucura Alto, disponiendo un estudio acerca de las causas de la muerte masiva de sus abejas. (12502 de 08/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Schilling, informe si las destinaciones aduaneras de declaración de ingreso importación se encontrarían comprendidas en la norma de la letra a), del artículo 176 de la Ordenanza General de Aduanas, emitiendo el respectivo pronunciamiento. (12503 de 08/08/2013). A contralor general de la República.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Remitir los resultados de las fiscalizaciones sobre la situación denunciada por la Federación de Sindicatos Marítimos (Fesimar), en relación con la autorización de zarpe, emitida por la Autoridad Marítima de Punta Arenas a la motonave María Inés de la empresa armadora “Compañía Naviera Frasal”, que ya habría varado con anterioridad, resultando con daños en su casco que fueron reparados provisoriamente, poniendo en riesgo la vida de sus 10 tripulantes. (12504 de 09/08/2013). A directora del Trabajo.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Remitir los resultados de las fiscalizaciones sobre la situación denunciada por la Federación de Sindicatos Marítimos (Fesimar), en relación con la autorización de zarpe, emitida por la Autoridad Marítima de Punta Arenas a la motonave María Inés de la empresa armadora “Compañía Naviera Frasal”, que ya habría varado con anterioridad, resultando con daños en su casco que fueron reparados provisoriamente, poniendo en riesgo la vida de sus 10 tripulantes. (12505 de 09/08/2013). A Ministerio de Defensa Nacional.

 
-
Diputado De Urresti, Informar sobre la situación que afecta a don José Díaz Osses, en relación con el rechazo de sus licencias médicas presentadas ante la Comisión Médica, Preventiva e Invalidez (Compin). (12506 de 12/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputado De Urresti, Informar sobre los trámites que debe realizar don Jorge Geywitz Manque, reconocido como exonerado político, para acceder al beneficio de su pensión. (12507 de 12/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado De Urresti, Informar sobre la posibilidad de que doña Elba Fuentes Álvarez pueda acceder al beneficio del bono invierno (12508 de 12/08/2013). A servicios.

 
-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita tenga a bien emitir un pronunciamiento sobre las responsabilidad legales y administrativas de las autoridades regionales y comunales de la Región de Los Lagos. (12510 de 13/08/2013). A contralor general de la república.

 
-
Diputado Accorsi, Solicita tenga a bien remitir un informe sobre el caudal del Río Maipo en los últimos 20 años; con indicación de las cifras de las mediciones correspondientes a cada año. (12511 de 21/08/2013). A Ministerio de Obras Públicas.

 
-
Diputado Espinosa don Marcos, Solicita informe sobre los montos que por concepto de devolución de rentas retenidas les corresponderían a los trabajadores individualizados en la petición adjunta. (12512 de 19/08/2013). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.

 
-
Diputado Espinosa don Marcos, Solicita informe sobre las materias descritas en la petición adjunta, en relación con el proceso de elección de Director de la Escuela Emilio Sotomayor, D-45 de la comuna de Calama, Región de Antofagasta. (12513 de 21/08/2013). A Ministerio de Educación.

 
-
Diputado Espinosa don Marcos, Solicita informe sobre situación que afecta a don Alejandro Manchego Ayavire, descrita en la petición adjunta. (12514 de 21/08/2013). A seremi de Bienes Nacionales de Antofagasta.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Deficiencias que presenta el nuevo edificio de la Segunda Compañía de Bomberos de Quintero, las observaciones formuladas por la municipalidad y las medidas adoptadas para que se subsanen. (12515 de 21/08/2013). A director de Obras de Quintero.

 
-
Diputada Molina doña Andrea, Deficiencias que presenta el nuevo edificio de la Segunda Compañía de Bomberos de Quintero, las medidas adoptadas por el gobierno regional para hacer efectiva la responsabilidad de las empresas adjudicatarias, la titularidad de las boletas de garantía y las acciones adoptadas para que el proyecto se entregue en condiciones adecuadas. (12516 de 21/08/2013). A intendente de la V Región de Valparaíso.

 
-
Diputado Monckeberg don Cristián, Medidas de seguridad adoptadas para proteger a los vecinos de las Unidades vecinales C-15 y C-16, especialmente en los sectores de Los Dominicos Oriente y Poniente. (12517 de 21/08/2013). A municipalidades.

 
-
Diputado Monckeberg don Cristián, Procesos de adjudicación en la “Licitación pública de uso de vías de la ciudad de Santiago para la prestación de servicios urbanos de transporte público remunerado de pasajeros mediante buses” a las empresas S.T.P Santiago S. A., La Montaña S. A., Los Halcones de Tulahuen S. A., Comercial Nuevo Milenio S. A., Buses Huelén, Buses metropolitana S. A., Buses La Capital S. A. y Buses Santiago S. A.. (12518 de 21/08/2013). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

 
-
Diputado Monckeberg don Cristián, Situación jurídica y vigencia de la Asociación Gremial Metropolitana de Transporte de Pasajeros y de la Federación Siglo XXI. (12519 de 21/08/2013). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

 
-
Diputado Monckeberg don Cristián, Se sirva disponer una fiscalización y adoptar medidas que permitan mejorar la frecuencia de las líneas 427 y 407 del Transantiago, considerando la incorporación de un nuevo recorrido o la modificación de alguno de los existentes, con el objeto de brindar una alternativa de acercamiento de los vecinos del sector Colón de la comuna de Las Condes a las estaciones del Metro Apoquindo o Los Dominicos, informando a esta Cámara. (12520 de 21/08/2013). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

 
-
Diputado Rincón, Investigación sobre eventuales irregularidades administrativas cometidas en la reunión efectuada con fecha 6 de julio del presente año por el ex candidato presidencial señor Pablo Longueira Montes con ministros sectoriales para elaborar su plan de gobierno (12521 de 21/08/2013). A Contraloría General de la República.

 
-
Diputado Rincón, Razones del atraso en la aprobación de las bases del concurso para postular a los Fondos Regionales de Cultura, Deporte y Seguridad del presente año. (12522 de 21/08/2013). A intendencias.

 
-
Diputado Silber, Diputado Rincón, diputado Torres, Disponga una auditoría a las Instituciones de Salud Previsional, Isapres, sobre el funcionamiento del Plan Auge y respecto de los convenios para atender demandas del Plan de Garantías Explícitas en Salud, informando a esta Cámara de sus resultados. (12523 de 21/08/2013). A varios.

 
-
Diputado Rincón, Se sirva instruir a la señora Presidenta del Directorio de la Empresa de Coreos de Chile para que, al tenor de la solicitud adjunta, informe a esta Cámara sobre el detalle de las remuneraciones percibidas durante los últimos 4 años por cada Gerente, Subgerente y Directivo de dicha empresa. (12524 de 21/08/2013). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (81)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IC
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
IND
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolú Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

Delmastro Naso, Roberto
IND
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kort Garriga, Issa Farid
UDI
VI
32

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

-Concurrió, además, el ministro de Trabajo y Previsión Social, señor Juan Carlos Jobet Eluchans.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 17.11 horas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión. 

III. ACTAS

El señor ELUCHANS (Presidente).- El acta de la sesión 55ª se declara aprobada. 

El acta de la sesión 56ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

El señor ELUCHANS (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor ELUCHANS (Presidente).- El Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios bajo la presidencia del diputado señor Joaquín Godoy, adoptaron por mayoría los siguientes acuerdos:

1. Destinar 90 minutos a la discusión del proyecto de ley sobre seguridad privada (Boletín N° 6639-25), y 90 minutos al que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando un Fondo de Apoyo Regional (FAR), en la sesión ordinaria de mañana martes 27 de agosto. Para tal efecto, se suspende la tramitación de los proyectos de acuerdo.

2. Extender a cuatro diputados las intervenciones que se realizarán en homenaje al recientemente fallecido señor Guillermo Luksic Craig, al término del Orden del Día de la sesión ordinaria del miércoles 28 de agosto. 

3. Tratar en la sesión del jueves 29 de agosto el proyecto que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de constitución de derecho de aprovechamiento de aguas, y el que modifica la ley N° 19.880, introduciendo el uso del correo electrónico como forma válida de notificación en los procedimientos administrativos que rigen los actos de Administración del Estado.

4. Trasladar para la sesión ordinaria del martes 3 de septiembre próximo el proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín N° 8829-01).

-o-

El señor ELUCHANS (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la Comisión Investigadora encargada de revisar a fondo el sistema de educación superior chileno para prorrogar en noventa días su mandato, habida razón de que existen numerosas audiencias pendientes.

Hago presente a la Sala que el plazo vigente vence el 27 de agosto y que esa comisión no ha solicitado prórroga con anterioridad.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 34 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazada por falta de quorum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Becker Alvear Germán; Browne Urrejola Pedro; Carmona Soto Lautaro; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monckeberg Díaz Nicolás; Montes Cisternas Carlos; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Teillier Del Valle Guillermo; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votó por la negativa el diputado señor Barros Montero Ramón.

-o-

El señor ELUCHANS (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la Comisión Investigadora de la situación ambiental por efectos del proyecto Pascua Lama para prorrogar en sesenta días su mandato, a contar del vencimiento de su plazo, es decir, el 26 de septiembre. 

Informo a los señores diputados que la Comisión no ha solicitado prórrogas con anterioridad.

¿Habría acuerdo?

Tiene la palabra el diputado señor Farías. 

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, me da la impresión de que si no hubo quorum en la votación anterior no es posible seguir sesionando. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Diputado señor Farías, estamos en votación. 

En la votación anterior no se alcanzó el quorum, pero en la Sala hay más de cuarenta diputados. En consecuencia, tenemos que seguir adelante con la sesión. 

Vuelvo recabar el acuerdo de la Sala para acceder a la petición formulada por la Comisión Investigadora del proyecto Pascua Lama.

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 39 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazada por falta de quorum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Browne Urrejola Pedro; Carmona Soto Lautaro; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Hales Dib Patricio; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monckeberg Díaz Nicolás; Montes Cisternas Carlos; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Teillier Del Valle Guillermo; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear un punto de Reglamento.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, el diputado señor Farías me solicitó primero la palabra. A continuación se la daré a usted. 

Tiene la palabra el diputado señor Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, en primer lugar, entiendo que si hay más de cuarenta diputados en la Sala, todos deberían votar, pues es su obligación hacerlo. Reitero, es obligación votar a favor, en contra o abstenerse, pero uno no puede no votar. Por lo tanto, debe-
ría sancionarse a aquellos que no votan. 

En segundo término, si no existe quorum para votar, se debe levantar la sesión. En caso contrario, si hay suficientes diputados en la Sala, habría que repetir la primera votación. 

Señor Presidente, por favor, no pase a llevar el Reglamento.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Diputado señor Farías, le contestaré luego de escuchar al diputado Latorre. 

Tiene la palabra su señoría.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, entiendo que, de acuerdo al Reglamento, si a usted le consta que existe quorum en la Sala, debe instar a los señores diputados a votar. Sin embargo, su señoría no ha hecho eso respecto de quienes, por razones obvias, prefirieron no votar. 

Por otra parte, tengo entendido que respecto de las materias cuyas votaciones no alcanzaron el quorum requerido, es posible pedir nuevamente un pronunciamiento de la Sala mañana. No existe una decisión definitiva sobre el particular mientras la Sala pueda volver a sancionar.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Diputados señores Farías y Latorre, la Mesa aplicó rigurosamente el Reglamento, ya que antes de que el tablero electrónico arrojara el resultado de la votación, en ambas oportunidades llamé a todos los diputados a votar. Yo cumplo con mi obligación reglamentaria haciéndolo de esa forma. Es la tradición; siempre se ha procedido de esa manera. El diputado señor Latorre ha formado parte de la Mesa y sabe cómo funciona eso.

Respecto del segundo planteamiento, hace pocas semanas tuvimos una discusión en torno a un asunto parecido, pero mucho más complejo. 

Insisto en que tradicionalmente hemos aplicado el mismo procedimiento. Yo no puedo obligar a los parlamentarios a votar. Por supuesto, cada uno de ustedes tiene la libertad de llevar a la Comisión de Ética a un diputado que esté en la Sala, pero no concurra a votar. 

Esa es la respuesta, señores diputados. 

El señor LATORRE.- ¿Y el segundo punto, señor Presidente? 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Diputado señor Accorsi, tiene la palabra.
El señor LATORRE.- ¿Y el segundo punto, señor Presidente? 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Perdón, diputado señor Latorre, pero le di la palabra al diputado señor Accorsi. Si es necesario, volveré a darle la palabra a usted.

El señor ACCORSI.- Señor Presidente, mañana pediré oficialmente que se recabe de nuevo el asentimiento de la Sala respecto de la prórroga del plazo otorgado a la Comisión Investigadora sobre el proyecto Pascua Lama. 

Nosotros acabamos de estar en terreno. Por eso, creo que hay que reconsiderar el punto. La ciudadanía presentó más de cuarenta solicitudes, y realmente hicimos un buen trabajo con todo el equipo de Pascua Lama. 

Entonces, creo que la Sala debe volver a pronunciarse sobre nuestra petición. No podemos dejar inconclusa una investigación tan importante. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Diputado señor Accorsi, usted y la Comisión tienen todo el derecho a solicitar nuevamente el pronunciamiento de la Sala sobre el punto. Le hago presente que a la Comisión todavía le queda un mes de plazo para cumplir su cometido. 

Diputado señor Latorre, ¿usted me pidió la palabra?

El señor LATORRE.- Señor Presidente, la respuesta está implícita en lo que usted acaba de decir, en el sentido de que podemos volver a pronunciarnos mañana. Sería el colmo que la Cámara dejara sin funcionar a la Comisión Investigadora sobre el sistema de educación superior en Chile. Sería casi ridículo.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Perfecto.

Perdón, me había solicitado la palabra el diputado señor Díaz. 

Tiene la palabra su señoría.

El señor DÍAZ.- Hace rato, señor Presidente. Pero no se preocupe, sé que le cuesta mirar hacia la izquierda.

Quiero hacer presente dos cosas. 

En primer lugar, tengo el recuerdo -no encuentro la norma reglamentaria respectiva- de que solo el Presidente puede excusarse de emitir su voto.

El Secretario asiente. Por lo tanto, aquí hubo diputados que no cumplieron con su deber, y usted, señor Presidente, debió instarlos a cumplir con lo que señala el Reglamento y haber sometido nuevamente a votación ambas peticiones.

La disyuntiva es, o tenemos cuarenta diputados en la Sala o no tenemos quorum para sesionar. El Reglamento no rige para un criterio sí y para el otro no, sino que es claro y categórico: para poder sesionar debe haber a lo menos cuarenta diputados presentes en la Sala. De esos diputados, solo uno puede excusarse de emitir su voto: el Presidente de la Corporación; los demás están obligados a votar. Aquí hubo diputados que no cumplieron con esa obligación. 

Por lo expuesto, señor Presidente, le pido que aplique el Reglamento, y una de dos: o repite las votaciones e insta a que todos los diputados cumplan el Reglamento -los que no lo hagan tendrán que someterse a lo que ello significa en términos reglamentarios-, o levanta la sesión.

En segundo término, paremos la chacota, señor Presidente. Estas sesiones de los lunes se acordaron precisamente para liberar a los diputados de la obligación de venir acá en octubre. Sin embargo, resulta que no estamos viniendo ni siquiera los días lunes, con lo cual nosotros mismos estamos exponiéndonos al repudio ciudadano. 

Aquí hay dos comisiones investigadoras relevantes -una estudia el lucro en la educación superior y la otra es sobre Pascua Lama- que no pudieron prorrogar su mandato por dos razones: porque en esta Sala no hay cuarenta diputados presentes para votar -el señor Presidente dice lo contrario- o porque existen diputados que no cumplen con su mínima obligación, cual es votar a favor, en contra o abstenerse. 

Por último, sin perjuicio de entender su difícil posición, señor Presidente, le pido que tome la decisión reglamentaria de someter nuevamente a votación las solicitudes de prórroga, o bien de levantar la presente sesión, porque estamos haciendo el ridículo ante el país.

He dicho. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, no voy a levantar la sesión, porque hay más de cuarenta diputados presentes en la Sala. Tampoco voy a repetir las votaciones, porque ya hice lo que reglamentariamente me correspondía. 

Su señoría invocó el asentimiento del Secretario en una cuestión de Reglamento, y yo también lo voy a invocar. El señor Secretario me señala que esta es la tradición en la materia, y que así ha sido siempre. 

En consecuencia, quienes se sientan perjudicados porque algún diputado no emitió su voto, pueden recurrir a la Comisión de Ética.

Diputada señora Denise Pascal, tiene la palabra.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, siento mucho tener que desdecirlo. 

El Reglamento es bien claro en esta materia. Dice que cuando se llama a una votación y no hay quorum, se debe repetir la votación. Si nuevamente no hubiere quorum en esa votación, debería tocarse el timbre para llamar a los diputados a que asistan a la Sala a votar.

Ello lo señala el Reglamento en la parte “DE LAS VOTACIONES”. 

Por lo tanto, señor Presidente, le pido que cumpla nuestro propio Reglamento.

El señor DÍAZ.- ¡Eso se ha hecho! ¡Se ha hecho varias veces!

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, lamento decirle que no está cumpliendo con el Reglamento. 

Reitero, aquí dice eso clarito. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Está bien, señora diputada.

La señora PASCAL (doña Denise).- Y se ha hecho varias veces así.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Esa disposición que usted está invocando no es aplicable a este caso. El procedimiento que estamos utilizando ahora es el que se ha usado siempre en ocasiones de este tipo. 

En consecuencia, le reitero que…

La señora PASCAL (doña Denise).- Quiere decir que siempre se ha hecho mal.

El señor ELUCHANS (Presidente).- ¿Perdón, qué dice?

La señora PASCAL (doña Denise).- Quiere decir que siempre se ha hecho mal. Porque en el Reglamento se establece claramente que si no se cumple…

El señor ELUCHANS (Presidente).- Bueno. No sé. Si vamos a innovar, lo discutiremos más. Pero yo le…

La señora PASCAL (doña Denise).- No estamos innovando al respecto, puesto que nuestro Reglamento lo establece con claridad.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señora diputada, le quiero decir con todo respeto que entrego la opinión de la Mesa, la cual se basa en la consideración del señor Secretario y en la tradición respecto de la forma en que se ha comportado la Mesa de la Corporación en situaciones como esta.

Tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías, a quien le ruego que sea breve, porque debemos entrar al debate de los proyectos de ley consignados en la Tabla de la presente sesión.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, me pregunto cómo es posible que comencemos el tratamiento de los proyectos incluidos en la Tabla en circunstancias de que no hay quorum para votar, situación que me parece muy extraña.

La diputada señora Hoffmann no solo no dio la unanimidad que se requería para aprobar la solicitud de la Comisión Encargada de Revisar a fondo el Sistema de Educación Superior Chilena a fin de prorrogar su mandato, sino que tampoco votó. De manera que más allá de si un diputado quiere o no votar, aquí ha habido obstruccionismo por parte de la Derecha para no hacerlo.

Por lo tanto, pido que se aplique el Reglamento de la Corporación, tal como lo planteó la diputada que me antecedió en el uso de la palabra.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, vamos a dar por zanjado el debate, porque ya he dado respuesta a todos los diputados que han intervenido, sin perjuicio de lo cual su señoría -si así lo desea- está en todo el derecho de recurrir a la Comisión de Ética y Transparencia.

Tiene la palabra el diputado señor Germán Becker.

El señor BECKER.- Señor Presidente, llevamos más de 20 minutos debatiendo un tema que hemos discutido en todas las ocasiones en que se ha producido una situación similar.

Si se quiere cambiar el procedimiento se debe modificar el Reglamento de la Cámara de Diputados, porque este siempre se ha usado de la misma forma. No se puede proceder de un modo distinto ahora.

Pido que nos aboquemos a analizar los proyectos incluidos en el Orden del Día y que mañana nos pronunciemos nuevamente respecto de las solicitudes de prórroga de funcionamiento de comisiones, las que hoy votamos a favor, tal como lo volveremos a hacer mañana, ocasión en que volverán a ser aprobadas.

En consecuencia, creo no hay drama alguno respecto de lo que ha ocurrido, ya que 
-reitero- mañana se aprobará la prórroga del mandato solicitado por las Comisiones investigadoras del proyecto Pascua Lama y del Educación Superior Chilena.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, en verdad resulta penoso cuando, al voleo, se hace referencia a la Derecha. Al respecto, lo primero que debería hacer el diputado señor Farías es ver cómo votó cada diputado las solicitudes de las Comisiones investigadoras contenidas en la Cuenta, y, segundo, debería considerar que cada uno vota como quiere.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Está bien, señor diputado.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, le ruego que me deje terminar, porque nos dejamos atropellar cada vez que se produce una situación como la ocurrida hoy y al final se forma una tole tole tremenda.

Por su intermedio, señor Presidente, quiero decir al diputado señor Farías que voté a favor la solicitud de creación de ambas Comisiones investigadoras que han solicitado la prórroga de su mandato, a pesar de que no soy de Derecha, sino de ultraderecha, para que quede clarito.

En consecuencia, se deben decir las cosas por su nombre.

V. ORDEN DE DÍA

CREACIÓN DE INTENDENCIA DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO Y FORTALECIMIENTO DEL ROL DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL (Tercer trámite constitucional) [boletín N° 7829-13]

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín N° 7829-13, sesión 55ª de la presente legislatura, en 18 de agosto de 2013. Documentos de la Cuenta N° 5.
El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Juan Carlos Jobet.

El señor JOBET (ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, junto con manifestar que para mí es un honor participar, por primera vez, en una sesión de la Cámara de Diputados, quiero transmitir que el proyecto modificado por el Senado, en esencia, tiene por objeto reforzar la institucionalidad de la Superintendencia de Seguridad Social, además de otorgarle nuevas competencias para fortalecer sus normativas en materia de fiscalización.

Quiero agradecer a los honorables señores diputados y a las honorables señoras diputadas por el trabajo llevado a cabo en relación con esta iniciativa en el primer trámite constitucional, en especial a los miembros de las comisiones de Hacienda y del Trabajo y Seguridad Social.

El trabajo efectuado por la Cámara de Diputados durante el tratamiento de la iniciativa en primer trámite constitucional fue básicamente ratificado por el Senado, el cual le introdujo modificaciones solo de carácter formal, las que no cambian sus ideas matrices ni sus contenidos generales en ninguno de sus aspectos.

Por lo tanto, junto con reiterar mis agradecimientos por el trabajo que se ha hecho, deseo señalar que quedo a disposición de los señores diputados y de las señoras diputadas para clarificar las dudas que surjan durante la discusión del proyecto.

Muchas gracias.

He dicho

El señor ELUCHANS (Presidente).- En discusión las modificaciones del Senado.

Tiene la palabra el diputado señor René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, se me ha pedido que haga una breve síntesis respecto de lo que votaremos en relación con las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley que propone la creación de la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social (Suseso) y actualiza sus funciones y atribuciones.

Junto con dar la bienvenida a la Sala al ministro del Trabajo y Previsión Social, debo señalar que es efectivo -tal como él lo ha señalado- que el Senado no introdujo cambios sustantivos a la iniciativa, pero hay algunas modificaciones que es importante señalar respecto de las funciones de la Superintendencia de Seguridad Social, las que son muy importantes desde el punto de vista de las facultades de fiscalización y de los procedimientos de investigación y sanción, así como una enmienda muy importante que se debe tener presente referida al personal directivo y al Sistema de Alta Dirección Pública.

Respecto de las funciones de la Superintendencia de Seguridad Social, lo que ha hecho el Senado -entre otras cosas- es precisar que previo a la emisión o a los dictámenes de circulares o instrucciones que tengan aplicación general, la Superintendencia debe convocar a un proceso de consulta pública y recepción de comentarios, sin perjuicio de que los resultados de esa consulta no sean vinculantes para ese organismo.

Por otra parte, el Senado deja explícito que el sistema nacional de información de seguridad y salud en el trabajo deberá mantenerse actualizado, disposición que no está definida de esa forma por la ley sobre la materia.

También, se deja claro que una función de la Superintendencia de Seguridad Social es la de prestar asesoría al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en la evaluación y diseño de políticas públicas de su competencia y, además, en la proposición de las reformas legales y reglamentarias que sean pertinentes.

Asimismo, mediante las enmiendas del Senado se incorpora la función de impartir instrucciones a los organismos administradores de la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

En materia de fiscalización, las modificaciones del Senado dejan establecido -en forma explícita- que la supervigilancia de la Superintendencia debe incluir la calidad y oportunidad de las prestaciones.

Además, el Senado ha incorporado una norma que dispone que la constitución de sociedades y organismos filiales de las instituciones de previsión social sometidas a la vigilancia integral de la Suseso deberá ser autorizada por ese organismo.

En cuanto a los procedimientos de investigación y sanción, se incrementan las multas de 50 a 100 unidades de fomento, las que serán aplicables a los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones fiscalizadas que no presten declaración en los casos que sean requeridos. Se agrega que las sanciones administrativas se aplicarán sin perjuicio de las responsabilidades penales.

Acerca del personal directivo, se aumenta de 7 a 10 por ciento el personal a contrata de esa Superintendencia, al que se le pueden encomendar funciones de carácter directivo.

Por último, cabe señalar que en las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto se deja establecido, en forma expresa, la eliminación de la exclusión de la Superintendencia de Seguridad Social del Sistema de Alta Dirección Pública.

Esos son los cambios incorporados por el Senado, a los que parece del todo razonable prestarles nuestra aprobación.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en primer lugar, doy la bienvenida al ministro del Trabajo y Previsión Social con motivo de su primera incursión en este Hemiciclo de la democracia: la Cámara de Diputados.

A mi juicio, se ha legislado de manera positiva respecto del proyecto enmendado por el Senado, puesto que dice relación con un cuerpo legal cuyos cambios tardaron cuarenta y siete años, ya que mediante la ley N° 16.395, que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, se creó el organismo que hoy se propone modificar.

Luego de escuchar las palabras del ministro del Trabajo y Previsión Social estimaba que las modificaciones introducidas por el Senado no merecían mayor discusión, pero tras escuchar al diputado señor René Saffirio -quien es un destacado jurista- me surgieron algunas dudas a partir de su planteamiento, puesto que previo a su intervención creía que los cambios efectuados por el Senado eran mínimos y muy lógicos.

De allí que quiero volver sobre el punto respecto de algunas disposiciones a las que él se refirió como de relevancia mayor y señalar que, a mi juicio, no tienen ese carácter, puesto que se relacionan, entre otras cosas, con materia de multas, sin perjuicio de lo cual debemos decir que las modificaciones del Senado ayudan y que, de alguna forma, mejoran el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.

Por lo tanto, después de 48 años, se hace más necesario que nunca modernizar la legislación relativa a la Superintendencia de Seguridad Social, por dos razones. La primera, que la legislación que la regula -reitero- está próxima a cumplir casi medio siglo. Por lo mismo, debe ser actualizada a las realidades que vivimos, en un mundo que cambia más rápido que lo que esperamos. La segunda, que la práctica nos ha mostrado las grandes falencias que poseemos en materia de fiscalización. Es necesario perfeccionar esa labor para proteger la vida y la salud de miles de trabajadores del país, muchos de los cuales cumplen sus faenas en lugares riesgosos. Lo vemos a diario. No quiero hablar de minería, sino de la construcción. Las condiciones en que esos trabajadores realizan sus labores son realmente dañinas y complicadas para su vida.

No quiero entrar en el detalle del proyecto, pero sí me interesa resaltar un par de cosas.

La primera se relaciona con la facultad que se otorga a la Superintendencia de Seguridad Social para sistematizar y proponer la estandarización de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo, para lograr su uniformidad mediante revisiones periódicas. Al día de hoy, la normativa sobre esta materia aparece expandida y dispersa; por tanto, el hecho de establecer que la Superintendencia logre su sistematización mediante revisiones periódicas sin duda que favorecerá una mejor aplicación de la misma y entregará mayor seguridad jurídica a quienes la consulten.

La segunda es la creación de dos nuevas intendencias. La primera es la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, que tendrá entre sus funciones principales la de realizar el estudio, análisis, evaluación, examen y fiscalización de los organismos administradores de la ley N° 16.744, sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

La otra es la Intendencia de Beneficios Sociales, a la cual le corresponderá realizar el estudio, análisis, evaluación, examen y fiscalización de las entidades y regímenes fiscalizados por la Superintendencia. A este ámbito corresponde la interpretación que nos dio el colega Saffirio en relación con los puntos álgidos de la modificación del Senado. Me refiero a lo relativo a las cajas de compensación de asignación familiar, a las licencias médicas y a los subsidios por incapacidad laboral, entre otras funciones.

Luego de este análisis, y dado que van en la dirección correcta, anuncio mi aprobación a las modificaciones del Senado.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, la síntesis que ha hecho el diputado señor Saffirio ha sido bastante completa, que evita agregar elementos para el análisis de las modificaciones del Senado al proyecto.

Lo dijimos desde el comienzo: nos parece que este es un buen proyecto, que va en la línea de modernizar y generar mejores condiciones de trabajo para la Superintendencia de Seguridad Social, conocida como Suseso.

Sin embargo, quiero hacer presente una modificación introducida por el Senado que me causa mucha preocupación, por lo que quisiera que el señor ministro se explaye y nos explique cuál es el sentido de la misma. En el inciso quinto del artículo 1° del proyecto aprobado por la Cámara, que sustituye el artículo 1° de la ley N° 16.395, que dispone: “Le corresponderá a la Superintendencia la supervigilancia y fiscalización de los regímenes de seguridad social…”, el Senado agregó la frase “y de protección social”. 

En la jerga jurídico-administrativa, el concepto de “protección social” involucra cuestiones que van mucho más allá de lo que ha sido tradicionalmente la tarea de la Suseso, que es fundamentalmente hacerse cargo de la seguridad social en el trabajo, entre otras. La protección social es un concepto extraordinariamente más amplio, que involucra el conjunto de prestaciones que la Administración establece para los sectores de mayores carencias, como el régimen de la Ficha de Protección Social, las bonificaciones, los subsidios, etcétera. No sé si al incorporar esta modificación el Senado se hizo cargo de esa situación. No sé si la incorporación del concepto de “protección social” implica que está involucrado el conjunto de las demás prestaciones de protección social que genera la Administración para los ciudadanos, especialmente para aquellos que tienen mayores carencias.

Esto es demasiado serio como para soslayarlo. Por ello, pido a mis colegas que tengan la prudencia de considerarlo. No creo que esta modificación del Senado dé lugar a una reserva de constitucionalidad, porque no me parece que sea para tanto. Pero sí valdría la pena que se dé una buena explicación sobre su alcance. Si el Senado otorga a la Suseso facultades en materia de protección social, la verdad es que le estará entregando la fiscalización de todo el sistema de protección social de la Administración. Entiendo que esa no era, para nada, la idea original del proyecto. 

Por ello, por su intermedio, señor Presidente, le pregunto al ministro si es esa la idea del Senado al incorporar esta noción. ¿Significa que la Suseso tendrá que fiscalizar, por ejemplo, los subsidios de vivienda? ¿Significa que tendrá que fiscalizar los subsidios que emanen de la Ficha de Protección Social? ¿O se circunscribe solo a la seguridad social?

Me parece prudente que se aclare este punto, para que en la historia fidedigna del establecimiento de la ley quede precisado el sentido y alcance de esta norma.

Por último, felicito al ministro. La prudencia de sus palabras da cuenta de que tendrá muy buenos resultados. La imprudencia y las groserías no ayudan en ese propósito. Lo felicito por eso.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el ministro del Trabajo y Previsión Social.

El señor JOBET (ministro de Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, respecto de la consulta que realizó el diputado Andrade, quiero clarificar que el rol que introdujo el Senado en el texto hace referencia únicamente al actuar de la Superintendencia en los ámbitos que están dentro de su competencia. La principal motivación que tuvo el Senado para hacer esa modificación tenía que ver con el funcionamiento del subsidio único familiar que, junto con otros beneficios sociales, está dentro del ámbito de acción de esa Superintendencia.

Por lo tanto, el espíritu de esa incorporación es que en ese ámbito de acción, y solo dentro del ámbito de su competencia -no en todas las prestaciones sociales del Estado-, esa superintendencia podría tener un rol. De hecho, las modificaciones orgánicas crean la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, y la Intendencia de Beneficios Sociales precisamente para que la Superintendencia cumpla ese rol, pero únicamente dentro del ámbito de sus competencias.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.

El señor VILCHES.- Señor Presidente, sin duda, las intervenciones nos permiten aclarar este proyecto que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones. 

Coincido con el diputado Jaramillo en que este es un tema de alta complejidad. Por ello, la explicación entregada anteriormente permite avanzar en el entendimiento de esta iniciativa modificada por el Senado.

El objetivo del proyecto es precisamente modernizar la normativa vigente sobre la seguridad social de los trabajadores en sus ambientes de trabajo. La preocupación que se tiene es que los trabajadores se desenvuelvan en un buen ambiente laboral, en el que se resguarde su salud y su calidad de vida. A ello apuntan las modificaciones al sistema de seguridad social. Como fue citado en la iniciativa original, el accidente de la mina San José abrió los ojos a muchas autoridades, en el sentido de que era necesario modernizar la ley, porque había que echar mano a otras herramientas para solucionar el problema ocurrido en la mina señalada. Aparte de los deberes laborales que existían allí, la seguridad social también era importantísima; incluso, hubo hechos que constituyeron delitos y, por lo mismo, fue necesario recurrir a la justicia ordinaria para sancionar a los responsables de ellos.

Como este proyecto reviste la máxima importancia para los trabajadores y para la Superintendencia de Seguridad Social, vamos a votar favorablemente las modificaciones del Senado, porque el proyecto contiene normas que modernizan la legislación existente y crean una entidad que será especializada en materias relacionadas con la salud y el trabajo, recurriendo a la legislación vigente, como la ley de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, que es una de las mejores normativas laborales que existen en nuestro país, porque protege a todos los trabajadores que cotizan en caso de accidentes y cuando son afectados por enfermedades profesionales que, además, se deben ir actualizando, día a día, porque siempre están apareciendo otras. Toda esta legislación protege a nuestros trabajadores, que es nuestro norte.

Por eso, en esta oportunidad, coincido con el diputado Andrade, porque veo que también comparte la sensibilidad social que debe existir, y me sumo a su planteamiento, en cuanto a que las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto en discusión van por el camino correcto.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones.

Hago presente a la Sala que la totalidad de ellas recae en normas propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 75 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Despachado el proyecto.

CREACIÓN DE REGISTRO NACIONAL DE INSPECTORES TÉCNICOS DE OBRA
Y REGULACIÓN DE REGISTRO NACIONAL DE REVISORES DE
PROYECTOS DE CÁLCULO ESTRUCTURAL (Tercer trámite constitucional) [boletín N° 8139-14]

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las direcciones de obras municipales.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín N° 8139-14, sesión 60ª de la presente legislatura, en 14 de agosto de 2013. Documentos de la Cuenta N° 6.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Juan Carlos Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, solo quiero hacer un alcance respecto de las modificaciones del Senado a este proyecto que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de las construcciones y agilizar las solicitudes ante las direcciones de obras municipales.

Nosotros ya tuvimos oportunidad de analizar esta iniciativa en la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano y en la Sala. Respecto de las modificaciones de que fue objeto en su paso por el Senado, diría que ratifican nuestra opinión, en cuanto a que había que aprobarla con algunas modificaciones que, en general, son más bien de forma que de fondo.

En consecuencia, creyendo interpretar fielmente a la bancada de diputados de la Democracia Cristiana, estamos de acuerdo con las modificaciones del Senado, porque fortalecen los objetivos del proyecto para el futuro, que considero realmente relevantes.

Considero que la iniciativa que aprobamos en la Cámara y las modificaciones introducidas por el Senado fortalecen la idoneidad de los profesionales que requieren nuestras construcciones, en particular en lo que dice relación con la revisión de proyectos que deben incluir necesariamente cálculos estructurales. 

Finalmente, invito a los colegas a que aprueben las modificaciones del Senado.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las direcciones de Obras Municipales, con la salvedad de la recaída en el artículo 23 del artículo primero por tratar materias propias de ley orgánica constitucional.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 75 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En votación la modificación del Senado al artículo 23 del artículo primero cuya aprobación requiere el voto favorable de 69 señoras y señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 75 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Despachado el proyecto.

FACILITACIÓN DE ADMINISTRACIÓN DE COPROPIEDADES Y DE
PRESENTACIÓN DE PROYECTOS DE MEJORAMIENTO O AMPLIACIÓN DE CONDOMINIOS DE VIVIENDAS SOCIALES (Primer trámite constitucional) [boletín 8232-14]

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción, que modifica la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, para facilitar la administración de copropiedades y la presentación de proyectos de mejoramiento o ampliación de condominios de viviendas sociales.

Diputado informante de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano es el señor Iván Norambuena.

Antecedentes:

-Moción, boletín 8232-14, sesión 15ª de la legislatura 360ª, en 12 de abril de 2012. Documentos de la Cuenta N° 7.

-Informe de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, sesión 59ª de la presente legislatura, en 13 de agosto de 2013. Documentos de la Cuenta N° 5.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor NORAMBUENA (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, paso a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley, originado en moción, que modifica la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.

Durante la discusión del proyecto, la Comisión contó con la asistencia y participación del asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo señor José Ramón Ugarte. 

Cabe hacer presente que la idea matriz del proyecto es incorporar varias modificaciones en la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, que apuntan, por una parte, a facilitar la administración de los condominios, y por otra, a permitir que las viviendas sociales conformadas por blocks puedan postular a proyectos de mejoramiento o ampliación, o a otros programas financiados con recursos fiscales.

Según el artículo 118 de la Constitución Política, los artículos Primero, numerales 17) y 18); Segundo; Cuarto, letra b), y el Artículo Transitorio son normas de carácter orgánico constitucional. 

Por otra parte, el proyecto no requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda. 

La Comisión compartió los fundamentos del proyecto y aprobó la idea de legislar sobre esta materia por la unanimidad de los diputados presentes en la sesión respectiva: señores Browne, don Pedro; Gutiérrez, don Romilio; señora Nogueira, doña Claudia; señor Norambuena, don Iván; señora Pascal, doña Denise, y señor Velásquez, don Pedro.

El texto original del proyecto consta de un artículo único, dividido en ocho numerales que abordan, entre otras, las siguientes materias:

a) Se reduce de unanimidad a mayoría absoluta de los copropietarios el quórum necesario para la constitución y la adopción de acuerdos en las asambleas extraordinarias de condominios de viviendas sociales, cuando estas tienen por objeto aumentar la superficie de los bienes comunes.

b) Se establece que los poderes de representación de las personas naturales o jurídicas ejercidos ante las asambleas de copropietarios para adoptar acuerdos no podrán exceder del 20 por ciento del total de los derechos en el condominio. 

c) Se detallan las funciones y las atribuciones del comité de administración, precisando que las actuaciones del mismo deberán ser aprobadas por la asamblea ordinaria siguiente.

d) Se faculta a la asamblea ordinaria del condominio para que este pueda postular a programas de mejoramiento de bienes comunes o a otros recursos públicos, siempre que los copropietarios cuenten con reglamento de copropiedad y comité de administración. En el caso de que los vecinos no se encuentren organizados, bastará la firma de la mayoría absoluta de los copropietarios. 

e) Se faculta a las empresas que suministran servicios domiciliarios a condominios de viviendas sociales para suscribir convenios destinados al cobro de los gastos comunes generales de la copropiedad, fijándose la fórmula para determinar la contribución de cada unidad en tales gastos. 

Cabe destacar que durante la discusión particular, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto original, la cual, compartiendo la finalidad perseguida por los autores, y recogiendo algunas de las enmiendas propuestas en el texto de la moción, incorpora otras materias en su articulado, como las que pasan a reseñarse:

En primer término, se agrega una norma que, tal como ocurre en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, faculta al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para impartir instrucciones sobre la correcta aplicación de la Ley de Copropiedad y su reglamento.

Además, se propone una serie de perfeccionamientos de tipo técnico que tienden a facilitar la administración de cualquier tipo de condominio, sea de viviendas sociales o de otro tipo, y que se relacionan con la forma de adoptar acuerdos. 

En otro plano, se incorpora una norma que permite que en los predios que originalmente contaron con una vivienda social se establescan hasta dos viviendas sociales adicionales y constituir un condominio acogido a la ley N° 19.537, bajo la denominación de “condominio de densificación predial”. 

Cabe destacar también la disposición que establece que las municipalidades deberán llevar un registro especial de los condominios sociales existentes en la respectiva comuna, lo que contribuirá a la labor de apoyo que realizan dichas corporaciones, así como los gobiernos regionales y los servicios de vivienda y urbanización.

Asimismo, se incorpora una enmienda en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, sobre viviendas económicas, en el sentido de incluir una nueva categoría, la de “proyectos de viviendas integradas”, que apuntan al concepto de integración social urbana. En ese orden de ideas, se flexibilizan las limitaciones que impiden la conformación de proyectos mixtos, que podrían contar con viviendas económicas junto con viviendas de mayor valor. 

Cabe destacar que la Comisión aprobó por asentimiento unánime la referida indicación sustitutiva, sin perjuicio de acoger también una indicación parlamentaria, para complementar la presentada por el Ejecutivo al artículo 45 de la ley sobre Copropiedad, que establece que los cobros de gastos comunes que efectúen las empresas que proporcionen servicios domiciliarios a los condominios sociales, deberán efectuarse en documento separado del importe de los servicios. 

En virtud de lo expuesto, la Comisión recomienda a la Sala aprobar el proyecto de ley en informe. 

Es todo cuanto puedo informar. 

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para abrir el debate, tiene la palabra el diputado señor Juan Carlos Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, quiero complementar lo señalado por el diputado informante.

El proyecto de ley tiene su origen en una moción suscrita por los diputados señores Carlos Montes, Pedro Browne, Patricio Hales, la señora Claudia Nogueira, René Manuel García, Ernesto Silva, Osvaldo Andrade, Pedro Velásquez y Juan Carlos Latorre.

El Ejecutivo estuvo plenamente de acuerdo con la moción presentada. Luego del trabajo realizado en la Comisión, se acordó realizar una serie de mejoramientos y complementos, lo que significó la presentación de una indicación sustitutiva por parte del Ejecutivo, la cual fue aprobada por unanimidad en la Comisión.

Efectivamente, el proyecto de ley atiende situaciones que son realmente relevantes para muchos ciudadanos de nuestro país. Desde hace varias décadas existen problemas graves en numerosos condominios de viviendas sociales, compuestos por edificios o blocks de departamentos. En ellos, sus copropietarios no tienen los recursos necesarios para la mantención de los bienes comunes, sean estos accesos, iluminación, techumbres, escaleras, áreas verdes, etcétera.

En 1997, se dictó la actual Ley de Copropiedad Inmobiliaria, que incluyó un capítulo especial para los condominios de viviendas sociales, estableciendo herramientas para facilitar su administración por parte de los copropietarios. Desde entonces, ese capítulo ha tenido dos modificaciones legales, sin embargo, ambas han sido insuficientes para abordar el tema que acabo de señalar.

En consecuencia, en las modificaciones propuestas se logra adecuar las reglas aplicables a los condominios sociales a las reales posibilidades de los copropietarios de los blocks, permitiendo la toma de acuerdos con la sola aprobación del cincuenta por ciento de los copropietarios, ya sea en asamblea o mediante consulta escrita.

Se establece que las postulaciones a subsidios se pueden hacer por cada block y que no es necesario que todos los integrantes del block cumplan los requisitos de la ficha de protección social (FPS), liberando así a los condominios sociales de la obligación de constituir fondos de reserva. Se permite que dos o más condominios de una misma comuna tengan una misma administración y se faculta a las empresas proveedoras de servicios para realizarn el cobro de gastos comunes, previo acuerdo con el condominio.

Es bueno aclarar que las municipalidades pueden destinar fondos a la mantención de los bienes comunes de los condominios sociales, estableciendo un registro municipal de condominios sociales con apoyo de los Serviu. Además, se posibilita la existencia de viviendas sociales de densificación predial, esto es, que en el mismo predio de una vivienda social se construye una segunda vivienda, a veces, una tercera, con lo cual pueden conformar un condominio.

Quiero señalar que, en complemento, se modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, para facultar al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, para que, previo análisis con la municipalidad respectiva, fije sectores con beneficios especiales de normas urbanísticas, premios de altura y densidad para proyectos integrados, esto es, proyectos que incluyan viviendas con subsidios de acuerdo con los requisitos que se establezcan en cada caso. Dichos sectores estarán asociados a infraestructura vial y de transporte, cuyos bordes hoy presentan bajas densidades y tienen capacidad para recibir nuevas construcciones.

Se trata de un cambio relevante que permitirá localizar viviendas sociales en sectores con adecuada provisión de bienes públicos, y no solo en la periferia de las ciudades, como ha sido la regla general, lo que ha llevado a una tremenda desintegración en el desarrollo de nuestras ciudades.

Atendidas todas estas razones, y tal como lo señaló el diputado informante, solicito a la Sala la aprobación de este proyecto.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, para facilitar la administración de copropiedades y la presentación de proyectos de mejoramiento o ampliación de condominios de viviendas sociales, con la salvedad de los numerales 17) y 18) del Artículo Primero, del Artículo Segundo, del literal b) del artículo Cuarto y de su artículo transitorio por tratarse de normas de carácter orgánico constitucional.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 75 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar en general, los numerales 17) y 18) del Artículo Primero, el Artículo Segundo, el literal b) del Artículo Cuarto y el Artículo Transitorio, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 69 señoras y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 74 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Si le parece a la Sala, también se darán por aprobados en particular, dejándose constancia de haberse alcanzado el quorum constitucional requerido.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Despachado el proyecto.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 18.18 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio de S.E. el Presidente de la República. (boletín N° 8232-14)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8233-14
	Modifica el Código de Aguas, en lo relativo a derechos de aprovechamiento de aguas a comunidades campesinas para sistemas de agua potable rural.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
2. Oficio de S.E. el Presidente de la República. (boletín N° 7829-13)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	7829-13
	Crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República. (boletín N° 8270-08)

“Honorable Cámara de Diputados:


Mediante oficio Nº 10.870, de 14 de agosto de 2013, V.E. comunicó que el H. Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, correspondiente al boletín Nº8270-08.


Sobre el particular, vengo en informar a V.E. que, en uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular observaciones al proyecto del rubro.

I. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, tiene por objeto modificar el Decreto con Fuerza de Ley N° 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, específicamente en lo referente al procedimiento aplicable al otorgamiento de las concesiones que en dicho texto se regulan, para agilizar su tramitación.

En términos generales, su objetivo principal es adecuar y actualizar la Ley General de Servicios Eléctricos que data del año 1982 en consideración a que el actual procedimiento concesionario ha quedado obsoleto frente al nuevo escenario regulatorio, con las demandas de mayor seguridad de suministro y con la entrada de las Energías Renovables no Convencionales (ERNC) y los Pequeños Medios de Generación Distribuidos (PMGD) que el país y nuestro Gobierno quiere impulsar. Ello porque en los últimos años hemos podido apreciar un retraso significativo y cada vez más recurrente en la obtención de los permisos, autorizaciones o actuaciones administrativas requeridas para desarrollar cualquier infraestructura energética eléctrica, sea ésta una central de generación hidráulica o líneas para la transmisión o distribución de la energía generada. Paradójicamente, de entre estos permisos o autorizaciones, que son de la más diversa índole e involucran competencias de numerosos órganos de la Administración del Estado -ya sea centralizada o descentralizada-, es la propia concesión eléctrica uno de los instrumentos cuya operatoria ha reflejado problemas que requieren mayor urgencia en su solución. 

En síntesis, las deficiencias del actual procedimiento concesional han provocado mayor incertidumbre en inversionistas, mayores plazos y costos de desarrollo de cada uno de los proyectos, lo que finalmente deriva en un mayor costo de la energía y menor seguridad del servicio. 


Por ello las modificaciones que incluye el proyecto de ley apuntan principalmente a lo siguiente:

i. Simplificar el proceso de concesión provisional, de manera que sus requisitos sean más acordes con los fines y características de la misma, haciéndola así más atractiva para que los inversionistas desarrollen sus proyectos, de manera de subsanar su actual subutilización. Esto redundará en considerables eficiencias para el sistema en su conjunto, ya que, en el caso de licitaciones para construcción y operación de líneas del sistema troncal, es esperable que las propuestas se hagan con estudios previos, evitando el actual traspaso al usuario final de las incertidumbres asociadas en la forma de un sobrecosto adicionado al valor de inversión ofertado.

ii. Realiza una adecuación general de los plazos en el proceso concesional administrativo, que involucran a todas las partes concernidas, esto es, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (“Superintendencia”), el solicitante y los posibles afectados.

iii. Se mejora el proceso de notificaciones a los afectados de los planos que contienen las servidumbres eléctricas, reduciéndose los medios de notificación de cinco a dos: notificaciones notariales y judiciales, dado que en la práctica estos medios de notificación han evidenciado ser los más eficaces y expeditos. Asimismo, el proyecto contempla la posibilidad de notificar por avisos en caso que se acredite haber agotado las otras vías de notificación. 
iv. El proyecto de ley establece también procedimientos judiciales sumarios para todo tipo de reclamos no contemplados en la Ley General de Servicios Eléctricos, para así darle adecuada celeridad al proceso concesional.

v. Se introduce la posibilidad de dividir la solicitud de concesión sólo con el propósito de obtener el título de concesionario, para que proyectos de grandes longitudes, como aquellos que usualmente componen las licitaciones troncales, puedan dividirse sólo para efectos de la tramitación concesional, no operando tal división para efectos de la tramitación ambiental. 

vi. Se modifica, además, el procedimiento de tasación de los inmuebles, creándose una “Comisión Tasadora”, con requisitos más exigentes para poder conformarlas, la que, mediante cambios precisos, estará dotada de mejores herramientas para desarrollar su función en beneficio de todas las partes involucradas.

vii. Finalmente, se establece como mecanismo de solución de conflictos entre diferentes tipos de concesionarios, un procedimiento arbitral forzoso, con el fin de no entorpecer el desarrollo armónico y oportuno de nuestra matriz eléctrica.

II. EL PROYECTO DE LEY DESPACHADO POR EL H. CONGRESO NACIONAL

Durante la discusión parlamentaria del proyecto de ley, tanto en su primer y segundo trámite constitucional, se presentaron diversas indicaciones, las cuales generaron un amplio consenso en ambas Cámaras, salvo aquellas que intentaron abordar materias relativas a la consulta indígena contemplada en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y consagrar expresamente en la ley el cumplimiento a la normativa sobre áreas silvestres protegidas. 

Durante la tramitación, estas materias fueron objeto de un amplio debate y derivaron finalmente en la presentación de nuevas indicaciones que resultaron aprobadas por el Senado. Posteriormente, en el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó entre otras materias, las modificaciones introducidas por el Senado sobre la consulta indígena contemplada en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y el cumplimiento de la normativa sobre áreas silvestres protegidas. 

Por consiguiente, se constituyó al efecto una Comisión Mixta, en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República. 

En esta instancia, nuevamente el foco de las discrepancias estuvo centrado en las dos materias objeto de la presente observación, proponiéndose finalmente por seis votos a cuatro, mantener la redacción aprobada por el H. Senado. Cabe agregar que las restantes materias sometidas a conocimiento de la Comisión Mixta, contaron con un alto grado de consenso. 

Sometido el informe de la Comisión Mixta a la ratificación en la Sala de la Cámara de Diputados en sesión celebrada el 13 de agosto de 2013, se advirtió que las materias relativas a la consulta indígena contemplada en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y el cumplimiento a la normativa sobre áreas silvestres protegidas, nuevamente no generaban amplios niveles de consenso dificultando la aprobación del resto de las materias objeto del informe. En atención a lo anterior y a la necesidad imperiosa de que nuestro país cuente con una política energética que asegure un desarrollo seguro y sustentable en el tiempo, se suscribió un acuerdo político entre el Ejecutivo representado por los Ministros de Energía y Secretaría General de la Presidencia, con los Jefes de Bancada del Partido Radical, Partido por la Democracia, Partido Demócrata Cristiano, Partido Renovación Nacional y Partido Unión Demócrata Independiente, en el que se estableció que los parlamentarios comprometían votar favorablemente la propuesta efectuada por la Comisión Mixta, y por su parte, el Ejecutivo se comprometía a presentar un veto supresivo sobre las materias referidas anteriormente. Luego de la suscripción del acuerdo antedicho, la Cámara ratificó por amplia mayoría el informe de la Comisión Mixta.

Finalmente, el H. Senado, en sesión celebrada el mismo día 13 de agosto de 2013, aprobó también el señalado informe.

Por tanto, y en uso de la facultad que me confiere el inciso primero, del artículo 73, de la Constitución Política de la República, y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, por este acto vengo a formular la siguiente observación al proyecto del rubro:

AL ARTÍCULO ÚNICO


-Para suprimir el segundo y catorceavo numeral.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; JORGE BUNSTER BETTELEY, Ministro de Energía; PATRICIA PÉREZ GOLDBERG, Ministra de Justicia”.

4. Oficio del Senado. (boletín N° 9037-05)


“Valparaíso, 14 de agosto de 2013.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver la dificultad suscitada con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, correspondiente al Boletín N° 9.037-05.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 10.871, de 14 de agosto de 2013.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): JORGE PIZARRO SOTO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.

5. Oficio del Senado. (boletín N° 8289-15)


“Valparaíso, 14 de agosto de 2013.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR), correspondiente al Boletín Nº 8.289-15, con las siguientes enmiendas:

Artículo único


Ha pasado a ser artículo 1°, con las siguientes enmiendas:

Número 2)

Letra a)

Ha modificado el literal b) que propone, de la siguiente manera:


-Ha eliminado la frase “y también en las zonas que cuenten con servicios de taxis colectivos”. 


-Ha reemplazado las palabras “prestadores de servicios”, por “responsables del servicio”. 

Número 3)

Letra a)

Ha modificado el inciso primero del artículo 4° que contiene, en los siguientes términos:


-En su encabezamiento, ha suprimido las palabras “y respecto de”, y ha sustituido la frase “la transferencia de éste se realizará de acuerdo a las normas que se expresan a continuación”, por la siguiente: “lo percibirán de acuerdo a las normas que se expresan en el presente artículo”. 


-En su numeral iii), ha sustituido la frase inicial “Igualmente tendrán derecho al subsidio las”, por el vocablo “Las”. 

Número 4)


-Ha intercalado, en el inciso primero del artículo 5° que propone, a continuación de la expresión “subsidio al transporte escolar;”, la siguiente frase: “un subsidio orientado a la promoción y fortalecimiento del transporte público en las zonas rurales del país;”. 

-o-

-Ha incorporado el siguiente inciso final, nuevo:


“En el Programa de Apoyo al Transporte Regional quedan excluidas todas las actividades de publicidad o difusión por medios de comunicación masivos, en los términos previstos en el artículo 3° de la ley N° 19.896.”. 

-o-

Ha contemplado, como números 5) y 6), nuevos, los siguientes:


“5) En el artículo 6°:


a) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de los términos “contratos señalados,”, la siguiente frase: “capacidad de oferta, mediciones de demanda, tiempos promedio de espera y de viaje, multas y descuentos ejecutados, accidentes, interrupciones relevantes de servicio,”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero:


“Los Ministerios de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones deberán realizar anualmente evaluaciones selectivas especializadas de algunos de los distintos programas e iniciativas relacionadas con Subsidios al Transporte Público. Toda evaluación, ya sea mediante encuestas, aplicación de indicadores o estudios especializados, tendrá carácter público.”. 


6) Agrégase, en el artículo 7º, el siguiente inciso segundo:


“Del mismo modo, cualquier convenio o contrato suscrito al amparo de esta ley, cuya validez o duración sea superior a tres años, contados desde su suscripción, deberá contar con la visación previa del Ministro de Hacienda.”.”.

-o-
Número 5)


Ha pasado a ser número 7), sin enmiendas.

Número 6)


Ha pasado a ser número 8), modificándose su letra a) como sigue:


-Ha antepuesto una coma (,) a la frase “de forma de no incrementar la diferencia entre costos e ingresos del sistema.”. 

Número 7)


Ha pasado a ser número 9), sin enmiendas.

Número 8)


Ha pasado a ser número 10), modificándose el artículo 20 que propone, del modo que sigue:

Inciso primero


-En su primera oración, ha intercalado, a continuación de la expresión “Vivienda y Urbanismo,”, la conjunción “y”.


-En su segunda oración, ha sustituido el vocablo inicial “Este” por “Cada”. 


-En su tercera oración, ha reemplazado la palabra “plan”, por lo siguiente: “Plan y el organismo responsable de su mantención o conservación”. 

Inciso segundo


-Ha intercalado, a continuación de “paraderos,” la expresión “terminales,”. 

Inciso tercero


-Ha sustituido la locución “del referido”, por “de cada”. 

Número 9)


Ha pasado a ser número 11), reemplazándose la oración final del artículo 21 que contiene, por la siguiente: “La conservación de estas obras corresponderá a los organismos competentes, de conformidad con las reglas generales.”. 

-o-

Ha intercalado un número 12), nuevo, del tenor que sigue:


“12) Incorpórase el siguiente artículo 21 bis:


“Artículo 21 bis.- Respecto de las obras relacionadas con transporte público que se realicen total o parcialmente en predios municipales o privados, se exigirá la constitución de una prohibición de enajenar, gravar y ejecutar actos y celebrar contratos sobre el inmueble en que tales obras se ejecuten. La prohibición deberá inscribirse en el Conservador de Bienes Raíces por un plazo de diez años. En casos calificados y mediante resolución fundada, el Ministerio ejecutor de la obra podrá autorizar el alzamiento de la prohibición de que trata este artículo, siempre que se mantenga la utilización del inmueble para fines de transporte público por el tiempo señalado. Igualmente, el Ministerio podrá exigir que se restablezca la prohibición por el tiempo que corresponda. 


Con todo, la prohibición podrá alzarse si se reintegran los recursos aportados, expresados en unidades tributarias mensuales, más un interés del 1% mensual. Esta tasa de interés se calculará sobre los valores percibidos y hasta el momento de su reintegro. Al valor a reintegrar se le deducirá la parte correspondiente a la proporción de tiempo que el predio estuvo destinado efectivamente a los fines de transporte público, a razón de un décimo por año, contados desde la fecha de funcionamiento efectivo de la obra.”.”.

-o-
Número 11)


Ha pasado a ser número 14), modificándose el artículo tercero transitorio que propone, del modo que sigue:


-Ha suprimido, en el inciso segundo, la frase “, una vez publicada en el Diario Oficial”. 


-Ha intercalado, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “respectivo año”, la frase final “, y tendrá carácter público”. 

Número 12)


Ha pasado a ser número 15), con las siguientes enmiendas al artículo cuarto transitorio que contiene:

Inciso segundo


Ha intercalado, en su segunda oración, a continuación de “sectoriales y”, las palabras “las de”, y después de “regionales;”, la conjunción “y”. 

Inciso tercero

Numeral 1

Letra a)

-Ha intercalado, en su segunda oración, a continuación de la palabra “usados”, una coma (,).


-Ha sustituido, en su cuarta oración, la frase “el procedimiento, los buses, taxibuses, minibuses y trolebuses que quedarán incluidos en el programa, y los requisitos que deben cumplir;”, por la siguiente: “el procedimiento y los requisitos que deberán cumplir los buses, taxibuses, minibuses y trolebuses que quedarán incluidos en el programa;”.


-Ha incorporado las siguientes oraciones finales: “Los vehículos beneficiados con los programas a que se refiere este literal deberán prestar servicios de transporte público de pasajeros por, al menos, 48 meses contados desde el otorgamiento del beneficio. El incumplimiento de esta exigencia, salvo en los supuestos de fuerza mayor o caso fortuito, obligará al beneficiario a restituir la suma percibida, reajustada de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o la entidad que lo reemplace, entre el mes anterior a aquél en que se percibió y el que antecede a su restitución. La devolución deberá materializarse dentro de un plazo de 60 días hábiles contado desde que haya quedado establecido el precitado incumplimiento por la Subsecretaría de Transportes.”.

Letra c)


Ha eliminado la palabra “gran”.

Inciso final


Ha contemplado con mayúscula inicial la palabra “fondo”, y ha sustituido la frase “los recursos que formen parte se traspasarán al”, por “serán traspasados a la Partida”. 

Número 13)


Ha pasado a ser número 16), sin enmiendas.

-o-

-Ha incorporado los siguientes artículos 2° y 3°, nuevos:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.696, que modifica el artículo 6° de la ley N° 18.502, que autoriza la importación de vehículos que señala y establece normas sobre transporte de pasajeros:


a) Modifícase el artículo 3º del modo que sigue:


i) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 113 del decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, del año 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de tránsito, podrá, en los casos de congestión de las vías, de deterioro del medio ambiente o de las condiciones de seguridad de las personas o vehículos producto de la circulación vehicular, disponer el uso de las vías para determinados tipos de vehículos o servicios, mediante procedimientos de licitación pública, para el funcionamiento del sistema de transporte de pasajeros. Asimismo, en caso de requerir un ordenamiento y,o mejora en la calidad de los servicios de transporte público de pasajeros, o bien incorporar el efecto de subsidios u otros beneficios en las tarifas, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer, en determinadas zonas urbanas y,o rurales donde no se encuentre vigente una concesión de uso de vías, el establecimiento de un perímetro de exclusión, que consiste en la determinación de un área geográfica en la que se exige, a todos los servicios de transporte público que operen en la respectiva área y por un plazo determinado, el cumplimiento de ciertas condiciones de operación y de utilización de vías, y otras exigencias, restricciones, diferenciaciones o regulaciones específicas, tales como tarifas, estructuras tarifarias, programación vial, regularidad, frecuencia, antigüedad, requerimientos tecnológicos o administrativos, entre otras. Los perímetros de exclusión serán dispuestos por resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, previo informe técnico del Secretario Regional Ministerial respectivo. Los servicios de transporte que operen en un perímetro de exclusión se sujetarán a las disposiciones de la resolución que disponga su establecimiento y la verificación de su cumplimiento quedará sujeta a lo que se señale en las respectivas resoluciones y a la demás normativa aplicable. La correcta, efectiva y adecuada prestación de los servicios por parte de los prestadores, para estos efectos, será constatada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que, en caso de incumplimiento, aplicará las sanciones de amonestación por escrito, multa, suspensión o cancelación de la inscripción en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros del servicio o del vehículo respectivo, según lo previsto en la correspondiente resolución o normativa aplicable, sin perjuicio de las demás acciones y sanciones judiciales o administrativas que establezca la ley. El establecimiento de este mecanismo regulatorio no implicará exclusividad en el uso de las vías, sin perjuicio de lo cual el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para restringir fundadamente el número de servicios y prestadores que operen dentro del respectivo perímetro de exclusión, estableciendo criterios generales y objetivos de prioridad o selección en la correspondiente convocatoria a concurso. Todos los procedimientos, plazos, sanciones, multas y reclamaciones relacionadas con el establecimiento y operación de un perímetro de exclusión se sujetarán, en lo no previsto en este artículo, a las normas de la ley N° 19.880, que establece base de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”. 


ii) Reemplázanse los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


“Sin perjuicio de los informes a que se refiere el inciso precedente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, antes de disponer del uso de vías mediante licitación, deberá requerir uno o más estudios elaborados por algún organismo o entidad técnica, pública o privada, reconocidamente especializada en el ámbito de la planificación vial.


El o los estudios deberán pronunciarse, entre otros aspectos, sobre la eficiencia económica y el impacto social esperado en caso de establecerse la licitación de vías respectivas.”. 


iii) Incorpórase, en el inciso vigésimo quinto, la siguiente oración final: “El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá determinar los estándares técnicos, de operación y de acreditación de los sistemas tecnológicos y de administración financiera que complementen la operación bajo cualquier modalidad de los servicios de locomoción colectiva de pasajeros, como asimismo la obligatoriedad de su uso o de la entrega de datos e información contenida o proveniente de dichos sistemas al referido Ministerio.”. 


b) Agréganse, en el inciso segundo del artículo 3° quáter, los siguientes numerales v) y vi): 


“v) Experiencia previa y la evaluación e indicadores de desempeño obtenidos en la operación previa o actual de servicios de transporte público. 


vi) Ventajas tecnológicas, ambientales o de eficiencia de la flota o de los sistemas de apoyo a la gestión de flota.”. 


Artículo 3°.- Modifícase el artículo 1° de la ley N° 19.254, en los siguientes términos:


a) Reemplázase, en el N° Cargos correspondiente al grado 2, “Jefes de División”, de la “PLANTA DE DIRECTIVOS”, el guarismo “3” por “7”.


b) Sustitúyese, en el N° Cargos correspondiente a la expresión “TOTAL”, la segunda vez que aparece, el número “37” por “41”.


c) Reemplázase, en el N° Cargos correspondiente a “TOTAL GENERAL”, el número “156” por “160”.”. 

-o-
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Ha reemplazado la frase “, con excepción del programa establecido en la letra a) del artículo 4° de la ley N° 20.378, modificado por la presente ley, el que podrá ser prorrogado hasta por tres años, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley”, por la siguiente oración final: “Con todo, tratándose de los programas aprobados con arreglo a lo establecido en la letra a) del artículo 4° de la ley N° 20.378, derogada por la presente ley, podrán ser prorrogados anualmente hasta el año 2022, de acuerdo con lo dispuesto en la correspondiente Ley de Presupuestos del Sector Público.”. 

Artículos cuarto y quinto


Los ha sustituido por los siguientes:


“Artículo cuarto.- Durante los tres primeros años de vigencia de la presente ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para el caso de los perímetros de exclusión que implemente en zonas geográficas distintas a la Provincia de Santiago y las comunas de Puente Alto y San Bernardo, estará facultado para convocar a los responsables de servicios de transporte público remunerado de pasajeros de la respectiva zona, a procesos previos de negociación destinados a modificar las tarifas y,o estándares de servicio, con el objeto de poder incorporar los efectos de los recursos resultantes de aplicar el mecanismo de subsidio en el correspondiente perímetro de exclusión.


Los perímetros de exclusión que se determinen en función del presente artículo tendrán una duración máxima de cinco años, contados desde la fecha en que se encuentre totalmente tramitado el acto administrativo que lo apruebe, con posibilidad de prórroga hasta por un máximo de dos años, previo pronunciamiento favorable del Panel de Expertos establecido en el artículo 14 de la ley N° 20.378.


Artículo quinto.- Hasta el año 2022, con cargo a los recursos correspondientes al numeral ii) del artículo 2º de la ley N° 20.378, en los decretos respectivos se podrán incluir recursos para solventar gastos de operación que permitan la contratación, funcionamiento e implementación de equipos técnicos y profesionales en las Secretarías Regionales Ministeriales, para la ejecución de estudios, planificación, y elaboración de otros instrumentos, que permitan un uso eficiente de los subsidios establecidos en la ley.


Los equipos profesionales que de conformidad al inciso anterior se constituyan en las Secretarías Regionales Ministeriales deberán estar operativos en el plazo de tres meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley y tendrán, dentro de sus funciones, la obligación prioritaria de tener disponible para cada una de las regiones del país un plan maestro del transporte público. Dichos planes tendrán que elaborarse a más tardar dentro del plazo de un año contado desde la constitución de los equipos respectivos. Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de las regiones de Antofagasta, Coquimbo, Valparaíso, Biobío y Los Lagos, dichos planes deberán estar elaborados antes de ocho meses contados desde la misma fecha referida precedentemente.”. 

-o-

Ha incorporado el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo: 


“Artículo sexto.- Otórgase hasta el año 2022, con cargo a los recursos establecidos en el artículo cuarto transitorio de la ley Nº 20.378, un bono “Tarjeta Nacional del Estudiante (TNE)”, de carácter anual, de hasta tres unidades tributarias mensuales por cada bus, minibus, trolebus y taxibus que preste servicios urbanos o rurales, con inscripción vigente al 1° de marzo de cada año en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Público de Pasajeros, con excepción de los buses que presten servicios urbanos en la Provincia de Santiago y en las comunas de San Bernardo y Puente Alto. Para efectos de su concesión y otorgamiento, el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictarán un reglamento en el que se establecerá el procedimiento y las condiciones para su pago por parte del Servicio de Tesorerías.”.

-o-

Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 10.310, de 7 de agosto de 2012.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): JORGE PIZARRO SOTO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.

6. Oficio del Senado. (boletín N° 8576-11)


“Valparaíso, 14 de agosto de 2013.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo de la Moción, informes y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín N° 8576-11:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- El que use o facilite la utilización de hilo curado será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales.


El que produzca, acopie o comercialice hilo curado será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.


Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por hilo curado cualquier hilo, ya sea de algodón, plástico, fibra sintética, lino o metal, recubierto por un pegamento unido a un abrasivo, como cristal, vidrio, elemento mineral o polvo metálico de cualquier naturaleza.


Se entenderá por hilo de competencia aquel hilo de algodón de grosor número 24, recubierto por una mezcla de gelatina industrial de origen animal y cuarzo microgranulado entre 0,042 y 0,053 micras.


No estarán afectas a las sanciones del artículo 1° la producción, acopio, comercialización, facilitación y uso de hilo de competencia por personas afiliadas a organizaciones o asociaciones deportivas de volantinismo reconocidas oficialmente, destinado a su empleo en competencias de dicha disciplina deportiva.


Artículo 3°.- La actividad de volantinismo con hilo de competencia sólo podrá ser desarrollada por mayores de edad con inscripción al día en los clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley N° 19.712.


Dicha actividad se deberá ejercer en los lugares que determine la autoridad competente, los que deberán tener el equipamiento de primeros auxilios respectivo y estar, a lo menos, a quinientos metros de distancia de cualquier sitio en que la integridad física de las personas pueda resultar expuesta en cualquier forma.


Artículo 4°.- La elaboración del hilo de competencia deberá realizarse por fabricantes registrados, autorizados y sometidos a fiscalización por la autoridad competente.


No se comprenderá en la definición del artículo 2° el hilo de competencia que se utilice por los volantinistas con inscripción al día en los clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley N° 19.712.”.

-o-

Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): JORGE PIZARRO SOTO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.

7. Segundo Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recaído en el proyecto de ley que establece día de la adopción y del que está por nacer. (boletín Nº 7254-07) (S)-2

“Honorable Cámara:


La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía viene en informar, en segundo trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de ley, iniciado en moción del H. Senador Orpis, don Jaime, que declara el 25 de marzo de cada año, como el “Día del que está por nacer y de la adopción”.


Para el despacho de esta iniciativa, S.E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia la que ha calificado de “simple” para todos sus trámites constitucionales, motivo por el cual esta Cámara cuenta con un plazo de treinta días para afinar su tramitación, término que vence el día 6 de septiembre próximo por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala el día 6 de agosto, recién pasado.

-o-

La Cámara de Diputados, en su sesión 26ª ordinaria, celebrada el día 14 de mayo de 2013, aprobó en general el proyecto de ley de la referencia.


De acuerdo a lo preceptuado en el artículo 130 del Reglamento, el proyecto de ley con todas las indicaciones cursadas durante su tramitación, fue remitido a esta Comisión para segundo informe reglamentario, el que fue discutido durante su sesión celebrada el día 7 de agosto del presente año.

-o-

En conformidad con lo dispuesto en el artículo 290 del Reglamento de la Corporación, en este informe se debe dejar constancia de lo siguiente:

I. ARTÍCULOS QUE NO HAN SIDO OBJETO DE MODIFICACIONES.


No existen artículos en tal sentido, atendido a que la Comisión aprobó una indicación sustitutiva del artículo único del proyecto.

II. DE LOS ARTÍCULOS QUE DEBEN DARSE POR APROBADOS REGLAMENTARIAMENTE, CON INDICACIÓN DE AQUELLOS QUE CONTIENEN NORMAS DE QUORUM ESPECIAL.


No existen artículos en tal sentido.

III. DE LOS ARTÍCULOS QUE EL SENADO O LA COMISIÓN HAYA CALIFICADO COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUORUM CALIFICADO.


No existen normas que revistan el carácter de orgánica constitucional o de quórum calificado.

IV. ARTÍCULOS SUPRIMIDOS E INDICACIONES RECHAZADAS.


No existen artículos ni indicaciones en tal sentido.

V. ARTÍCULOS MODIFICADOS.

Discusión Particular


Las diputadas señoras Muñoz, doña Adriana y Saa, doña María Antonieta y los diputados señores Ceroni, don Guillermo; Espinoza, don Fidel y Schilling, don Marcelo, formularon indicación para sustituir el artículo único del proyecto por el siguiente:


“Artículo único:- Declárase el 25 de marzo de cada año como el día de la Mujer embarazada y la adopción.”.


El diputado señor Aguiló señaló que tanto mediante el proyecto original, como por la indicación sobre la cual debe recaer pronunciamiento de esta Comisión, se quiere escamotear el tema de fondo, cual es el discutir sobre el aborto.


Asimismo, agrega, después de lo ocurrido en la coalición oficialista, donde la actual candidata propuso un proyecto de ley en virtud del cual, bajo ciertos supuestos, el aborto se justifica, se podría hoy sostener una discusión franca en la materia.


En esa discusión podría haber posiciones discrepantes, pero el debate es necesario y debe ser franco. Así, se evitan eufemismos y caminos elípticos en la verdadera discusión.


Sometida a votación la indicación se aprobó por 6 votos a favor y uno en contra.


Votaron por la afirmativa la señora Vidal, doña Ximena y los señores Baltolú, don Nino; Espinoza, don Fidel; Estay, don Enrique; Gutiérrez, don Hugo y Jiménez, don Tucapel.


Votó por la negativa el señor Aguiló, don Sergio.

VI. ARTÍCULOS NUEVOS INTRODUCIDOS.


No existen normas en tal sentido.

VII. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


No existen normas en tal sentido.

VIII. DE LAS MODIFICACIONES INTRODUCIDAS AL TEXTO APROBADO POR EL SENADO.


El texto aprobado por el H. Senado fue reemplazado, en su integridad, como consecuencia de la aprobación de la indicación sustitutiva señalada en la mención V de este informe.

IX. TEXTO ÍNTEGRO DEL PROYECTO TAL COMO QUEDARÍA EN VIRTUD DE LOS ACUERDOS ADOPTADOS POR LA COMISIÓN.


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único:- Declárase el 25 de marzo de cada año como el día de la Mujer embarazada y la adopción.”.

-o-

Se designó como diputado informante al señor Baltolú, don Nino


Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2013.


Tratado y acordado según consta en el acta correspondiente a la sesión de 7 de agosto de 2013, con la asistencia de la Diputada señora Vidal, doña Ximena (Presidenta) y los Diputados señores Aguiló, don Sergio; Ascencio, don Gabriel; Baltolú, don Nino; Espinoza, don Fidel; Estay, don Enrique; Gutiérrez, don Hugo; Jiménez, don Tucapel; Monckeberg, don Nicolás y Ojeda, don Sergio.

(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión”.

8. Informe de la Comisión “Investigadora sobre el Plan Frontera Norte”.
En Tabla.

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión Especial Investigadora acerca de la implementación del denominado “Plan Frontera Norte”, pasa a informaros sobre la materia objeto de su competencia.
I. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN, AL TENOR DEL ACUERDO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ORDENÓ SU CREACIÓN.

La Cámara de Diputados, en su sesión 100ª, celebrada el 20 de noviembre de 2012, ante la petición formulada por cuarenta y nueve señores diputados y señoras diputadas, de conformidad con lo preceptuado en la letra c) del número 1 del artículo 52 de la Constitución Política de la República, acordó, por mayoría, “crear una Comisión Especial Investigadora acerca de la implementación del denominado “Plan Frontera Norte”.

En el ejercicio de su cometido, la Comisión deberá analizar las actuaciones y responsabilidades políticas y administrativas de los organismos del gobierno sobre la materia; los objetivos tenidos en cuenta para crear dicho Plan; los programas de compras, incluyendo sus itinerarios y las licitaciones; los montos presupuestarios comprometidos en tales operaciones, tanto los programados como los ejecutados, con los responsables en cada una de las etapas; los estados de avance y las metas cumplidas; las eventuales irregularidades cometidas en el proceso de adquisición de materiales; los motivos de la renuncia de algunas autoridades del Ministerio del Interior vinculadas a la aplicación del referido Plan; los pagos de sobreprecio que, eventualmente, se hubieren efectuado en la compra de material para el control del narcotráfico; el posible cohecho a funcionarios del aludido ministerio; la pérdida de droga en el marco de decomisos policiales o judiciales, y la responsabilidad política y administrativa que podría caberle al Ministerio del Interior en el uso de la fuerza pública para controlar el movimiento social e indígena desde el año 2010.

La Comisión Investigadora deberá rendir su informe en un plazo no superior a los ciento veinte días, y para el desempeño de su mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.”.
-o-

II. ANTECEDENTES GENERALES.


1. Ideas preliminares.

En octubre de 2012, el Gobierno lanzó el Plan Frontera Norte cuyo objetivo es combatir el crimen organizado en el extremo norte del país . Mediante el plan, se busca la coordinación multisectorial para el fortalecimiento de la frontera marítima y terrestre de la XV, I y II Región.

Como señaló el Ministro del Interior, Rodrigo Hinzpeter, “el objetivo principal es evitar el ingreso y salida de droga y contrabando del país a través de puertos, sectores costeros no habilitados, complejos fronterizos y pasos no habilitados” . En este sentido agregó que durante este año han sido encontradas más de 7 toneladas de cocaína en barcos provenientes desde Chile en puertos europeos, lo que evidencia que el país se habría convertido “en un nexo entre productores de droga y el destino final”. 

El control de la frontera tripartita terrestre en el Norte, cuya extensión asciende a 1.335 kilómetros, y la vigilancia de los espacios marítimos y aéreos, implicará -de acuerdo a la Ley de Presupuesto 2012- una inversión de $ 33.030.022 millones , que serán materializados entre 2012 y 2014, para lo cual se contemplan tres líneas de acción :

a) Primera línea de acción: Se invertirá en tecnología necesaria para mejorar las capacidades de control, observación y reacción preventiva para un área que abarca desde el límite internacional hasta 10 kilómetros al interior del territorio.

b) Segunda línea de acción: Se proveerá de capacidades que mejoren la movilidad y la reacción para ser utilizadas entre el punto antes identificado y el eje de la Ruta 5 Norte.

c) Tercera línea de acción: Se dotará de elementos técnicos y la capacitación para elevar los niveles de inteligencia, para otorgar información relevante a los equipos operativos.

Con respecto al área marítima, se precisó que entre 2011 y 2013 se priorizará en la compra de radares fijos de tierra capaces de detectar embarcaciones sospechosas, tanto en el Mar Territorial, como en la Zona Económica Exclusiva; sistemas de Unidad Vigía Costera; sistemas de detección termográficos y sistemas de interdicción marítima para lo que se invertirán cerca de $ 5.000 millones.

2. Experiencia comparada.

Durante el lanzamiento del Plan Frontera Norte se hizo alusión a las experiencias en otros países de la región que se tuvieron en cuenta para la elaboración de esta estrategia, vale decir, la implementación del “Plan Frontera Segura” en Brasil, y el “Plan Escudo Norte” en Argentina. 


Por ello se consideró atingente revisar estos casos, a los que se suma la experiencia mexicana, cuyas Fuerzas Armadas se encuentran desplegadas al interior del país en labores de combate al narcotráfico.

A.- Brasil: Plan Frontera Segura.

De acuerdo a la mandataria de Brasil, Dilma Rousseff, el tamaño del país -que se traduce en aproximadamente 17.000 kilómetros de fronteras- sumado a su diversidad geográfica -para cada región se necesitan estrategias diferentes- suponen los principales desafíos a la seguridad fronteriza. Frente a ello se elaboró un Plan Estratégico de Fronteras, coordinado por los Ministerios de Justicia y de Defensa, y que involucra acciones de la Policía Federal, la Policía Rodoviaria Federal, la Fuerza de Seguridad Nacional y las Fuerzas Armadas.

Al cumplirse el primer mes desde su puesta en marcha, las autoridades brasileñas realizaron el primer balance del Plan. En 30 días, policías y agentes de seguridad decomisaron 10,5 toneladas de marihuana y 500 kilos de cocaína. De igual forma, 550 personas fueron detenidas por estar relacionadas con delitos de tráfico de armas o drogas en la zona fronteriza . Ello representa un aumento sustantivo en comparación con los decomisos anteriores. De acuerdo al Ministerio de Justicia, en los cinco meses anteriores (entre enero y mayo) a la puesta en ejecución del Plan, las autoridades brasileñas habrían incautado cerca de 7 toneladas de marihuana.

El plan, además de las acciones policiales, prevé inversiones en tecnología e inteligencia. Actualmente se estaría desarrollando un sistema de seguimiento por satélite. Asimismo, como precisó Rousseff, el envío de cerca de 7.000 soldados a la frontera sur y alrededor de 30 aviones de guerra, habría sido coordinada con los Gobiernos de sus tres vecinos del Mercosur, Argentina, Paraguay y Uruguay.

B.- Argentina: Operativo Escudo Norte.

Actualmente en Argentina, en el marco de las directivas impartidas por el Ministerio de Seguridad de la Nación para la prevención del delito, está en marcha el Operativo Escudo Norte, un plan para combatir el narcotráfico, la trata de personas y el contrabando en el norte del país, cuya estrategia consiste en la utilización de todos los recursos del Estado: “desde agentes suplementarios de Gendarmería y Prefectura hasta modernos radares militares, helicópteros, aviones y embarcaciones de los sistemas de Seguridad y Defensa que serán puestos al servicio de la lucha contra el crimen organizado” . 

Para detectar a los narcotraficantes (y a cualquier otro avión que ingrese al país sin informar a las autoridades), se utilizarán radares militares, cuya información será transmitida a un centro de control único, ubicado en la provincia de Buenos Aires. La información de la ubicación de vuelos irregulares es automáticamente compartida por las Fuerzas Armadas (Ejército, Armada y Fuerza Aérea) y Fuerzas de Seguridad (Policía Federal, Gendarmería Nacional, Prefectura Naval y Policía de Seguridad Aeroportuaria).


3.- Recortes de prensa del denominado “Caso sobreprecios”.


A partir de la revisión de prensa del llamado “caso sobreprecios”, se informa de las principales denuncias y actores del caso aparecidos en la prensa nacional desde que este tema empezó a tener mayor connotación mediática, es decir en octubre de este año. Así, se releva que para el Plan Frontera Norte, el Ministerio del Interior habría gastado más $ 4 mil millones entre aparatos con sobreprecios (densímetros y fibroscopios) y otros que no se podrían utilizar (hornos incineradores de droga y furgones escáner).

De acuerdo a los medios, los principales responsables de estos hechos serían el jefe de la División de Estudios de la Subsecretaría del Interior, Alejandro Peña, y el coordinador de las compras del mismo departamento, Felipe Baeza.

Respecto a los cuestionamientos a los controles, el Subsecretario del Interior, Rodrigo Ubilla, mencionó que pudo haber violación de secreto, ya que habría salido información sobre las licitaciones desde su cartera hacia la empresa Tecnodata y fraude al fisco. Además se cuestiona la posibilidad de una colusión entre las empresas Tecnodata y Santa Victoria para subir los precios, así como también el pago de comisiones extras para los gerentes de ambas industrias, Alfredo Giacoman y los hermanos Weinberger respectivamente.

Por su parte, el Comité Penal del Consejo de Defensa del Estado se querelló en contra de Alfredo Giacoman, ex funcionarios de gobierno, el empresario Daniel Weinberger, entre otros, por los delitos de fraude al fisco, cohecho, soborno y violación de secreto.

Entre los últimos antecedentes entregados a la Fiscalía Centro Norte, se mencionó una irregularidad en el acta de Tecnodata, mientras se realizaba el testeo -en junio pasado- de equipos en el hito Cajón. La misiva señaló que “no hubo inconvenientes, sin embargo los densímetros no fueron probados con su pértiga”.

A. Primeras adquisiciones irregulares.

Un reportaje de Ciper señaló que para el Plan Frontera Norte, programa destinado a combatir el narcotráfico, “el Ministerio del Interior canceló (la obtención de instrumentos para detección de drogas) un sobreprecio de 400% para adquirir 52 densímetros”. Es decir, en vez de pagar cerca de $ 224 millones a su fabricante en Estados Unidos, la empresa SAS R&D Services Inc, habría traspasado más de $ 1.218 millones a Tecnodata (Ciper, 02.10.12).

También develó que se adquirieron 52 fibroscopios con un costo total de alrededor de 
$ 615 millones, “en circunstancias que la empresa chilena SID Solution vende equipos similares un 30% más baratos” (Ciper, 02.10.12). El hecho fue corroborado por la ejecutiva de la firma, Rocío Martínez, en su declaración en la fiscalía el pasado 18 de octubre. “Los equipos para la prueba técnica en la salida de Canadá quedaron retenidos en la aduana, lo que demoró un día su llegada a Chile. El 11 de junio, cuando sé que no van a llegar a tiempo, le envié un correo a Felipe Baeza -ex funcionario de Interior a cargo del proceso-. A las 19:01, le pongo el número de la ID -identificador de la licitación en el sistema de ChileCompra- y solicité un nuevo plazo de demostración (...) Respecto a este correo, nunca recibí respuesta porque el correo de Baeza estaba mal ingresado en el portal en las bases de licitación” (El Mercurio, 30.11.12).

Se menciona que el punto que podría unir la licitación de densímetros y fibroscopios sería que en ambos casos el proveedor beneficiado fue Alfredo Giacoman, gerente general de Tecnodata. Según Ciper “la empresa SAS R&D Services Inc. no pudo vendérselos a Giacoman, porque tenían un representante exclusivo en Chile: Asesorías e Inversiones Santa Victoria Limitada”. Ante esto, Giacoman se entendió con esta última, no obstante, según Ciper “obtuvo utilidades al venderlos al Ministerio del Interior, pues cobró en total $ 1.834 millones, lo que da una diferencia de $ 879 millones (monto al que se debe descontar el 19% correspondiente al IVA)” (Ciper, 02.10.12). La orden de compra se habría producido en sólo dos minutos el pasado 6 de julio.

Además en el año 2011 se compraron tres hornos incinadores de droga por $ 253 millones, pero “aún no cuentan con autorización sanitaria, debido a que dejan residuos o emiten gases en niveles que pueden afectar la salud de quienes los operan y de los residentes cercanos a la quema” (Ciper, 02.10.12). El subsecretario del Interior, Rodrigo Ubilla, señaló que “de los tres hornos portátiles para incinerar droga comprados con presupuesto del Plan Frontera Norte, uno fue destinado a Arica, otro a Antofagasta y el tercero quedó en Santiago” (El Mercurio, 27.09.12).

La otra situación, eventualmente, irregular que informa la prensa ocurrió el año pasado, referido a tres furgones escáner por cerca de $ 2 mil millones. El problema radica en que las autoridades sanitarias todavía no permiten su uso, porque no quieren “exponer de manera indiscriminada a la población a la radiación de estos equipos móviles” 
 (Ciper, 02.10.12).

Como se cuenta, en total se gastaron más de $ 4 mil millones entre aparatos con sobreprecios y que no se podrían utilizar. Los personajes involucrados fueron el ex fiscal Alejandro Peña, ya que él estaba a cargo del proyecto, y el coordinador de las compras de la división de estudios de la Subsecretaría del Interior, Felipe Baeza.

B. Implicancia de correos.

Uno de los correos que tuvo acceso Ciper indicó que la empresa Tecnodata “tenía relaciones de amistad con dos de los evaluadores técnicos de la licitación. Está firmando por el propio Giacoman, quien se lo envío a los hermanos Daniel y Roberto Weinberger, dueño y gerente de Asesoría e Inversiones Santa Victoria Limitada, respectivamente, empresa que representa en Chile al fabricante estadounidense de los equipos licitados (SAS R&D Services Inc.)” (Ciper, 04.10.12).

En otra misiva firmada por Roberto Weinberger, “la empresa Santa Victoria le informa a Giacoman que el precio de cada equipo ‘puesto en Chile’ es de US$ 19.625 más IVA (unos 
$ 9,3 millones, más IVA). En el mismo mensaje, Weinberger le dice que Santa Victoria sugiere que el precio de venta final al Ministerio del Interior sea de $ 14,5 millones más IVA. Pero Giacoman termina cobrando a la cartera $ 19,6 millones por cada densímetro (al sumar el IVA el monto se eleva a $ 23,4 millones)” (Ciper, 04.10.12).

El propio Giacoman, en un nuevo mensaje, señaló a los hermanos Weinberger que, “además de la ganancia para Santa Victoria y para él, debía pagar un 8% del total del negocio ‘en comisiones’” (Ciper, 04.10.12).

Entre los hechos más reveladores, según la prensa, fue que Giacoman habría informado a los hermanos Weinberger, el 20 de febrero pasado, que ya conocía la oferta que haría una empresa de la competencia (ITI), siendo que el Ministerio del Interior aprobó las bases administrativas para el proceso de compra el 9 de marzo de este año. Posteriormente, el 11 de junio de 2012, al conocer que está no se presentaría “subió el precio de los densímetros de 
$ 14,5 millones a $ 19,6 millones, ya que sabía que correría solo”. Se detalla además que Giacoman conocía de ante mano un detalle técnico sobre la licitación que sólo sabía el equipo que preparaba el concurso, que eran “las sondas de los fibroscopios que se requerían no serían de menos de 10 milímetros de espesor. Este dato le permitió a Giacoman desplazar a su competencia, ya que las bases de la licitación se publicaron recién el 18 de mayo” 
 (Ciper, 04.10.12).

C.- Historial de compras.

Los medios también han relevado que distintas instituciones públicas habrían comprado densímetros y fibroscopios con sobreprecios desde el año 2006. Uno de los casos que demostraría la arbitrariedad de la empresa Tecnodata fue en el año 2007, cuando vendió densímetros a la PDI
 ($ 10,4 millones) y al Gobierno Regional de la VI Región
 ($ 15,9 millones), en un periodo de tres meses, con un aumento de precio de un 50%, equivalente a cerca de 
$ 5,5 millones.

Con todo, entre 2007 y 2012, “Tecnodata hizo ocho ventas de densímetros a diferentes instituciones públicas, con precios que fluctuaron entre $ 10,4 millones y $ 25,9 millones. Esto significa que en cinco años, estos productos ofertados registraron un incremento de precio de $ 15,5 millones, equivalente a un 150%”. Se especificó que “en tres de estas ocho operaciones los equipos se destinaron a Carabineros; en otras dos los productos fueron entregados a la PDI; en una de ellas los equipos se dividieron entre ambos cuerpos policiales y en dos el destinatario final que se registró en el portal Mercado Público fueron controles fronterizos, sin especificar si en esos pasos internacionales los equipos quedarían en manos de policías o de funcionarios de Aduanas”
 (Ciper, 10.10.12).

D. Posible participación de la PDI.

Se consignó en la prensa que el jefe de la Brigada Antinarcóticos Metropolitana de la PDI, Iván Villanueva, sería el funcionario de esta institución involucrado en las irregularidades detectadas en la licitación de equipos antidrogas, puesto que en abril de 2011 se integró al Plan Frontera Norte, tras ser llevado por el jefe de la División de Estudios de la subsecretaría del Interior, Alejandro Peña. “Dentro de sus labores en esa unidad, estaba la de realizar evaluaciones técnicas a los diversos equipos antidrogas que posee el gobierno, tales como hornos para la incineración de droga y aparatos escáner para detectar drogas al interior de vehículos”
 (La Tercera, 08.10.12). Por esta misma razón, el departamento V de la PDI le incautó su computador.

Según Ciper, Villanueva sería la persona que visó el informe técnico de los instrumentos tecnológicos para combatir el narcotráfico. El abogado asesor de Chile Compra y encargado de Transparencia de ese organismo, Andrés Ruiz, señaló que “las compras del Plan Frontera Norte están bajo la supervisión del jefe del Departamento de Proyectos de la Subsecretaría del Interior, el ex fiscal Felipe Baeza, quien se hace asesorar por el subprefecto de la PDI, Iván Villanueva. Y aunque las compras que han aprobado -los hornos incineradores, furgones escáner, densímetros y fibroscopios- han resultado controversiales, ambos viajaron en los últimos días a Finlandia para conocer la tecnología que usa ese país en el control de su extensa frontera con Rusia” (Ciper, 02.10.12).

El 9 de octubre pasado, Villanueva aseguró en la Fiscalía que no tuvo nexos con el dueño de Tecnodata, Alfredo Giacoman. “La última vez que hablé con él fue en el 2008 y que lo conoció en 2003 cuando trabajaba en la Brigada Investigadora del Crimen Organizado (Brico), debido a que la empresa le proveía los equipos para interceptar teléfonos. Tomé conocimiento del Plan Frontera Norte en agosto de 2012. Necesitaban un policía que tuviera experiencia en pasos habilitados y no habilitados de la frontera chileno-peruana y boliviana, ya que yo estuve en la Briant de Arica durante cinco años” (La Tercera, 01.12.12).
E. Acciones del gobierno.

Debido a los posibles sobreprecios que se habrían pagado para adquirir equipamiento tecnológico para la lucha al tráfico de drogas, la Subsecretaría del Interior interpuso el pasado 5 de octubre una denuncia ante el Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago. El subsecretario Rodrigo Ubilla indicó que “el primer artículo sobre la materia daba cuenta de la existencia de un sobreprecio, que esta Subsecretaría consideró complejo de acreditar, sugiriendo para tal propósito avanzar en su esclarecimiento mediante una evaluación detallada de todos los componentes asociados a los valores de la licitación, tales como transporte, seguros, margen de utilidad, número de equipos y sus mantenciones preventivas, extensión de garantías, etcétera, antes de formular un juicio definitivo sobre la tesis inicial de la investigación de prensa” (El Mostrador, 05.10.12).

Se precisó que la querella criminal fue por fraude al fisco y violación de secreto. “Si hay información que salió de la Subsecretaría del Interior, y lo digo en condicional, si se demuestra que salió información, eso constituye un delito. Y si el resultado era provocar un fraude al fisco está más que claro que es otro delito”, señaló Ubilla (Pulso, 05.10.12).

Ubilla aclaró además que “no se ha desembolsado ningún monto, porque el proceso de licitación estaba en su último trámite y debía pasar por la Contraloría. Tampoco la empresa entregó ningún equipo, porque eso se hace cuando se paga la primera cuota” (Radio Cooperativa, 05.10.12).

Se informa además que el juez del Séptimo Juzgado de Garantía, Patricio Álvarez Maldini, anuló el pasado 9 de octubre la querella presentada por Ubilla, ya que según la ley “para una acertada resolución, previamente aclárese la calidad invocada por el compareciente para los efectos de lo previsto en el artículo 113 inciso 3° del Código Procesal Penal, en relación con lo establecido en el artículo 3° del DFL 7.912 del Ministerio del Interior, Ley Orgánica de Ministerios” (Terra, 10.10.12). Sin embargo, el ministro del Interior indicó que esta fue hecha a modo personal por el subsecretario y no a nombre de la Subsecretaría del Interior.

La segunda acción de la Subsecretaría del Interior se refiere a la paralización de la compra de cámaras termales para detectar contrabando de droga, operación que consideró inicialmente un gasto de US$ 4 millones, pero luego se duplicó. La medida se llevó a cabo porque las bases del concurso las preparó el mismo equipo cuestionado por su presunta responsabilidad en la compra con sobreprecios de densímetro. El equipo le explicó a Ubilla que “había una equivocación del modelo que se había plasmado en lo que serían las bases de la licitación y que el modelo que se debía licitar valía más del doble. Por esta razón se debía aumentar los montos designados” (Radio Cooperativa, 10.10.12).

Además, el entonces Ministro del Interior, Rodrigo Hinzpeter, propuso a los miembros de la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara “la idea de que estas compras se hagan de forma directa entre Estados, para evitar así empresas intermediarias y comisionistas” (La Tercera, 26.10.12). La cartera también está estudiando posibles reformas a los modelos de licitación, como el fortalecimiento de los controles administrativos propios y la colaboración de la Contraloría en los mecanismos de auditorías para impedir posibles irregularidades
.

F. Renuncias.


Tras la denuncia de Ciper, el gobierno le solicitó la renuncia a Alejandro Peña el pasado 5 de octubre, ya que fue la División de Estudios de la Subsecretaría del Interior, que él dirigía, la que pidió la compra. Al respecto Peña dijo que “es probable sostener que habríamos sido víctimas de colusión entre dos empresas para aumentar indebidamente el precio a pagar, hecho que de materializarse produciría un perjuicio al interés público y al patrimonio fiscal, lo que debiera ser investigado en la sede pertinente. De existir irregularidades habrían sido cometidas por personas ajenas a esta división, ya que consultado Felipe Baeza me indica que no conoció al adquiriente sino una vez iniciado el proceso de adjudicación al concurrir a la prueba en terreno y el ex fiscal dice que no haber participado directamente del proceso”
 (The Clinic, 05.10.12).

Tras su salida, Peña declaró en calidad de testigo, el pasado 9 de octubre, en la Fiscalía Metropolitana Centro Norte. El ex fiscal afirmó que “las divisiones de Finanzas y Jurídica también intervinieron en la adjudicación de los 52 densímetros a la empresa Tecnodata, por los que el Gobierno habría aceptado una oferta por $ 1.218 millones” (El Mercurio de Antofagasta, 10.10.12).

A su vez, el pasado 8 de octubre oficializó su renuncia el encargado de licitación de la División de Estudios de la Subsecretaría del Interior, Felipe Baeza. El ex fiscal Peña señaló que “él fue el coordinador del proceso y el encargado de evaluar las ofertas” (La Tercera, 09.10.12).

El 11 de octubre se le solicitó que dejara su cargo al funcionario del Departamento de Crimen Organizado, Carlos Álvarez, ya que “habría intercambiado mails con Giacoman, quien también era su amigo, pese a que su cargo no tenía relación con la licitación”
 (La Segunda, 11.10.12). En la fiscalía, Álvarez declaró que sí tuvo contacto con Giacoman en el periodo que se realizaron las licitaciones, “pero no en este contexto. Lo conozco desde hace 10 años, es mi amigo. Durante mayo y agosto del año 2012 a mi padre le detectaron cáncer gástrico, estuvo un mes en la UCI de la Fundación López Pérez, y en ese intertanto mi vínculo con Alfredo fue conversar la situación de mi padre. Me ayudó a entender, porque él tuvo una operación similar” (La Tercera, 30.11.12).

Luego renunció René Castellón, hecho que aconteció el pasado 20 de octubre. “Era ex jefe operativo de la PDI y prestó asesorías a la Subsecretaría de Prevención del Delito, dependiente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Además, desde abril de este año trabajó en la cartera en el Programa de Bienes Robados. Paralelamente, era dueño de Geo Limitada, empresa de seguridad que actualmente participaba del proceso de licitación de dos fibroscopios que serían adquiridos para la Región de Tarapacá” (La Tercera, 21.10.12).

En noviembre pasado, el abogado de la división jurídica de la Subsecretaría del Interior, Manuel Cacho Gálmez, se convirtió en la quinta salida por el “caso sobreprecios”. El subsecretario Ubilla explicó que “éste no informó su relación indirecta con la empresa Fénix American Technology, la misma que pidió anular la licitación de los equipos antidrogas para el Plan Frontera Norte” (Radio Universidad de Chile, 14.11.12). Se informó que además de este conflicto de interés, Cacho está querellado por el Consejo de Defensa del Estado por los ilícitos de violación de secreto, fraude y cohecho.


El sexto funcionario en dejar sus funciones - el 12 de diciembre- fue el jefe del Departamento de Crimen Organizado de la División de Estudios del Ministerio del Interior, Marko Magdic, ya que “habría revelado que su padre, Nicola Madgic, le solicitó información sobre una licitación en la que participó como asociado o ‘comisionista informal’ del proceso, finalmente declarado desierto. Asimismo, tendría vínculos con una firma que en el 2011 se adjudicó la compra de cuatro sistemas móviles de rayos X” (Radio Universidad de Chile, 12.12.12).


Una Editorial de La Tercera manifestó que la investigación tiene dos vertientes. “La primera debe determinar las eventuales responsabilidades penales que se pueden configurar en este caso, particularmente graves al estar de por medio el interés fiscal y por el hecho de afectar a los organismos que están precisamente a cargo de velar por la confiabilidad y transparencia de las políticas contra el crimen. La segunda se refiere a las responsabilidades funcionarias y políticas de quienes, aunque no hayan tenido participación en los hechos irregulares, tenían bajo su cargo la supervisión de esta licitación y de los funcionarios que la llevaban adelante” (La Tercera, 26.10.12).


G.- Indagaciones de la Fiscalía y el CDE.


La primera diligencia de la Fiscalía Centro Norte fue incautar los computadores de la comisión evaluadora de la cuestionada licitación y a quienes viajaron a San Pedro de Atacama para probar en terreno los densímetros ofertados por la firma Tecnodata.


Luego indagó correos entre el dueño de Tecnodata, Alfredo Giacoman, con un empleado del Departamento de Crimen Organizado del Ministerio del Interior, el sociólogo Carlos Álvarez. “En estos emails se hablaría de datos sobre la polémica licitación, lo que es extraño ya que el funcionario no tenía relación con el proceso. Álvarez no es un funcionario cualquiera, pues ha trabajado largo tiempo en el área de la seguridad, siendo empleado de la ANI desde su creación” (La Tercera, 10.10.12).


Además, los fiscales a cargo de este caso, José Morales y Jaime Retamal, decidieron ampliar la investigación a todo el Plan Frontera Norte y sus seis licitaciones. A las diligencias ya realizadas a las compras de densímetros, fibroscopios y cámaras termales, que finalmente se declaró desierta, se sumaron “pesquisas por la compra de 13 visores nocturnos a la empresa Protab S.A. ($ 60.162.474), tres hornos incineradores a la firma Meditec S.A. ($ 301.500.066) y tres equipos de rayos X móviles ($ 2.399.754.000)” (La Tercera, 24.10.12). El denominador común fue que en todos estos procesos, salvo la compra de rayos X, tuvo implicancia el ex jefe de Proyectos y Adquisiciones de la División de Estudios de Interior, el ingeniero Felipe Baeza.


La fiscalía también ordenó - a fines de noviembre- hacer un levantamiento patrimonial de 13 personas que aparecen en la investigación por las presuntas irregularidades en las licitaciones de equipos antidrogas. “La orden fue entregada al OS-9 de Carabineros, e incluye a Giacoman y los hermanos Daniel y Roberto Weinberger, así como a las respectivas empresas -Tecnodata y Santa Victoria-. Lo mismo para el PDI Germán Salinas -miembro de la comisión evaluadora- y del detective Iván Villanueva. El resto de los nombres corresponden a los miembros de la comisión evaluadora de Ministerio del Interior, entre quienes figura el ingeniero Felipe Baeza” (La Segunda, 22.11.12). Además pidió diligencias en la unidad de Carabineros ubicada en San Pedro de Atacama, donde se realizó un testeo de equipos antidrogas. 


Por su parte, el presidente del Consejo de Defensa del Estado (CDE), Sergio Urrejola, afirmó que “el CDE se va a hacer parte en la medida en que los antecedentes den para hacerse parte. Ha sido el propio Ministerio del Interior el que ha denunciado las irregularidades por lo que a lo menos, debiera haber algún hecho que pudiera significar alguna acción legal que pueda entablar el Consejo” (El Diario Financiero, 25.10.12).


Se advierte, en La Segunda, que la inexistencia de un pronunciamiento por parte del CDE se debió a la reserva que había en la investigación, cuestión que terminó el 25 de octubre pasado. Por este motivo, el Comité Penal del organismo se querelló, el sábado pasado, en contra de Alfredo Giacoman, ex funcionarios de gobierno, el empresario Daniel Weinberger, entre otros “por los delitos de fraude al fisco, cohecho, soborno y violación de secreto” (La Segunda, 27.10.12).


Finalmente, a principios de noviembre, el CDE se querelló sobre este caso, solicitando, entre otros asuntos, “la fecha exacta, participantes institucionales e invitados privados de una reunión que se habría efectuado el año 2008 en el centro recreacional Pelarcura, donde se habrían efectuado presentaciones de equipos de tecnología antidroga por parte de proveedores” (La segunda, 06.11.12). Por esta razón, y aunque la Fiscalía Centro Norte no haya realizado ningún requerimiento formal, la PDI ya se encuentra recabando antecedentes.


H.- Eventuales irregularidades en licitaciones.


Cuatro funcionarios del Ministerio del Interior que integraron la comisión evaluadora en el proceso de licitación de densímetros y fibroscopios del Plan Frontera Norte, César Saavedra, Rodrigo Muñoz, Chrystian Urzúa y Manuel Cacho, reconocieron, en sus declaraciones como testigos en la Fiscalía Centro Norte, una anomalía en la prueba de terreno de los densímetros y fibroscopios por parte de Tecnodata -que se realizó entre el 11 y el 12 de junio pasado en el hito Cajón, en San Pedro de Atacama-, que dice relación a que “el acta señala que no hubo inconvenientes. Sin embargo, el testeo de los equipos no se llevó a cabo por completo, pues los densímetros no fueron probados con su pértiga, una especie de barra que lo complementa” (La Tercera, 02.12.12).


Tras exhibirle el acta al fiscal Jaime Retamal, Saavedra señaló que “llegamos a la comisaría (tras bajar del lugar de la prueba) y allí vimos los accesorios, que era la pértiga del densímetro y el visualizador remoto (...). Nunca probamos una pértiga en terreno (...). El documento sobre acta de pruebas en terreno es inexacto”
 (La Tercera, 02.12.12).


Por su parte, el abogado Ernesto Olivares, defensor del dueño de la empresa Tecnodata, Alfredo Giacoman, expresó a Retamal presuntas irregularidades en la conducta del ex socio norteamericano de la empresa, Hugo Federico, dueño de Phoenix American Technologies, solicitando además nuevas diligencias a la Fiscalía. Según Olivares, “Federico intentó ofrecer de manera informal al Ministerio del Interior un ahorro de aproximadamente 200 millones en comparación con lo ofrecido por Tecnodata. Llama poderosamente la atención que estuviera al tanto de los plazos y de la entrega efectiva o no de los documentos exigidos en los respectivos procesos de licitación” (El Mostrador, 21.12.12). El correo fue escrito el pasado 7 de noviembre
.


Como antecedente se informó que Federico conoció a Giacoman en el año 2002 cuando este último empezó a buscar socios en el extranjero para ampliar su negocio. Sin embargo su relación empeoró el año pasado en una feria en París. Ahí, Giacoman “contó a algunos fabricantes que ya no trabajaban juntos, por lo que incluso les ofreció representarlos en nuestro país. Esto, dicen cercanos a Tecnodata, habría hecho que Federico se molestara con el chileno al punto de declarar que quería ‘sacarlo del mercado’”. Además, el pasado 16 de octubre, “Federico denunció presuntas irregularidades de Giacoman (se habla de sobreprecios de hasta 400% en los densímetros y fibroscopios), grabó una conversación con el comandante del OS-7 de Carabineros y envió una serie de correos al Ministerio del Interior, tratando de anular la licitación. Anunciaba, también, que podría hacer una rebaja de $ 200 millones” (La Segunda, 23.11.12).

III. ELACIÓN DEL TRABAJO DESARROLLADO POR LA COMISIÓN EN EL CUMPLIMIENTO DE SU COMETIDO.

1.- Sesiones celebradas.

La Comisión, en el cumplimiento de su cometido, celebró 21 sesiones ordinarias y especiales.


2.- Oficios de citación o invitación.

Durante el ejercicio de su cometido vuestra Comisión despachó los siguientes oficios, invitando o citando, según correspondiera, cuyos detalles a continuación se señala:

	N° oficio y fecha
	Destinatario
	Fecha invitación
	Asistencia

	04/2012
20-12-12
	Subsecretario del Interior
	8 de enero
	Asistió.

	06/2012
20-12-12
	Intendente regional de Arica y Parinacota
	---
	Sin efecto

	07/2012
20-12-12
	Intendenta regional de Tarapacá
	---
	Sin efecto

	08/2012
20-12-12
	Intendente regional de Antofagasta
	---
	Sin efecto

	09/2013
09-01-13
	Subsecretario del Interior
	15 de enero
	Asistió.

	10/2013
09-01-13
	Intendente regional de Arica y Parinacota
	Deja sin efecto invitación remitida por oficio 06/2012, e invita el 22 de enero de 2013
	Asistió.

	11/2013
09-01-13
	Intendenta regional de Tarapacá
	Deja sin efecto invitación remitida por oficio 07/2012, e invita el 22 de enero de 2013
	Asistió.

	12/2013
09-01-13
	Intendente regional de Antofagasta
	Deja sin efecto invitación remitida por oficio 08/2012, e invita el 22 de enero de 2013
	Asiste.

	13/2013
25-01-13
	Ministro Defensa Nacional
	5 de marzo de 2013
	Asistió

	14/2013
06.03.13
	Alejandro Peña Ceballos
	Invita 12 de marzo
	--

	15/2013
06-03-13
	Jefe de brigada antinarcóticos metropolitana
	12 de marzo
	Asistió

	16/2013
13-03-13

	Alejandro Baeza Prieto
	19 de marzo
	--

	17/2013
13-03-13
	Alejandro Peña Ceballos
	19 de marzo
	Asistió

	18/2013
13-03-13
	General Director de Carabineros
	19 de marzo
	--

	19/2013
13-03-13
	Director General PDI
	19 de marzo
	--

	20/2013
26-03-13
	Alejandro Peña Ceballos
	2 de abril
	--

	21/2013
27-03-13
	General director de carabineros
	2 de abril
	Asistió

	22/2013
27-03-13
	Director General PDI
	2 de abril
	Asistió

	23/2013
03-04-13
	Alejandro Peña Ceballos
	9 de abril
	Asistió

	24/2013
04-04-13
	Subcomisario jefatura Nacional Antinarcóticos
	9 de abril
	Asistió

	25/2013
10-04-13
	Cirstián Urzúa Bilbao Depto. Finanzas M° del Interior
	16 de abril
	Asistió

	26/2013
10-04-13
	César Saavedra Robles
Depto. Administración, ex servicios generales M° inte-
rior
	16 de abril
	Asistió

	27/2013
10-04-13
	Gerente general meditec S.A.
Manuela Espinoza Valverde
	16 de abril
	Asistió

	28/2013
22-04-13
	Felipe Baeza Prieto
	30 de abril
	Se excusó

	29/2013
22-04-13
	Rodrigo Muñoz Toledo
	30 de abril
	Se excusó

	30/2013
22-04-13
	Manuel Cacho Gálmez
	30 de abril
	Se excuó

	31/2013
22-04-13
	Jefe gabinete dirección de investigación delictual y drogas de Carabineros
	30 de abril
	Asistió

	32/2013
30-04-13
	Directora del servicio de salud de Iquique
	7 de mayo 
	Asistió

	33/2013
30-04-13
	Eduardo vergara bolbarán
Experto en políticas de drogas
	7 de mayo
	Se excusó

	34/2013
30-04-13
	Eduardo Vergara Bolbarán
Experto en políticas de drogas
	14 de mayo
	Se excusó

	35/2013
09-04-13
	Rodrigo Muñoz
	14 de mayo
	Se excusó

	36/2013
20-05-13
	Eduardo Vergara Bolbarán
Experto en políticas de drogas
	4 de junio
	Se excusó

	37/2013
20-05-13
	Directora del servicio nacional para la prevención y rehabilitación del consumo de drogas y alcohol (senda)
	4 de junio
	Se excusó

	38/2013
14-06-13
	Francisco Cordero Sepúlveda y Feranando Cordero Sepúlveda. Sectrade Ltda.
	18 de junio
	Se excusaron

	39/2013
18-06-13
	Alfredo Giacoman A.
Gerente general de tecnodata Ltda.
	2 de julio
	Asistió

	40/2013
20-06-13
	Rocío Martínez González.
Segtec.
	2 de julio
	Asistió

	41/2013
02-07-13
	Contralor General de la República
	17 de julio
	Asistió

	42/2013
04-07-13
	Subsecretario del Interior
	9 de julio
	Se excusó

	43/2013
05-07-13
	Subsecretario del Interior
	17 de julio
	Se excusó

	44/2013
09-07-13
	Felipe Baeza Prieto
	17 de julio
	Asistió



3.- Personas que declararon ante la Comisión (sus declaraciones se adjuntan en el anexo “declaraciones”. El número entre paréntesis indica la sesión a la que asistió).

A.- Autoridades.


-Ministro de Defensa Nacional, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg (Sesión 5ª, celebrada el 5 de marzo de 2013).


-Subsecretario del Interior, señor Rodrigo Ubilla Mackenney. (Sesiones 2ª y 3ª, celebradas los días 8 y 15 de enero de 2013).


-Intendente de Arica y Parinacota, señor José Durana Semir (Sesión 4ª, celebrada el 22 de enero de 2013).


-Intendente de Antofagasta, señor Pablo Toloza Fernández (Sesión 4ª, celebrada el 22 de enero de 2013).


-Intendenta de Tarapacá, señora Luz Ebensperger Orrego (Sesión 4ª, celebrada el 22 de enero de 2013).


-Intendente de Arica y Parinacota, señor José Durana Semir (Sesión 4ª, celebrada el 22 de enero de 2013).


-General Director de Carabineros de Chile, señor Gustavo González Jure (Sesión 8ª celebrada el 2 de abril de 2013).


-Director General de la Policía de Investigaciones, señor Marcos Vásquez (Sesión 8ª, celebrada el 2 de abril de 2013).


-Contralor General de la República, don Ramiro Mendoza Zúñiga.


B.- Funcionarios públicos.

-El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría del Interior, señor Víctor Merino (Sesión 6ª, celebrada el 12 de marzo de 2013).


-El Jefe de la Brigada Antinarcóticos Metropolitana, Subprefecto Iván Villanueva (Sesión 6ª, celebrada el 12 de marzo de 2013).


-El Subjefe de la Brigada Antinarcóticos Metropolitana, Subcomisario Mauricio Jorquera (Sesión 6ª, celebrada el 12 de marzo de 2013).


-Oficial subalterno de la Jefatura Nacional Antinarcóticos de la Policía de Investigaciones de Chile, señor Germán Salinas Villagra (Sesión 9ª, celebrada el 9 de abril de 2013).


-El Jefe de la Sección de Presupuestos del Departamento de Finanzas del Ministerio del Interior, señor Cristián Urzúa Bilbao (Sesión 10ª, celebrada el 16 de abril de 2013).


-Del Departamento de Administración, ex Servicios Generales del Ministerio del Interior, señor César Saavedra Rbles (Sesión 10ª, celebrada el 16 de abril de 2013).


-El Jefe de Gabinete de la Dirección de Investigación Delictual y Drogas de Carabineros de Chile, Coronel René Martínez Cuneo (Sesión 11ª, celebrada el 30 de abril de 2013).


-La Directora del Servicio de Salud Iquique, señora Adriana Tapia (Sesión 12ª, celebrada el 7 de mayo de 2013).


-La Jefa jurídica de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, señora Alejandra Meniconi (Sesión 12ª, celebrada el 7 de mayo de 2013).


-El Contralor Regional de Valparaíso, señor Ricardo Provoste (Sesión 19ª, celebrada el 17 de julio de 2013).


-La Sub jefa de la División de Auditoría de la Contraloría General de la República, señora Dorothy Pérez (Sesión 19ª, celebrada el 17 de julio de 2013).


-La jefa de la Unidad de Auditorías Especiales de la Contraloría General de la República, señora Regina Ramírez (Sesión 19ª, celebrada el 17 de julio de 2013).


-Los asesores del Ministerio del Interior, señora Claudia Alemparte y señor Juan Francisco Galli (Sesiones 3ª y 12ª, celebradas el 15 de enero y el 7 de mayo de 2013).


C.- Particulares.

-El ex Jefe de la División de Estudios de la Subsecretaría del Interior, señor Alejandro Peña (Sesión 7ª y 9ª, celebradas el 19 de marzo y el 9 de abril de 2013).

-El Gerente General de Meditec S.A., señor Manuel Espinoza Valverde (Sesión 10ª, celebrada el 16 de abril de 2013).


-El Gerente General de Tecnodata, señor Alfredo Giacoman (Sesión 17ª, celebrada el 2 de julio de 2013).


-La Gerenta General de Segtec Chile, señora Rocío Martínez (Sesión 17ª, celebrada el 2 de julio de 2013).


-El ex funcionario de la Subsecretaría del Interior, señor Felipe Baeza (Sesión 19ª, celebrada el 17 de julio de 2013).


4.- Oficios despachados- documentos recibidos.


A.- Oficios despachados.


N° 13, de 16 de enero de 2013, al Subsecretario de Desarrollo Regional.


-Se pidió informara sobre el marco jurídico que rige al Fondo Nacional de Desarrollo Regional (F.N.D.R.) y, en especial, en relación a la legalidad de eventuales traspasos de recursos a algún organismo de la Administración del Estado mediante convenios específicos.

Respuesta pendiente.


N° 14, de 16 de enero de 2013, al Subsecretario del Interior.


-Se pidió remitiera los resultados de la mesa de trabajo que se formó entre el Servicio Nacional de Aduanas y la Policía de Investigaciones de Chile, para establecer mecanismos de coordinación entre ambas entidades en las actuaciones que se lleven a cabo en la denominada “Zona Primaria”, que corresponde, según la Ordenanza de Aduanas, artículo 2° N° 5 “al espacio de mar o tierra en el cual se efectúan las operaciones materiales marítimas y terrestres de la movilización de las mercancías, el que, para los efectos de su jurisdicción es recinto aduanero y en el cual han de cargarse, descargarse, recibirse o revisarse las mercancías para su introducción o salida del territorio nacional”.


Mediante oficio N° 1305, de 21 de enero de 2013, se informó la creación de una mesa de trabajo el 08 de junio de 2012, entre funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas, Policía de Investigaciones, Unidad de Pasos Fronterizos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, del Departamento de Extranjería y Migración y de las Divisiones de Investigaciones y Jurídica de la Subsecretaría del Interior, para efectos de analizar aquellas materias en las que eventualmente pudieren presentarse algunas discrepancias entre los organismos que se desempeñan en los complejos fronterizos.


Fruto de ese trabajo se elaboró la minuta “Interacción entre los servicios que operan en complejos fronterizos”, referido al ordenamiento estructural de los complejos fronterizos, a las facultades fiscalizadoras de los servicios involucrados y a los procedimientos a seguir ante la detección de un ilícito por parte de los servicios.


Copia de esa minuta y de un borrador de “protocolo de operaciones para complejos fronterizos” se acompañaron a la misma.


N° 15, de 16 de enero de 2013, al Subsecretario del Interior.


Se pidieron los antecedentes relacionados con el traspaso de recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional (F.N.D.R.) al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, especialmente el decreto que autorizó dicho traspaso y permitió la toma de razón en la Contraloría General de la República de dicho instrumento.


Mediante oficio N° 1304, de 21 de enero de 2013, se remitió copia de lo siguiente:


a) Oficio N° 24791, de 14 de diciembre de 2011, del Subsecretario del Interior al Intendente de la Región de Tarapacá, mediante el cual se requiere apoyo financiero del Gobierno Regional para completar el presupuesto del año 2012, y así satisfacer en forma integral las necesidades del Plan.


b) Específicamente, se requirió $ 1.329.000.- para la adquisición de 13 cámaras termales para los destacamentos fronterizos, 12 densímetros, 12 fibroscopios, vestuario para operación en altura y temperaturas extremas y el diseño de 2 nuevos retenes fronterizos.


c) Certificado N° 022, de 11 de enero de 2012, del Consejo Regional de Tarapacá, mediante el cual se certifica que en sesión de 10 de enero de 2012, se acordó por unanimidad aprobar la solicitud de transferencia presupuestaria al Ministerio del Interior, en virtud de los antecedentes que menciona, por $ 1.328.945.


d) Oficio N° 1872, de 25 de enero de 2012, de la Subsecretaría del Interior (s) a la Directora de Presupuesto (Hacienda), mediante el cual informa los acuerdos alcanzados por los Consejos Regionales de Arica y Parinacota, Antofagasta y Tarapacá, tendientes al traspaso de fondos presupuestarios a la financiación del Plan Frontera Norte.


e) Atendidos tales acuerdos, solicita se dicte el acto administrativo que autoriza el traspaso de tales recursos.


f) Decreto N° 264 de 20 de febrero de 2012, del Ministerio de Hacienda, que modifica presupuestos.


g) En él, se redujo el aporte fiscal libre (Tesoro Público - Partida 50.01.05.27.05.061, 062 y 075) a los gobiernos regionales de Tarapacá (M$ 1.328.945.-), Antofagasta 
(M$ 1.369.4483.-) y Arica y Parinacota (M$ 960.000.-), y se aumentó el de la Subsecretaría del Interior en M$ 3.658.393.- (asignación 010), para realizarse una transferencia de capital (subtítulo 33) al Plan Frontera Norte (asignación 002).


h) La Contraloría General de la República tomó razón del mismo el 2 de abril de 2012.


i) Informe de Investigación Especial N° 12, de 26 de julio de 2012, de la Contraloría General de la República, sobre irregularidades en el actuar de la Intendenta de la Región de Tarapacá y del Consejo Regional, en la adopción de acuerdos sobre Plan Frontera Segura y “Programa Sana Convivencia en Establecimientos Educaciones Urbanos: Creando mejores ambientes para el aprendizaje en la región de Tarapacá” y su ejecución presupuestaria.


j) Sobre el particular, concluye que no corresponde pronunciamiento sobre la decisión de la Intendenta Regional de someter a conocimiento del Consejo Regional distintos proyectos, ni se ha acreditado que en la especie, se haya incurrido en infracción al principio de probidad ni a la normativa que la rige.


k) Asimismo, que las imputaciones presupuestarias de ambos proyectos se ajustan a la normativa vigente. En particular, el del “Plan Frontera Norte” fue autorizado por el decreto N° 264.


N° 16, de 16 de enero de 2013, al Subsecretario del Interior.


Se pidió la opinión de Carabineros respecto a la compra de vehículos Avant scanner, en atención a que dicha institución adquirió ese tipo de tecnología, debiendo posteriormente darlas de baja, presuntamente, por problemas a la salud pública.

Respuesta pendiente.


N°17, de 16 de enero de 2013, al Subsecretario del Interior.


Se pidió su opinión y comentarios sobre los aspectos planteados en el Informe “Caso sobreprecios en la Subsecretaría del Interior”, elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional.


Mediante oficio N° 1303, de 22 de enero de 2013, se señaló como cuestión previa, que ese informe se limita a reproducir extractos de diversas publicaciones de prensa, por lo que parte de esa información no se ajusta estrictamente a los hechos, o bien debe actualizarse conforme a nuevos antecedentes. Asimismo, se refiere a materias que exceden el ámbito de competencia de ese Ministerio, tales como las diligencias dispuestas por el Ministerio Público o aquellas requeridas por el Consejo de Defensa del Estado.


Junto con realizar una exposición sobre la misión y objetivos del Plan Frontera Norte, entregó una relación sobre los siguientes procesos de adquisición:

Licitación pública ID 623-31-LP11, para la adquisición de tres hornos incineradores de droga;


Licitación pública ID 623-29-LP11, para la adquisición de cuatro equipos de rayos X móviles instalados en vehículos motorizados;


Licitaciones públicas ID 623-14-LP12 y 623-15-LP12, para la adquisición de 52 fibroscopios y 52 densímetros;


Licitación pública ID 623-19-LP12, para la adquisición de 64 cámaras termales, y


Licitación pública ID 623-22-LP12, para la adquisición de 13 visores nocturnos.


Asimismo, entregó una relación sobre las medidas adoptadas en relación con las publicaciones de prensa, desde el 04 de octubre de 2012, luego de la publicación de Ciper Chile, y medidas preventivas para futuros procesos de compra.


N° 19, de 12 de marzo de 2013, al Ministro del Interior.


Se pidió informara cuáles fueron los criterios aplicados para designar a los integrantes de la “Comisión Evaluadora” encargada de analizar las propuestas de los oferentes, en la adquisición de material tecnológico para la implementación del Plan Frontera Norte.

Respuesta pendiente.


N° 20, de 12 de marzo de 2013, al fiscal adjunto de la Fiscalía de Alta Complejidad del Ministerio Público.


Se pidió remitiera la declaración que prestaron ante el Ministerio Público, los ex funcionarios del Ministerio del Interior y Seguridad Pública Felipe Baeza y Alejandro Peña Ceballos.


Mediante oficio N° 032013/FAC/8445, de 18 de marzo de 2013, se informó que no era posible entregar copia de los registros de las declaraciones solicitadas de la causa RUC 
N° 1200990944-1, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Código Procesal Penal.


N° 21, de 12 de marzo de 2013, al Secretario Regional Ministerial de Salud - Región de Arica y Parinacota.


Se pidió remitiera los informes médicos y técnicos que se tuvieron a la vista, para decidir la adquisición de vehículos Avant scanner para la detección de drogas, especialmente, en cuanto a los efectos que podría tener en la salud de las personas el uso de rayos x.


a) Mediante oficio N° 25, de 04 de abril de 2013, se complementó la petición, solicitando informara si esa Secretaría Regional Ministerial realizó, con posterioridad a su adquisición, alguna evaluación de carácter médico y/o técnico respecto de la utilización de camiones Avant scanner para la detección de drogas, en especial en cuanto a los efectos que podría tener en la salud de las personas.


b) Mediante oficio N° 528, de 22 de marzo de 2013, se informó que esa Secretaría Ministerial no emitió ningún informe médico o técnico que haya servido de insumo para la decisión de compra de automóviles Avant scanner para la detección de drogas, ya sea para esa Secretaría u otro organismo público de la región.


c) Mediante oficio N° 662, de 10 de abril de 2013, esa Secretaría Ministerial informó que con posterioridad a tal adquisición, dos monitoreos radiométricos al equipo de rayos x, marca AS&E, modelo ZBV, con el propósito de evaluar la posible dispersión de radiación por su uso.


d) En el primero, realizado el 24 de enero de 2012, arrojó como resultado mediciones inferiores a los límites establecidos, aprobándose mediante Res. Sanitaria N° A/192, de 26 de enero de 2012, el funcionamiento del equipo de rayos x.


e) Posteriormente, con base a los antecedentes aportados en el ORD B33/N°2072 de la Subsecretaría de Salud Pública, se realizó un segundo monitoreo el 28 de junio de 2012, resultando mediciones por debajo de los límites establecidos. Por ello, se dictó la Res. Sanitaria N° A/1086 de 13 de julio de 2012, donde se autoriza el funcionamiento del equipo móvil de rayos x, marca AS&E, modelo ZBV, destinado a la inspección y/o detección de drogas ilícitas, mercancías producto de contrabando y acciones similares, autorización que incluye la inspección de vehículos, carga y personas determinadas, no así la inspección o exposición de la población en general, sujeta al cumplimiento de las condiciones que en dicha resolución se detallan.


f) Copia de esas resoluciones sanitarias y de los monitoreos realizados fueron acompañados.


N° 22, de 12 de marzo de 2013, al Secretario Regional Ministerial de Salud - Región de Tarapacá.


Se pidió remitiera los informes médicos y técnicos que se tuvieron a la vista, para decidir la adquisición de vehículos Avant scanner para la detección de drogas, especialmente, en cuanto a los efectos que podría tener en la salud de las personas el uso de rayos x.


Mediante oficio N° 26, de 04 de abril de 2013, se complementó la petición, solicitando informara si esa Secretaría Regional Ministerial realizó, con posterioridad a su adquisición, alguna evaluación de carácter médico y/o técnico respecto de la utilización de camiones Avant scanner para la detección de drogas, en especial en cuanto a los efectos que podría tener en la salud de las personas.


Se reiteró mediante oficio N° 28, de 30 de abril de 2013.


Mediante oficio N° 1119, de 21 de junio de 2013, se informó que esa Secretaría Ministerial no tiene, en sus registros, información sobre automóviles o camiones Avant Scanner consultados y por ende, tampoco evaluaciones de carácter médico y/o técnico.


Si, en cambio, respecto de equipos de rayos X del tipo móvil para escaneo de vehículos y contenedores de carga, correspondientes al equipo Z Backscatter AS&E. Sobre el particular, informó que los Servicios de Salud autorizan las instalaciones radioactivas o equipos generadores de radiaciones ionizantes de 2ª y 3ª categoría y al personal que opera tales equipos, y que es menester de esa Autoridad Sanitaria realizar levantamientos radiométricos a tales equipos, en forma posterior a su adquisición, mantención, exportación y /o almacenamiento, en cuanto al carácter técnico, correspondiendo al Instituto de Salud Pública de Chile lo relativo al control médico.


N° 23, de 12 de marzo de 2013, a la Secretaria Regional Ministerial de Salud - Región de Antofagasta.


Se pidió remitiera los informes médicos y técnicos que se tuvieron a la vista, para decidir la adquisición de vehículos Avant scanner para la detección de drogas, especialmente, en cuanto a los efectos que podría tener en la salud de las personas el uso de rayos x.


Mediante oficio N° 27, de 04 de abril de 2013, se complementó la petición, solicitando informara si esa Secretaría Regional Ministerial realizó, con posterioridad a su adquisición, alguna evaluación de carácter médico y/o técnico respecto de la utilización de camiones Avant scanner para la detección de drogas, en especial en cuanto a los efectos que podría tener en la salud de las personas.


Se reiteró mediante oficio N° 29, de 30 de abril de 2013.


Mediante oficio N° 0682, de 11 de abril de 2013, se informó que esa Secretaría Regional no tuvo intervención alguna en la decisión de compra de automóviles Avant-Scanner para la detección de drogas.


N° 24, de 20 de marzo de 2013, al Ministro del Interior y Seguridad Pública.


Se pidió copia de la resolución de nombramiento del abogado Alejandro Peña Ceballos como Jefe de la División de Estudios del Ministerio del Interior, en razón a que de acuerdo al decreto N° 250 del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de fecha 11 de abril de 2011, ese profesional fue contratado como experto en materias de seguridad, orden público y crimen organizado.


-Mediante oficio N° 8113, de 10 de abril de 2013, el Subsecretario del Interior remitió copia del decreto N° 250, de 11 de abril de 2011, en virtud del cual se dispone el nombramiento de Alejandro Peña Ceballos para desempeñarse en la Subsecretaría del Interior.


Dicho decreto dispone que, por orden del Presidente de la República, el 11 de abril de 2011 se contrató desde ese día y hasta que sus servicios sean necesarios, los que en todo caso no podrán exceder del 31 de diciembre de 2011, con cargo a la cuota de excepción de 15 funcionarios dispuesta en el artículo 13 inciso 2° del D.L. N° 1608/1976, en la Secretaria y Administración General del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, al abogado Alejandro Andrés Ricardo Peña Ceballos, para desempeñarse en la Subsecretaría del Interior como experto en materias de seguridad, orden público y crimen organizado, asimilado a grado 2° EUR.


N° 30, de 30 de abril de 2013, al Director de Televisión Nacional de Chile.


Se pidió copia del reportaje transmitido por ese canal de televisión, respecto al funcionamiento del Plan Frontera Norte.


Mediante oficio N° 045, de 06 de junio de 2013, se remitió copia del reportaje en DVD.


N° 31, de 30 de abril de 2013, al Director Ejecutivo de Canal13.


Se pidió copia del reportaje transmitido por ese canal de televisión, respecto al funcionamiento del Plan Frontera Norte.


Mediante carta S/N de 08 de mayo de 2013, se remitió copia del reportaje.


N° 32, de 30 de abril de 2013, al General Director de Carabineros de Chile.


Se pidió remitiera información respecto a las compras de densímetros y fibroscopios efectuadas por esa institución en los últimos 3 años, indicando cantidades y valores.


Mediante oficio N° 382, de 28 de mayo de 2013, la Secretaría General de Carabineros informó que efectuadas las averiguaciones del caso, se estableció que no se han registrado adquisiciones de densímetros ni fibroscopios, durante los últimos tres años. Asimismo, no existen procesos en trámite., por las referidas especies.


N° 33, de 30 de abril de 2013, al Contralor General de la República.


Se pidió remitiera copia de la planilla excel que envió, por correo electrónico, el señor Alfredo Giacoman al Teniente Coronel de Carabineros de Chile René Martínez Cuneo, el año 2011, con valores de diversos materiales tecnológicos para la implementación del Plan Frontera Norte, y que posteriormente se remitió a la División de Estudios de la Subsecretaría del Interior.


Mediante oficio N° 030974, de 17 de mayo de 2013, se informó que el 16 de noviembre de 2012 se dispuso la instrucción de un proceso disciplinario al interior de la Subsecretaría del Interior y en todas las entidades que sea necesario, a fin de investigar eventuales irregularidades en la ejecución del Programa Frontera Norte. En tal sentido, el sumario se encuentra en etapa resolutiva, revistiendo el carácter de secreto.


Una vez afinado, será remitido oportunamente el antecedente solicitado.

B.- Documentos Recibidos.


Cuarta Subcomisión Especial de Presupuestos


Informe recaído en la Partida 05, correspondiente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública (boletín 7972-05-IV), de 8 de noviembre de 2011.

Ministerio del Interior y Seguridad Pública


a) “Nómina visita complejo y pasos fronterizos, días 6 y 7 de mayo de 2011”.


Señala 25 personas, con sus cargos, que participaron en tal visita.

b) “Planificación Estratégica”. División de Estudios. Agosto 2011 (ppt).


Presentación sobre nueva normativa del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y el diagnóstico y actividades desarrolladas y en desarrollo sobre fortalecimiento de la seguridad fronteriza y el control de ilícitos tanto en pasos habilitados como no habilitados de la zona norte.


c) Correos electrónicos de Alejandro Peña:


i) Minutas sobre Pasos no habilitados (16 de mayo de 2011).


ii) Complejos fronterizos (16 de mayo de 2011).


iii) Plan Estratégico (17 de mayo de 2011).


iv) Valparaíso (17 de mayo de 2011).


d) “Plan Frontera Norte. XV, I y II región” (ppt).


Exposición sobre situación de los pasos habilitados y no habilitados, líneas de control del plan, implementos y sus costos por región y línea de control, e identificación de tramos de control en cada región.


e) “Diagnóstico controles habilitados Zona Norte. XV - I y II regiones de Chile”. Servicio Nacional de Aduanas. Mayo 2011.


Análisis de los pasos fronterizos de Chacalluta, Chungará, Visviri, Colchane, Ollagüe y San Pedro de Atacama. Se concluye que están diseñados para el control aduanero, migratorio y fitozoosanitario, presentando falencias importantes para el control del tráfico de drogas, y se hacen sugerencias sobre el particular.


f) “Informe de necesidades para satisfacer demanda operativa de pasos fronterizos de la I y XV región”. Policía de Investigaciones de Chile, s/f.


Detalle sobre elementos necesarios para cada paso fronterizo, y valores unitarios y totales según el caso.


g) Oficio N° 18994, de 30 de agosto de 2011, mediante el cual Alejandro Peña, Jefe de la División de Estudios, solicita a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile un funcionario para realizar una comisión de servicios a las regiones XV, I y II con el fin de validar en terreno el trabajo de diagnóstico desarrollado en el marco del Plan Frontera Norte, entre los días 5 y 15 de septiembre de 2011.


Finalmente, solicita que el nombre del funcionario a designar y demás antecedentes sean informados al Jefe del Departamento de Proyectos de la División, Felipe Baeza.


h) Correo de 2 de septiembre de 2011, de Carabineros de Chile - Dirección de Investigación Delictual, informando que se designó en comisión de servicio en el marco del Plan Frontera Norte, para visita de septiembre de 2011, al Capitán Andrés Texido Zlatar, con apoyo del Tte. Coronel Marcelo Araya Zapata.


i) Res. 939, de 2 de septiembre de 2011, de Policía de Investigaciones de Chile - Prefectura Provincial de Valparaíso, designando en comisión de servicio en el marco del Plan Frontera Norte, para visita de septiembre de 2011, a Iván Villanueva Berindoague.


j) Res. 2812/18, de 02 de septiembre de 2011, del Ejército de Chile - Estado Mayor General, designando a 11 funcionarios en comisión de servicio en el marco del Plan Frontera Norte, para visita de septiembre de 2011.


k) Res. 6550, de 1 de septiembre de 2011, del Jefe de División Administración y Finanzas del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, autorizando traslado y gastos a Felipe Baeza por visita de septiembre de 2011, en el marco del Plan Frontera Norte.


l) “Reconocimiento fronterizo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y Ministerio de Defensa Nacional. 05 - 15 de septiembre de 2011” (ppt). Estado Mayor Conjunto.


m) Refiere agenda de trabajo a realizar y costos del mismo.


n) “Plan Frontera Norte. Regiones Arica y Parinacota, Tarapacá y Antofagasta” (ppt).


ñ) Ministerio de Defensa Nacional - Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Exposición sobre el diagnóstico del escenario actual en materia de narcotráfico, plan de vigilancia y control de fronteras terrestres y marítimas, líneas de acción a ejecutar y costos asociados.


o) “Minuta sobre licitaciones públicas relativas al ‘Plan Frontera Norte’”, de 25 de noviembre de 2011, emitido por Victor Hugo Merino Rojas.


En ella, se abordan tres aspectos:


i) Posibilidad de establecer contactos con proveedores.


ii) Factibilidad de suscribir un acuerdo de colaboración interinstitucional con diversos organismos públicos para que presten ayuda técnica en los procesos licitatorios.


iii) Posible forma de licitación y ventajas y desventajas de licitar bienes conjuntamente o de forma aislada.


p) Res. 11093, de 26 de diciembre de 2011. “Aprueba documento que contiene el Plan Frontera Norte”.


q) “Convenio de Cooperación Interinstitucional”, de 27 de diciembre de 2011, suscrito entre el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Ministerio de Salud, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile, tendiente a aumentar el control ejercido en las fronteras y espacio marítimo, inversión tecnológica y dotar de elementos técnicos y capacitación necesaria con el objeto de anticipar las estrategias del crimen organizado.


Es de vigencia indefinida y regirá una vez se encuentren totalmente tramitados los respectivos actos administrativos aprobatorios.


r) “Bases técnicas de licitación pública para la adquisición equipos tecnológicos “fibroscopios”“. Carabineros de Chile.


s) “Bases técnicas de licitación pública para la adquisición equipos portátiles medidores de densidad “densímetros”“. Carabineros de Chile.


t) Res. N° 746, de 9 de marzo de 2012. “Aprueba las bases administrativas, bases técnicas y sus anexos para licitar en propuesta pública la adquisición de 52 (cincuenta y dos) densímetros”.


u) “Preguntas Licitación ID N° 623-15-LP¨12”, entre el 23 y 31 de mayo de 2012, en www.mercadopublico.cl.

 “Detector de contrabando modelo K910B”.


Manual del detector portátil de contrabando K910, que permite localizar contrabando oculto dentro de un objeto sospechoso.

w) Presentación de equipo densímetro, de Tecnodata, de 07 de junio de 2012, al Ministerio del Interior.


x) “Programa pruebas en terrenos de densímetro” ID N° 623-15-LP12 Plan Frontera Norte. Dispone que las pruebas en terreno se realizarán en Hito Cajón, II región, el martes 12 de junio de 2012.


y) Certificado de 4 de junio de 2012, de SAS R&D Services Inc, de que se otorga la distribución exclusiva a Tecnodata Ltda para la licitación N° 623-15-LP12.


z) Res. 3355, de 06 de junio de 2012. “Aprueba conformación de comisión evaluadora de las ofertas recibidas en la propuesta pública para la adquisición de 52 densímetros”.


La misma fue integrada por Felipe Baeza Prieto, designado para estos efectos por el Jefe de la División de Estudios; Rodrigo Muñoz Toledo, de la División de Estudios; Chrystian Urzúa Bilbao, designado para estos efectos por el Jefe de la División de Administración y Finanzas, César Saavedra Robles, designado para estos efectos por el Jefe del Departamento de Servicios Generales, y Manuel Cacho Gálmez, designado para estos efectos por el Jefe de la División Jurídica.


a.1) Res. 3412, de 7 de junio de 2012, designa a Germán Cristián Salinas Villagra, Subcomisario de la Policía de Investigaciones, como experto para emitir opinión técnica en la licitación pública para la adquisición de densímetros.


a.2) Acta de comparecencia, de 12 de junio de 2012, sobre visita a terreno y pruebas de los equipos ofertados en licitación pública para la adquisición de 52 densímetros, ID N° 623-15-LP12. Sólo participó Tecnodata Ltda.


a.3) Informe de 13 de junio de 2012, emitido por Germán Salinas Villagra, certificando que el equipamiento ofertado por Tecnodata Ltda. cumple con la totalidad de las características mínimas requeridas por el Ministerio en las bases de licitación ID N° 623-15-LP12.


a.4) Acta de 21 de junio de 2012, sobre evaluación y adjudicación de la licitación pública para la adquisición de 52 densímetros, ID N° 623-15-LP12.


Concluye que, luego de analizar pormenorizadamente las ofertas presentadas en la licitación pública de que se trata, la Comisión Evaluadora resuelve proponer la adjudicación de la oferta presentada por Tecnodata Ltda., por considerar que esta es conveniente a los intereses del Ministerio.


a.5) Res. 3964, de 25 de junio de 2012. “Adjudica licitación pública para la adquisición de 52 densímetros, ID N° 623-15-LP12, a la empresa Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda.”, por $ 1.218.540.960.- IVA incluido.


Tiene timbre “totalmente tramitado” de fecha 5 de julio de 2012.


a.6) Certificado N° 130, de 25 de junio de 2012, del Jefe del Departamento de Presupuesto y Contabilidad, de que se cuenta con disponibilidad presupuestaria para financiar el compromiso tramitado en Res. 3964, de 25 de junio de 2012.


a.7) Decreto 1068, de 27 de septiembre de 2012. “Aprueba contrato y modificación contractual suscritos con Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Limitada, para la adquisición de cincuenta y dos densímetros, licitación pública ID N° 623-15-LP12, y deja sin efecto decreto N° 931 de 2012”.


Tiene timbre “Contraloría General - Oficina General de Partes”, de fecha 02 de octubre de 2012, y “retirado sin tramitar” de 5 de octubre de 2012.


El contrato en cuestión tiene fecha 22 de agosto de 2012. Lo adquirido fueron 52 densímetros buster, modelo K910B.


La modificación se relaciona con sustituir la garantía, que era una póliza de seguro, por una boleta de garantía bancaria.


a.8) Res. N° 745, de 9 de marzo de 2012. “Aprueba las bases administrativas, bases técnicas y sus anexos para licitar en propuesta pública la adquisición de 52 (cincuenta y dos) fibroscopios”.


a.9) “Preguntas Licitación ID N° 623-14-LP¨12”, entre el 23 y 31 de mayo de 2012, en www.mercadopublico.cl.


a.10) “Manual para el usuario”, de “The ultímate fiberscope”, emitido por SASRAD-USA.


a.11) Presentación de equipo fibroscopia ultímate, de 07 de junio de 2012, por Tecnodata, al Ministerio del Interior.


a.12) Certificado de 5 de octubre de 2012, sobre estado de inscripción en ChileProveedores de Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda. “Hábil”

a.13) “Programa pruebas en terrenos de fibroscopios” ID N° 623-14-LP12 Plan Frontera Norte. Dispone que las pruebas en terreno se realizarán en Hito Cajón, II región, el martes 12 de junio de 2012.


a.14) Certificado de 4 de junio de 2012, de SAS R&D Services Inc, de que se otorga la distribución exclusiva a Tecnodata Ltda para la licitación N° 623-14-LP12.


a.15) Res. 3354, de 06 de junio de 2012. “Aprueba conformación de comisión evaluadora de las ofertas recibidas en la propuesta pública para la adquisición de 52 fibroscopios”.


La misma fue integrada por Felipe Baeza Prieto, designado para estos efectos por el Jefe de la División de Estudios; Rodrigo Muñoz Toledo, de la División de Estudios; Chrystian Urzúa Bilbao, designado para estos efectos por el Jefe de la División de Administración y Finanzas, César Saavedra Robles, designado para estos efectos por el Jefe del Departamento de Servicios Generales, y Manuel Cacho Gálmez, designado para estos efectos por el Jefe de la División Jurídica.


a.16) Res. 3411, de 7 de junio de 2012, designa a Germán Cristián Salinas Villagra, Subcomisario de la Policía de Investigaciones, como experto para emitir opinión técnica en la licitación pública para la adquisición de fibroscopios.


a.17) Acta de comparecencia, de 12 de junio de 2012, sobre visita a terreno y pruebas de los equipos ofertados en licitación pública para la adquisición de 52 fibroscopios, ID N° 623-14-LP12. Sólo participó Tecnodata Ltda. SID Solutions Ltda. no compareció.


a.18) Informe de 13 de junio de 2012, emitido por Germán Salinas Villagra, certificando que el equipamiento ofertado por Tecnodata Ltda. cumple con la totalidad de las características mínimas requeridas por el Ministerio en las bases de licitación ID N° 623-15-LP12.


Asimismo, que el oferente SID Solutions Ltda. no concurrió a la prueba en terreno, por lo cual no se pudo verificar el cumplimiento de las características mínimas requeridas por la entidad licitante.


a.19) Res. 3965, de 25 de junio de 2012. “Adjudica licitación pública para la adquisición de 52 fibroscopios, ID N° 623-14-LP12, a la empresa Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda.”, por $ 615.706.000.- IVA incluido.


a.20) Certificado N° 131, de 25 de junio de 2012, del Jefe del Departamento de Presupuesto y Contabilidad, de que se cuenta con disponibilidad presupuestaria para financiar el compromiso tramitado en Res. 3965, de 25 de junio de 2012.


a.21) Acta de 21 de junio de 2012, sobre evaluación y adjudicación de la licitación pública para la adquisición de 52 fibroscopios, ID N° 623-14-LP12.


Concluye que, luego de analizar pormenorizadamente las ofertas presentadas en la licitación pública de que se trata, la Comisión Evaluadora resuelve desestimar la oferta de SID Solutions Ltda., y proponer la adjudicación de la oferta presentada por Tecnodata Ltda., por considerar que esta es conveniente a los intereses del Ministerio.


a.22) Decreto 1067, de 27 de septiembre de 2012. “Aprueba contrato y modificación contractual suscritos con Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Limitada, para la adquisición de cincuenta y dos fibroscopios, licitación pública ID N° 623-14-LP12, y deja sin efecto decreto N° 930 de 2012”.


Tiene timbre “Contraloría General - Oficina General de Partes”, de fecha 02 de octubre de 2012, y “retirado sin tramitar” de 5 de octubre de 2012.


El contrato en cuestión tiene fecha 22 de agosto de 2012. Lo adquirido fueron 52 fibroscopios Ultimate, modelo FS210.


La modificación se relaciona con sustituir la garantía, que era una póliza de seguro, por una boleta de garantía bancaria.


a.23) Oficio 16762, de 4 de octubre de 2012, al Contralor General de la República, informando publicación de Ciper Chile de 02 de octubre de 2012 y un conjunto de antecedentes, a fin de tenerlos presente en el proceso de toma de razón de los decretos 1067 y 1068, de 2 de octubre de 2012.


a.24) “Oferta económica Asesorías e Inversiones Santa Victoria Ltda. Licitación 586-44-LP10. Adquisición de equipos rayos X, medidores de densidad, visores de fibra óptica y detector narcóticos”, de 30 de junio de 2010, al Servicio Nacional de Aduanas.


a.26) Certificado de 25 de junio de 2012, de SAS R&D, indicando que Asesorías e Inversiones Santa Victoria Ltda, representada por Roberto Weinberger, es su representante y distribuidor exclusivo en Chile desde 1999.


a.27) Contrato de 6 de octubre de 2010, entre el Servicio Nacional de Aduanas y Asesorías e Inversiones San Victoria Ltda, sobre adjudicación N° 586-44-LP10, de cuatro equipos visores de fibra óptica Ultimate Fiberscope y dos equipos medidores de densidad.


a.28) Oficio 16836, de 5 de octubre de 2012, al Contralor General de la República, retirando del trámite de toma de razón, los decretos 1067 y 1068, de 2 de octubre de 2012.


a.29) Res. de 5 de octubre de 2012, que ordena instruir sumario administrativo, a fin de determinar la eventual existencia de responsabilidades administrativas, respecto de las denuncias realizadas por Ciper Chile, en la adquisición de implementos para el Plan Frontera Norte.


a.30) Correo electrónico de 5 de octubre de 2012, de Alejandro Peña a Rodrigo Ubilla, mediante el cual renuncia al cargo, atendido que profesionales de su dependencia llevaron a cabo los procesos cuestionados.


a.31) Oficio 16911, de 8 de octubre de 2012, remitiendo antecedentes al Consejo de Defensa del Estado.


a.32) Oficio 16878, de 8 de octubre de 2012, al Contralor General de la República, complementando información de oficio 16762, y solicitando arbitrar todos los medios a su alcance para esclarecer la situación denunciada, y disponga una investigación especial en relación con el caso.


a.33) Querella ante el Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, de 8 de octubre de 2012, de Rodrigo Ubilla, Subsecretario del Interior, en contra de todos aquellos que resulten responsables en relación a los hechos investigados en RUC 1200990944-1, por la Unidad de Delitos de Alta Complejidad de la Fiscalía Metropolitana Centro Norte, por fraude al Fisco y Violación de Secretos (239 y 246 del Código Penal).


a.34) Escrito de 11 de octubre de 2012, en autos RIT 14994-2012, RUC 1210029671-1, mediante el cual se aclara que Rodrigo Ubilla comparece en juicio de modo individual, pero que se menciona su calidad de Subsecretario del Interior por ser un hecho objetivo relevante.


a.35) Res 7649, de 28 de agosto de 2012. “Designa a Germán Salinas Villagra, de la Policía de Investigaciones de Chile, a Rodrigo Baker Weiss y a Carlos González González, del Instituto de Investigación y Control del Ejército de Chile, como expertos para asesorar técnicamente a la comisión evaluadora de la licitación pública para la adquisición de cámaras termales ID 623-19-LP12”.


Se designó a Germán Salinas Villagra, Sub-Comisario del Departamento de Apoyo Electrónico de la Policía de Investigaciones, como experto en materias de equipamiento tecnológico; Carlos González González en su calidad de experto en materias de optrónica y al Mayor de Ejército Rodrigo Baker Weiss.


a.36) Oficio 4182/3036, de 24 de septiembre de 2012, del Instituto de Investigaciones y Control del Ejército de Chile, sobre informe técnico de cumplimiento de pruebas de campo, sobre cámaras de visión térmica, realizados en Isluga, a cuatro proveedores.


a.37) Certificado de Germán Salinas Villagra, 24 de septiembre de 2012, informando que el equipamiento ofertado por Comercializadora, Exportadora e Importadora C y M SA., en lo que respecta a la línea de producto cámaras termales de más de 18 kms. de detección, cumple la totalidad de las características técnicas, de acuerdo a prueba realizada en Pampa Parajalla, Colchane, región de Tarapacá.


a.38) Certificado de Germán Salinas Villagra, 24 de septiembre de 2012, informando que el equipamiento ofertado por Comercializadora, Exportadora e Importadora C y M SA., en lo que respecta a la línea de producto cámaras termales de más de 4 kms. de detección, cumple la totalidad de las características técnicas, de acuerdo a prueba realizada en Pampa Parajalla, Colchane, región de Tarapacá.


a.39) Certificado de Germán Salinas Villagra, 24 de septiembre de 2012, informando que el equipamiento ofertado por Patroll International SA., en lo que respecta a la línea de producto cámaras termales de más de 18 kms. de detección con torre, cumple la totalidad de las características técnicas, de acuerdo a prueba realizada en Pampa Parajalla, Colchane, región de Tarapacá.


a.40) Informe de Evaluación, de 28 de septiembre de 2012, emitido por Germán Salinas Villagra, señalando que en la licitación N° 623-19-LP12, sobre adquisición de cuatro cámaras termales de más de 18 kms. de detección, no tienen oferentes que cumplan los requisitos mínimos solicitados.


a.41) Informe de Evaluación, de 28 de septiembre de 2012, emitido por Germán Salinas Villagra, señalando que en la licitación N° 623-19-LP12, sobre adquisición de tres cámaras termales de más de 4 kms. de detección, puede ser adjudicada a Comercializadora, Exportadora e Importadora C y M SA., pues cumple con los requerimientos técnicos solicitados.


a.42) Oficio 112, de 30 de octubre de 2012, al Ministro de Defensa Nacional. Reservado.


a.43) Oficio 1595/6495, del Secretario General del Ejército al Jefe de Ayudantía Militar del Ministro de Defensa Nacional. Reservado.


a.44) Oficio 20254, de 30 de noviembre de 2012, a Contraloría General de la República, remitiendo información solicitada sobre Plan Frontera Norte.


a.45) Acompañados por el diputado René Saffirio:


i) Res. 2167, de 1 de junio de 2011. Nombramiento de David Eusebio Huina Valenzuela como Jefe de División de Investigaciones.


ii) Res. 2178, de 1 de junio de 2011. Nombramiento de Constanza del Pilar Farías Prieto como Jefe de División de Carabineros.


a.46) Acompañados por el diputado Enrique Accorsi:


-ORD 01866, de 25 de enero de 2013. Informa que ante denuncia sobre eventual desaparición de un 10% de la droga decomisada en operativos policiales, se interpusieron dos querellas criminales, el 12 y 17 de octubre de 2012. Asimismo, la Fiscalía Regional Metropolitana Sur desarrolla la investigación RUC 1200698648-8.


Finalmente, que la recepción, custodia y destrucción de sustancias ilícitas, las plantas y materias primas destinadas para su elaboración es responsabilidad del Servicio de Salud correspondiente.

Ministerio de Salud


a) ORD 3916, de 13 de diciembre de 2012, al Presidente de la Cámara de Diputados.


Informa que no puede remitir antecedentes relativos a la eventual pérdida de un 10% de la droga decomisada, en proceso de incineración, que debió ser destruida durante el año 2010, pues podría entorpecerse la investigación desarrollada por el Ministerio Público.


Asimismo, adjunta ORD 1707, de 25 de octubre de 2012, del Instituto de Salud Pública de Chile, que informa sobre cantidad de droga recibida en 2010, y eventuales razones de diferencia entre las cantidades recibidas y efectivamente destruidas.


El documento fue acompañado por el diputado Enrique Accorsi.


b) Querella del Servicio de Salud de Iquique, de 12 de julio de 2011, en contra de todas aquellas personas que resulten responsables del delito de estafa (470 N° 8 en relación al 467 del Código Penal).


El ilícito consistiría en que MEDITEC SA emitió a sabiendas, una factura por la compra de equipos a nombre del Servicio de Salud de Iquique, la factorizó en la banca factoring del Banco Santander, y luego, antes que se le informara por ese Servicio de un error de referencia en la emisión de la factura, emitió una segunda factura por los mismos conceptos, pero sobre la base de una orden de compra emitida por otro Servicio de Salud, a nombre del Gobierno Regional de Tarapacá, con el objeto de que se le pagara el mismo precio. Así, recibiría dos veces el precio de los equipos.


El documento fue acompañado por la Intendenta Luz Ebensperger.

Contraloría General de la República


a) Informe de investigación especial N° 13, de 26 de septiembre de 2012, sobre supuestos hechos ilegales en la ejecución del proyecto “adquisición e Instalación equipo horno incinerador Hospital de Iquique”, en el Servicio de Salud Iquique. En él, se concluyó lo siguiente:


i) Que el proyecto fue válidamente aprobado por el GORE de Tarapacá, pero que el Servicio de Salud agregó en las bases de licitación cuestiones no contempladas en la aprobación;


ii) Que la cotización sobre el valor normal fue producto de que la empresa MADITEC incluyó en la segunda de ellas el valor de las obras civiles exigidas en las bases de licitación, pero no aprobadas por el GORE de Tarapacá.


iii) Que en el caso, haber evitado la licitación pública se ajustó a la normativa;


iv) Que no se determinó de modo fehaciente e indubitado quien ejecutó las obras civiles;


v) Que no se nombró un inspector fiscal para controlar el cumplimiento cabal y oportuno del convenio;


vi) Que hay inconsistencia entre el plazo de ejecución establecido en el contrato con Meditec SA. y el acta de entrega de entrega de terreno por la Unidad Técnica a esa empresa;


vii) Que durante 41 días, el proyecto no estuvo cubierto mediante boleta de garantía;


viii) Que el cobro de la boleta de garantía fue tardío;


ix) Que a pesar de estar en conocimiento del incumplimiento contractual, la autoridad de salud igualmente remitió a pago la segunda factura de MEDITEC SA, lo que podría haber ocasionado un doble pago. Asimismo, que no se hallaron antecedentes de haberse realizado las diligencias dispuestas en la ley 19.983; inconsistencia de fechas entre lo declarado en la querella del Servicio de Salud de Iquique y el alta de inventario de uno de los equipos (21 de abril de 2011 - 25 de enero de 2011).


Finalmente, que se decidió iniciar un proceso disciplinario a fin de establecer eventuales responsabilidades administrativas y falta de probidad.


El documento fue acompañado por el diputado Hugo Gutiérrez.


b) Dictamen 070533, de 14 de noviembre de 2012, “Comunica inicio de visita y solicita información que indica”, al Subsecretario del Interior, sobre verificación de correcto uso de los fondos y procedimientos administrativos relativos al Plan Frontera Norte.


c) Dictamen 076164, de 7 de diciembre de 2012, a Subsecretaría del Interior, informando suspensión de auditoría, atendido lo informado en oficio de esa Institución N° 20254, de 2012.

Biblioteca del Congreso Nacional


a) “Plan Frontera Norte en Chile y experiencia comparada”.


Minuta sobre los objetivos, líneas de acción y plazos de ejecución del Plan Frontera Norte, y de experiencias comparadas reseñadas para su elaboración, como la experiencia brasileña con el plan “Frontera Segura”, donde las FF.AA. adquieren un rol relevante en las operaciones de vigilancia y control; y el plan argentino “Escudo Norte”, donde el papel de las fuerzas se limita al manejo de los radares para luego entregar la información a la fuerza policial correspondiente.


b) “Caso sobreprecios” en la Subsecretaría del Interior.

Sistematización de la información de prensa en la materia.


c) “Plan Frontera Norte: Renuncias en el marco de presuntas irregularidades en las licitaciones”.


Minuta en base a información del sitio web del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, sobre los cargos y facultades de Alejandro Peña Ceballos, Felipe Baeza Prieto, Carlos Álvarez Sanhueza y René Castellón Argote, funcionarios que presentaron su renuncia o les fue solicitada, como resultado de la denuncia realizada por Ciper Chile por presuntos sobreprecios en el marco de la licitación para la adquisición de equipos para el Plan Frontera Norte.


d) “Rol de Fuerzas Armadas en combate al narcotráfico: experiencia comparada”.


Minuta sobre la actuación de las fuerzas armadas en América Latina, con especial énfasis en Argentina, Bolivia, Brasil, México y Perú.


e) Sin título.


Cuadro esquemático elaborado a petición del diputado Enrique Accorsi, que informa detalles de compra y montos involucrados en compras, desde 2007 hasta 2012, de Tecnodata Ltda. con Gendarmería de Chile, el Servicio Nacional de Menores, Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el de Transportes y Telecomunicaciones.


Para igual período y con diversas instituciones públicas, se detallan compras realizadas a Tecnodata SA.

Policía de Investigaciones de Chile


a) Res. N° 212, de 15 de abril de 2013, sobre adquisición de fibroscopios desde el año 2006 hasta el 2011. Reservado.

Ciper Chile


a) “Ministerio del Interior licita equipos para detectar drogas y paga cerca de 400% de sobreprecio”. Artículo de prensa del 02 de octubre de 2012.


b) “Nuevos antecedentes confirman sobreprecio en licitación de equipos para detectar drogas”. Artículo de prensa del 04 de octubre de 2012.


c) Correo electrónico de Alfredo Giacoman a Roberto y Daniel Weinberger, de 20 de febrero de 2012, referente a copia de la oferta económica de ITI a la Policía de Investigaciones por los fibroscopios.


d) Correo electrónico de Roberto Weinberger a Alfredo Giacoman, de 6 de junio de 2012, indicando que el precio del buster con 3 años de garantía es de USD 19,625.00.- más IVA, y se sugiere que los valores de los fibroscopios autorreparable sea $ 9.500.000.- más IVA y del buster K910 3 años de garantía de fábrica más pértiga de 2 mts., $ 14.500.000.


e) Correo electrónico de Alfredo Giacoman a Roberto Weinberger, de 6 de junio de 2012, consultando aclaraciones en valores de productos.


f) Correo electrónico de Alfredo Giacoman a Roberto y Daniel Weinberger, de 11 de junio de 2012, referente a postulación en licitación sobre fibroscopios.


g) Correo electrónico de Alfredo Giacoman a Roberto y Daniel Weinberger, de 26 de junio de 2012.


h) Correo electrónico de Alfredo Giacoman a Roberto Weinberger, de 4 de julio de 2012, anunciando que la adjudicación se realizará en fecha próxima.


i) Correo electrónico de Alfredo Giacoman a Roberto y Daniel Weinberger, de 6 de julio de 2012, con el siguiente mensaje “Estimados amigos, Lo prometido es cumplido. Felicidades, llegó la hora de celebrar.”, adjuntando órdenes de compra por densímetros y fibroscopios.


j) Correo electrónico de SAS R&D a Gustavo Villarrubia, de 4 de septiembre de 2012, indicando que el precio básico por un equipo Buster es USD 9,000.00.- en fábrica.


k) Correo electrónico entre SAS R&D y Procomex America, en septiembre de 2012. Se indica que tienen un representante permanente en Chile.

Tecnodata Limitada


a) Balance clasificado. Enero a diciembre de 2012.


b) Correos electrónicos a Hugo Federico, de 10 y 18 de agosto de 2011, sobre término de relación comercial.


c) Correo electrónico de Hugo Federico, de 05 de septiembre de 2011, sobre término de relación comercial.


d) 2 Facturas al Servicio de Gobierno Interior, 5 a Gobiernos Regionales y 2 a la Dirección de Logística de Carabineros.


e) “Consulta situación tributaria de terceros”, emitida por el Servicio de Impuestos Internos el 25 de junio de 2013, sobre “Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda.” e “Importaciones y Exportaciones Tecnodata S.A.”.


f) Orden de compra N° 623-1815-SE12, de 06 de julio de 2012, de 52 densímetros, por 
$ 1.218.540.960.- IVA incluido.


g) Orden de compra N° 623-1816-SE12, de 06 de julio de 2012, de 52 fibroscopios, por 
$ 615.706.000.- IVA incluido.


h) Boletas de garantía de seriedad de la oferta, a favor del Ministerio del Interior, solicitada por “Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda.”, en:


i) Banco de Chile, emitida el 05 de junio de 2012, valida hasta el 07 de septiembre de 2012, por $ 50.000.000.- en ID 623-14-LP12.


ii) Banco de Chile, emitida el 05 de junio de 2012, valida hasta el 07 de septiembre de 2012, por $ 50.000.000.- en ID 623-15-LP12


iii) Banco de Chile, emitida el 31 de agosto de 2012, valida hasta el 13 de diciembre de 2012, por $ 100.000.000.- en ID 623-19-LP12


iv) Banco de Crédito e Inversiones, emitida el 26 de septiembre de 2012, válida hasta el 16 de marzo de 2015, por $ 123.141.200.- en ID 623-14-LP12


v) Banco de Crédito e Inversiones, emitida el 26 de septiembre de 2012, válida hasta el 16 de marzo de 2015, por $ 243.708.192.- en ID 623-15-LP12.


i) Factura proforma N° 21, de 06 de julio de 2012, de Santa Victoria, por 52 Buster k910 con pértiga de 2 mts. y 52 Ultimate Fiberscopes, por USD 2,011,867.00.-


j) “Aviso de emisión de carta de crédito de importación”, de 20 de julio de 2012. Emitido por el Banco Santander Santiago, por USD 2,011,8673.00.-


k) “Costos licitación Ministerio del Interior”.


Resumen de los gastos por servicios post venta solicitados en licitación. Estimando un tipo de cambio de USD1 = $ 510, la rentabilidad del proyecto sería 22,42%.


l) “Confirmación orden de compra”, emitida por Phoenix American Technologies:


i) 30 de septiembre de 2009, por 5 densímetros merlin-133. Total neto US$ 121,550.00-


ii) De 8 de octubre de 2009, por 5 fibroscopios 12mm con fuente externa de luz. Total neto US$ 78,275.00.-


m) Cotizaciones, de 7 de septiembre de 2011, a Roberto Gómez, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por:


i) 30 kits completos de densímetros merlin 133 con brazo de 0,5 metros. Total 
$ 892.285.800.- 


ii) 30 sistemas fibroscopios con fuente de poder externa de alta intensidad de emisión de luz, para revisión de estanques de combustible y contenedores. Capacidad de rotación de terminal del fibroscopios de 360°, 12 mm de espesor y 1,5 metros de longitud. Total 
$ 590.700.018.-


iii) 3 solución termal dual de hasta 22 km con software de detección automática. Total 
$ 571.200.000.-


iv) 40 visor termal jenoptic modelo vario view 150. Total $ 1.422.799.986.-


v) Los valores de todas las cotizaciones incluyen el valor del IVA, impuestos de internación, gastos de aduana, capacitaciones y garantía de 12 meses.


n) Correo electrónico a Roberto Weinberger, de 8 de junio de 2012, consultando valor de un producto que indica.

Felipe Baeza Prieto


a) Declaración ante el Ministerio Público, de 7 de enero de 2013.


b) Declaración ante el Ministerio Público, de 17 de octubre de 2012, de Rodrigo Ubilla Mackenney.

V. CONSIDERACIONES QUE SIRVAN DE BASE A LAS CONCLUSIONES O A LAS PROPOSICIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.


Con el voto favorable de los diputados señores Accorsi, don Enrique; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Vargas, don Orlando y Walker, don Matías y el voto en contra de las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia y Zalaquett, doña Mónica y los diputados señores Browne, don Pedro; Delmastro, don Roberto; Hasbún, don Gustavo y Rosales, don Joel, vuestra Comisión rechazó las conclusiones y proposiciones formuladas por el diputado Schilling, don Marcelo, cuyas consideraciones son las siguientes:

1) Objetivos de la Comisión Investigadora.


Esta Comisión tuvo por finalidad investigar las posibles irregularidades que se pudieron haber cometido en la Implementación del Plan Frontera Norte


La finalidad de este plan era evitar el ingreso y salida de la droga y el contrabando por los pasos habilitados y no habilitados terrestres y marítimos; coordinando instituciones como Carabineros, PDI, Aduana, SAG, Directemar, Ministerio del Interior, Intendencia, y un presupuesto estimativo que se plateó en un monto estimado -desde 2011 a 2014- de 35 mil millones de pesos, más o menos 70 millones de dólares, que se desagregan en 7 millones en 2011, 10.016 millones en 2012, 17.000 millones en 2013 y 500 millones en 2014.

2) Presuntas irregularidades en el Marco del Plan Frontera Norte


La dirección del Plan Frontera Norte estuvo a cargo, del ciudadano Alejandro Peña. El ahora renunciado funcionario, sucumbió ante la denuncia efectuada durante los días 2 y 4 de octubre de los corrientes, por el Centro de Investigación e Información Periodísticas, Ciper, a través, de su sitio electrónico: http:/ciperchile.cl, y en reportajes sucesivos entregó a la opinión publica, antecedentes de una serie de hechos que eventualmente pueden configurar responsabilidad.


Conforme a los antecedentes disponibles, con fecha 7 de junio de 2012, el citado Ministerio de Estado, por intermedio de la Subsecretaría del Interior, adquirió en virtud de este “Plan Frontera Norte”, densímetros (que corresponden a un escáner portátil para la detección de droga) y fibroscopios para detectar drogas, por un total de $ 1.834 millones. Por cada densímetro canceló $ 23,4 millones a la empresa Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda., no obstante que según la información que señala el reportaje, su fabricante los vende en Estados Unidos en la suma equivalente en moneda nacional de $ 4,3 millones, lo que acreditaría un sobreprecio conforme a las condiciones de equidad que habitualmente prevalecen en el mercado.


La referida licitación fue adjudicada a la empresa Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda. mediante la Resolución Exenta Nº 3964 de fecha 25 de junio de 2012, suscrita por el Subsecretario del Interior Sr. Rodrigo Ubilla Meckeney. Entre los fundamentos del referido acto administrativo, que sólo se menciona que sólo se presento un único oferente y que éste concurrió a la visita en terreno y prueba de los equipos ofertados, empero, escuetamente señala una “adecuada evaluación de los aspectos económicos”, lo que resulta contrario al telos de la ley Nº19.886 sobre contratos administrativos de suministros y prestación de servicios, pues, resulta evidente que el citado proceso de licitación no cumplió el objetivo que “permitan alcanzar la combinación más ventajosa entre todos los beneficios del bien o servicio por adquirir y todos sus costos asociados, presentes y futuros”.


Según lo informado profusamente en diversos medios de prensa, en relación a los densímetros, es necesario atender a ciertos datos objetivos para entender la magnitud de los hechos en comento: su fabricante en Estados Unidos es la empresa SAS R&D SERVICES INC. la que vende cada unidad en US$ 9.000 (equivalente a unos $ 4,3 millones de pesos aproximadamente) en su mercado local. Evidentemente, el costo del transporte a Chile e internación, además de la garantía y servicio técnico, aumentan el precio, como son usualmente los costos de seguro, flete e internación (valor CIF), empero, el incremento fue claramente desproporcionado, pues el Ministerio del Interior pago en valor neto la suma de 
$ 19.692.000 por cada unidad, como se desprende la orden de compra Nº623-1815 SE12, lo que mas el incremento correspondiente al Impuesto al Valor Agregado, cuya tasa corresponde al 19% del valor neto, el desembolso fue de $ 23.433.480 por unidad.


La licitación de los densímetros fue acompañada de otra adquisición tecnológica para el combate contra el narcotráfico: la adquisición de 52 fibroscopios, equipos flexibles que permiten revisar ductos y compartimentos de difícil acceso, como los estanques de combustible de los vehículos. Como indica el reportaje de Ciper, el Ministerio del Interior compró cada unidad a un precio de $ 9.950.000 valor neto, lo que sumado el IVA dio como valor total la suma de $ 11.840.550, lo que se ratifica con la orden de compra que se acompaña en el segundo otrosí de esta presentación. Lo anterior, indica el reportaje, en circunstancias que en el mercado chileno hay una empresa -SID Solution- que vende equipos similares, un 30% más baratos, en definitiva la Orden de compra Nº 623-1816-SE12, se emitió por la suma total de 615.706.000.


Como fue señalado, ambas licitaciones, de los instrumentos mencionados, estos fueron vendidos al Ministerio del Interior por la empresa Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda., la única empresa que pudo cumplir los requerimientos de las dos licitaciones que fueron abiertas por esa cartera el pasado 18 de mayo de 2012 y cuyo proceso se cerró tres semanas después el 7 de junio de los corrientes.


A partir de estos hechos, es que surgen situaciones que no resultan justificadas, es así que, requerido por Ciper el representante legal del proveedor beneficiado en estas licitaciones, Alfredo Giacoman Assi, gerente general de Tecnodata, explicó que él quiso comprar los equipos directamente a su fabricante en Estados Unidos, la empresa SAS R&D Services 
INC. domiciliada en 2371 S.W. 195 avenue Miramar, Florida, pero que estos le habrían respondido que no podían venderle ni darle una cotización de precios porque tenían un representante exclusivo en Chile: Asesorías E Inversiones Santa Victoria Limitada, una empresa gastronómica dedicada a la impoRtación de productos Gourmet según el reportaje y su propio sitio web (www.santavictoria.cl), y cuyo objeto social resulta al menos discutible para el área tecnológica a la cuál se dedica la firma Norteamericana.


Es por esta razón, que supuestamente Alfredo Giacoman, en representación de Tecnodata Ltda., aseguró que debió entenderse con Asesorías E Inversiones Santa Victoria Limitada, empresa que le vendió cada densímetro en US$ 24.564 (unos $ 11,6 millones) y cada fibroscopio en US$ 14.125 (cerca de $ 6,7 millones). El total de la compra habría sido de 
US$ 2.011.867 (alrededor de $ 955 millones). de 2012, el mismo día en que su empresa 
-Tecnodata- se adjudicó la licitación.


En el evento que Tecnodata Ltda. hubiese cancelado a Asesorías E Inversiones Santa Victoria Limitada los $ 955 millones por los densímetros y fibroscopios, el margen de utilidades era significativo pues la adjudicación venderlos al Ministerio del Interior, suma en total $ 1.834 millones, lo que da una diferencia de $ 879 millones (monto al que se debe descontar el 19% correspondiente al IVA). Pero aún con la recarga del impuesto, es discutible la explicación sobre el abultamiento del precio, a raíz del monto del impuesto como aparece de la declaración pública efectuada por el Ministerio del Interior y que se acompaña, pues conforme a las reglas del cálculo de impuestos del Impuesto a las ventas y servicios Tecnodata Ltda. podía imputar como crédito el IVA por la supuesta compra efectuada a la empresa Asesoría E Inversiones Santa Victoria Limitada, lo que desbarata la justificación por los precios abultados.


En este último punto, cobra relevancia el hecho que se afirme que el distribuidor exclusivo en Chile es Asesoría e Inversiones Santa Victoria Limitada, porque de otro modo resulta inexplicable que en el proceso de licitación Nº 623- 15- LP12, se acompañe por el único oferente (Tecnodata) un certificado de fecha 4 de junio de 2012, en virtud de la cuál el señor TED SAS presidente de SAS R&D Services INC. certifica que la empresa entrega la distribución exclusiva en Chile a Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda. RUT 78.722.360-5, exclusivamente para la Licitación Nº 623-15-LP12.


Por otro lado conforme a los antecedentes publicados por Ciper con fecha 4 de octubre de 2012, se publican una serie de correos electrónicos entre los representantes de la empresa intermediaria (Asesoría e inversiones Santa Victoria) y Tecnodata Ltda., los que revelan que existió entrega de información desde la cartera ministerial, pues el principio de igualdad de los oferentes, hace impensable que un proveedor pueda contar con este tipo de informaciones en pleno proceso licitatorio.


Los hechos anteriores dan cuenta de una serie de artificios y faltas en la debida superviligilancia llevada a cabo en la licitación de ambos equipos para la detección de la droga.


3) Antecedentes que se desprenden de las diversas declaraciones vertidas en la Comisión.


Declaraciones del Subsecretario del Interior don Rodrigo Ubilla Mackeney. De sus declaraciones cabe destacar lo siguiente:


“Entonces, en abril de 2011, se generó la División de Estudios, con Alejandro Peña como jefe. Estaba compuesta por tres unidades: Crimen Organizado, Orden Público y la Unidad de Proyectos, a cargo de don Marko Magdic, Sylvia Delgado y Felipe Baeza, respectivamente. Ellos llegaron a trabajar en abril e inmediatamente se les asignaron responsabilidades acotadas a lo que sería su plan de trabajo para el período 2011-2014.”.


“Nombramos la comisión evaluadora, integrada por Felipe Baeza y Rodrigo Muñoz, los dos de la unidad de proyectos; Cristián Urzúa, funcionario de la Dirección de Administración y Finanzas; César Saavedra, de Servicios Generales, y Manuel Cacho, de la Unidad Jurídica. Aquí están todos los documentos oficiales”.


“En el caso de Felipe Baeza, la recomendación de su contratación la hizo el propio Alejandro Peña. Cuando el señor Baeza comenzó a trabajar le solicité que me entregara su currículum. Lo entrevisté personalmente y su contratación respondió a que cumplía con un perfil previamente definido en el organigrama del Ministerio, en este caso, de la División de Estudios. Él es el único jefe de área, de profesión ingeniero comercial, que asumió una responsabilidad entre abogados encargados del crimen organizado, precursores químicos, etcétera y, básicamente, su objetivo, con su experticia profesional, era sacar adelante los proyectos de apoyo a las otras unidades.


Reitero, la contratación de Felipe Baeza fue por recomendación de Alejandro Peña, pero por decisión mía, ya que yo instruyo la firma de los contratos respectivos en función del perfil curricular, en este caso, de Felipe Baeza.”.


“En el caso de la licitación de densímetros y fibroscopios, desde el comienzo les pedí a los funcionarios que estaban a cargo del trabajo en conjunto con las instituciones, en este caso Carabineros e Investigaciones, no sólo la definición de las bases, sino que desde el diagnóstico y levantamiento de las necesidades del Plan Frontera Norte. Como paso siguiente, una vez aprobado dicho plan y definido el presupuesto para el 2012, se siguió con la misma metodología: trabajar con las instituciones policiales en la definición de las características técnicas de los instrumentos, densímetros y fibroscopios, y en los valores referenciales.”

“La determinación del precio correspondió a la División de Estudios, en concreto al Departamento de Proyectos. No obstante, hay un antecedente que no poseo, pero está acompañado en el expediente del tribunal, en el Ministerio Público y se podría conseguir más adelante.


“Al preparar las bases administrativas, junto con un abogado, se redacta y se remite por correo el proyecto de base administrativa al encargado del Departamento de Proyectos, para que complementen aquellas bases técnicas o digan lo que tengan que decir en relación con ello. Es decir, un pimponeo constante, disculpando el término, pero van y vienen las bases, basta definirlas.”.


“Al respecto, hay un correo anterior a marzo, mes en que se aprobaron las bases -debe ser de febrero- en el cual la División Jurídica remite al Departamento de Proyectos las bases administrativas, pero sin precio. Es por esta razón que nosotros no lo conocíamos. A vuelta de correo llegan las bases administrativas con el precio señalado por el Departamento de Proyectos.


Yo no tengo acceso a ese mensaje, ya que emanó de una persona que trabajó conmigo. Sin embargo, ese mail existe y aparece en el expediente que se encuentra en el Ministerio Público. Eso en relación con el precio”.

Conclusiones parciales:


No queda claro en definitiva quien fija los precios de la licitación de densímetros y fibroscopios, por la magnitud de los montos involucrados debería, es más desvía el tema haciendo alusión a un correo que se encuentra en la carpeta investigativa y que por tanto no es conforntable con sus dichos, sólo haciendo una alusión vaga a que se determinó en el Departamento de Proyectos de la División de Estudio.


Tampoco queda claro como se llega al abultado precio, métodos ocupados antecedentes tenidos a la vista, etc.


De la Declaración Victor Hugo Merino jefe de la dirección jurídica de la Subsecretaria del Interior cabe destacar:


“La determinación del precio correspondió a la División de Estudios, en concreto al Departamento de Proyectos. No obstante, hay un antecedente que no poseo, pero está acompañado en el expediente del tribunal, en el Ministerio Público y se podría conseguir más adelante”.


“En cuanto a la determinación del precio, insisto en que esta se hizo a través del Departamento de Proyectos y, de acuerdo a los antecedentes que hemos ido recabando y lo que señaló el subsecretario cuando estuvo en esta Comisión, pareciera que para esos efectos contó con la colaboración de personal de Carabineros o de Investigaciones. En la prensa se citó un mail de Carabineros remitido a Felipe Baeza y ese es el único conocimiento que yo he tomado respecto de la forma como se habría fijado el precio. Lo concreto es que cuando nosotros, como División Jurídica, necesitamos un precio para señalarlo en las bases, el Departamento de Proyectos nos provee del mismo.


“Yo no he señalado que alguno de los miembros de la Comisión haya tomado contacto con los proveedores, sino que puede ser, y así lo señalan los informes de prensa, los que habrá que corroborar a través del sumario y del proceso de investigación del Ministerio Público. Es posible que uno o más funcionarios hayan tomado contacto con proveedores, pero no estoy diciendo que lo hayan hecho todos los miembros de la Comisión. Yo formé parte de dos comisiones, pero no tuve contacto con los proveedores.”.


“El 2 de octubre la primera publicación de Ciper hace una denuncia sobre 400 por ciento de sobreprecio por el pago de densímetros y fibroscopios. Ya expliqué que no habíamos pagado absolutamente nada, porque recién ese mismo día ingresaba a la Contraloría para toma de razón el último trámite, por lo cual no era posible pagar. Respecto de la información de prensa, hay una diferencia y lo que pasó en ese momento, inmediatamente conocido el hecho, fue la preocupación de la Subsecretaría de saber si realmente existía un sobreprecio de esa magnitud.”
Conclusiones Parciales:


No hay claridad de un sujeto tan vital como es el Jefe de la Dirección Jurídica de la Subsecretaria del Interior de Cómo se llegan a los montos.


Admite expresamente la posibilidad de que hayan habido contactos directos entre proveedores y funcionarios públicos del Ministeruio de Interior.


Recién cuando la información sale a la prensa la Subsecretaría toma Cartas en el asunto e investiga los evetuales sobreprecios.

Declaración Alejandro Peña Ceballos.


“En cuanto a la primera pregunta, nunca vi el decreto de nombramiento. He sido juez del crimen, relator, fiscal regional y nunca vi los decretos físicamente. Pero sí me dieron las tarjetas de visita y estas decían: “Jefe de División de Estudios”, y todos me decían que era el jefe de la División de Estudios y así lo creí. Nunca he visto los decretos.”.


No obstante, según mi interpretación, la pregunta va dirigida a quién autorizó la adquisición de los equipos a ese precio. Usted dijo que el jefe de proyectos, don Felipe Baeza, no tenía atribuciones por sí ni ante sí para determinar una compra por ese monto.


El precio estipulado era referencial, sin embargo, quien tomó la decisión es el subsecretario Ubilla, que fue quien firmó la resolución e hizo la licitación, pues él es el jefe del servicio. En todo este contexto es él quien lidera el proceso, sin embargo, respecto de la génesis de esto existe un precio referencial.

Conclusiones Parciales:


Una primera irregularidad está dada por el hecho de que nunca hubo un nom bramiento de conformidad a la ley, esto, es nunca se expedió el decreto respectivo.


Señala que quien autprizó la adquisiciones de los y los montos de estos fue don Rodrigo Ubilla Mackeney.

Declaración Rocío Martínez, empresaria del rubro, Gerente General de Segtec Chile.


“¿Usted consideró que el presupuesto de los fibroscopios era altísimo? ¿Cuánto más por sobre el precio de mercado? Sí, era muy alto. Si bien yo nunca había vendido equipos de ese tipo, tenía la referencia de que la Aduana era su principal comprador en cantidades, en virtud de todos los controles aduaneros que tiene.”

¿Por qué tenía referencia de los precios? Porque la Aduana, una vez que comenzaron las compras públicas, tenía un presupuesto para, por ejemplo, implementar distintos equipos en el complejo aduanero de Chacalluta. Entonces, en una sola licitación pedían varios equipos, como fibroscopios, densímetros y detectores de droga. No todas las empresas tenían todos los equipos que se pedían. Entonces, por ejemplo, yo me presentaba con equipos detectores droga y otra compañía se presentaba con fibroscopios o densímetros. Incluso, una empresa se podía presentar con dos equipos, pero yo lo hacía solo con uno, porque era el único que tenía de todo el pliego. Como las ofertas se abrían públicamente con todos los oferentes, en ese minuto también se veían los precios, y por eso yo tenía noción de qué valores se manejaban en el mercado público de este tipo de tecnología. Por eso, cuando vi la cantidad de equipos que pedían -que eran bastantes- y el presupuesto, consideré que era atómico.


Diputado Walker (Presidente): ¿Qué tan desproporcionado encontró usted que eran los equipos respecto del precio de mercado? ¿Cuántas veces por sobre el valor de mercado razonable? No estamos hablando del mercado internacional, porque entiendo que hay costos relacionados. De acuerdo a la referencia que manejo, el valor de los fibroscopios era, aproximadamente, de 6 millones de pesos por unidad.


Diputado Walker (Presidente): En el caso de los densímetros, se cotizaron en 24 millones y en el caso de los fibroscopios, 16 millones de pesos. Eso forma parte del reportaje de Ciper y ya se dio a conocer en los medios de comunicación.

Conclusiones Parciales:


Si bien esta conocedora del rubro quedó fuera del proceso licitatorio por no haber podido concurrir a la prueba en terreno resulta claro que aporta un dato de suma relevancia: los precios de los fibroscopios estaban totalmente alejados del precio de mercado, si bien el señor Alfredo Giacoman Assi en la misma línea que el señor Rodrigo Ubilla justifican dicho mayor precio a los servicios de Post venta de la empresa Tecnodata, lo cierto es que este en ningún caso puede equipararse al precio del instrumento mismo (que de $ 6.000.000 por unidad se eleva a $ 16.000.000 por Unidad)

INFRACCIONES COMETIDAS A LA LUZ DE LOS ANTECEDENTES
VERTIDOS EN AL COMISIÓN


1) Respecto irrestricto del principio constitucional de probidad.


La Constitución Política de la República establece que “el ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones” (artículo 8º, inciso 1º). ¿En qué consiste este principio? El Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua identifica el término “probidad” con “honradez” y define ésta, a su vez, como “rectitud de ánimo, integridad en el obrar”. Según la ley, el principio de probidad administrativa consiste en “observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular” (artículo 52, inciso 2º, de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado). A continuación se revisan brevemente las distintas partes de la definición legal.


A nuestro entender se ha producido una desprolijidad de tal magnitud, en el entendido que, el Subsecretario quien es al fin y al cabo quien firma el decreto de La referida licitación por el cual se le adjudicó a la empresa Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Ltda. mediante la Resolución Exenta Nº 3964 de fecha 25 de junio de 2012,. Entre los fundamentos del referido acto administrativo, que sólo se menciona que sólo se presento un único oferente y que éste concurrió a la visita en terreno y prueba de los equipos ofertados, empero, escuetamente señala una “adecuada evaluación de los aspectos económicos”, lo que resulta contrario al telos de la ley Nº19.886 sobre contratos administrativos de suministros y prestación de servicios, pues, resulta evidente que el citado proceso de licitación no cumplió el objetivo que “permitan alcanzar la combinación más ventajosa entre todos los beneficios del bien o servicio por adquirir y todos sus costos asociados, presentes y futuros”.


De lo expuesto queda de manifiesto que no se impuso el interés general por sobre el particular, no hubo una maximización del presupuesto asignado al Plan Frontera Norte.

2) Deber de las autoridades y jefaturas. Obligaciones de mayor relevancia en la gestión pública. 


Las autoridades y jefaturas tienen algunas obligaciones adicionales a las del resto de las personas que trabajan para la Administración del Estado. Como la organización administrativa tiene una estructura jerárquica a los superiores les corresponde no sólo dirigir a los subordinados, sino también controlar su comportamiento. Es lo que se llama “control jerárquico”. Este control debe ser permanente y se extiende a los siguientes aspectos de la actuación del personal: 


a. La eficiencia y la eficacia.


b. La legalidad.


c. La oportunidad.


De allí que la ley exija a la Administración del Estado contar con medios de control idóneos, que permitan una gestión eficiente y eficaz, según lo dispone el artículo 15 de la Ley N18.575. Una de las herramientas creadas para este fin es la auditoría interna, asumida por las auditorías ministeriales y por servicio. Éstas apoyan la labor de las jefaturas de cada servicio y son coordinadas por el Consejo de Auditoría General de Gobierno. 


Se considera que una persona es autoridad de gobierno o jefatura cuando dirige algún nivel jerárquico dentro del sector público, sea un Ministerio, una Subsecretaría, una División, un Departamento, una Sección o una Oficina (Art. 27 y 32 Ley Nº18.575, Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado)


Según la Contraloría General de la República “autoridad” es aquella persona revestida de poder o de mando (Dictámenes Nº 45.537/1980 y Nº 17.860/1983) y “jefatura”, el personal que tiene responsabilidades de dirección y fiscalización, tanto si se trata del jefe superior de un servicio o de otras jefaturas subordinadas a aquél (Dictámenes Nº 30.488/1984 y 
Nº 6.611/1974)


La Contraloría General de la República ha señalado que el control jerárquico no sólo es parte de las atribuciones de las autoridades y jefaturas: también es un deber para ellas. De allí que su incumplimiento origine la necesidad de castigar esa omisión. Si se produce una irregularidad y las autoridades y jefaturas no adoptaron previamente medidas preventivas para evitarlo también tienen responsabilidad en lo ocurrido.


Lo anterior no se opone a que subsista siempre la responsabilidad personal del subordinado que hubiese actuado de manera ineficiente, ineficaz, ilegal o inoportuna.


Así consideramos a la luz de loa antecedentes recabados en esta investigación que no hubo una acertada y correcta supervigilancia por parte del señor Ubilla Mackeney, esto queda absolutamente patente habida consideración que es la Contraloría General de la República quien no toma razón del decreto de adjudicación de densímetros y fibroscopios y es sólo a partir de este momento en que se empieza a cuestionar el proceso licitatorios por parte de la Subsecretaria del Interior.

Asimismo, con el voto favorable de los diputados señores Accorsi, don Enrique; Gutiérrez, don Hugo; Vargas, don Orlando y Walker, don Matías; el voto en contra de las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia y Zalaquett, doña Mónica y los diputados señores Browne, don Pedro; Delmastro, don Roberto; Hasbún, don Gustavo y Rosales, don Joel; y la abstención del señor Saffirio, don René, vuestra Comisión rechazó las conclusiones y proposiciones formuladas por los diputados señores Accorsi, don Enrique; Saffirio, don René y Vargas, cuyas consideraciones son las siguientes:
1). Introducción.


La Cámara de Diputados acordó la creación de una comisión investigadora sobre el plan frontera norte. En octubre de 2011 los Ministros del Interior y Defensa, anunciaron el lanzamiento del plan frontera norte, que tenía como objetivo evitar el ingreso y salida de droga del país, a través de los sectores costeros no habilitados, y complejos fronterizos y pasos habilitados no habilitados, de las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá y Antofagasta.


Se mandató a la comisión para indagar, establecer responsabilidades políticas y administrativas de los organismos de gobierno, en el desarrollo del plan frontera norte, así como posibles irregularidades que pueden haberse cometido en la adquisición de materiales, renuncias de autoridades del Ministerio del Interior ligadas a su implementación. La comisión se abocará al pago eventual de sobreprecio en la adquisición del equipamiento para el control del narcotráfico, y al eventual cohecho a funcionarios del Ministerio del Interior. 


2) Antecedentes.


Según el propio gobierno, el plan frontera norte supone una inversión de 35 mil millones de pesos entre 2011-2014. El Ministro Rodrigo Hinzpeter, (que a la fecha del lanzamiento del plan se desempeñaba como titular de interior) afirmó en la comisión que la inversión alcanzaría unos 7 mil u 8 mil millones de pesos, desde mediados de 2011 a mediados de 2012. El Secretario de Estado señaló que a noviembre de 2012 estaban detenidos los densímetros y fibroscopios (que son equipos los para detectar droga). Asimismo se declaró desierta la licitación de unas cámaras termales, que representan alrededor de 4 mil millones de pesos. Hinzpeter señaló ante la instancia parlamentaria que “desgraciadamente, hasta el momento no se han podido ejecutar los 35 mil millones y veo difícil que ello ocurra, lo que me provoca mucho pesar”. Resulta a estas alturas una constante en la Administración del Presidente Sebastián Piñera la subejecución presupuestaria, cuestión que resulta evidente en el plan frontera norte., con el agregado de que además han existido tropiezos en la implementación del plan, como haber estado desierta una licitación de cámaras termales, etc.


En lo referido específicamente a la licitación de los densímetros, la cantidad es de 52, y la oferta realizada por el único oferente, Tecnodata, ascendió a 1218 millones de pesos. Las bases de la licitación constan en la resolución N° 746, 9 de marzo de 2012. Las bases ingresan a la Contraloría General de la República el 21 de marzo. El mismo día pasan a la División Jurídica, se retira el 10 de abril por el Ejecutivo. Vuelven a ingresar el 24 de abril de 2012 a la oficina de partes, y el mismo día ingresa a la División Jurídica. Se toma de razón el día 14 de mayo de 2012.


Las Bases establecen obligación de suscribir el contrato en el plazo de 5 días después de la notificación de la adjudicación. (Numeral 12, Bases administrativas). La adjudicación consta en RE N° 3964, de 25 de junio de 2012. Se emite orden de compra con fecha 6 de julio de 2012 no constando en el sistema que se haya tomado razón del contrato pertinente.


En relación a la licitación de los fibroscopios, existieron dos ofertas, una de Tecnodata y la otra de Sid Solution, quedando fuera ésta última, por no asistir a la visita técnica, requisito establecido en las bases. Tecnodata realiza una oferta de 615 millones de pesos por los 52 fibroscopios. Las bases de esta licitación constan en la Resolución N° 745, de 9 de marzo 2012.


La normativa respecto a la contratación pública, establece que se debe proceder a la suscripción del contrato, y además en conformidad con la resolución 1.600 de 2008, se debe someter a toma de razón contratos de estos valores. En este sentido, se debe indicar que sería irregular si la emisión de la orden de compra fue antes del trámite de toma de razón, toda vez que dicha orden de compra debe tener un acto administrativo en el cual se fundamente.


3) Conclusiones.


A partir de la información recabada por la comisión durante las sesiones realizadas, la documentación recibida, y particularmente las declaraciones prestadas ante esta instancia parlamentaria por los diversos invitados, se puede establecer que:


Habrían existido diversas irregularidades en relación a la licitación de los densímetros y fibroscopios, especialmente en lo referido a la existencia de tratos directos entre personal de la Subsecretaría del interior y proveedores de dichos equipos. En relación al tema que ha suscitado mayor interés por la opinión pública y los medios de comunicación, en relación a las posibles irregularidades en la licitación, esto es, el eventual sobreprecio en la adquisición de los densímetros y fibroscopios; en menester señalar que si bien no se realizaron los pagos, ya que se detuvo la tramitación de la compra, al existir posibles ilícitos en el proceso de licitación; se debe señalar que los precios determinados resultarían elevados, y que en definitiva no se realizaron los estudios o comparaciones correspondientes para su fijación. El responsable final de la determinación de los precios de los equipos, es el Subsecretario del interior, Rodrigo Ubilla.


Según la información recabada, habría existido entrega de información privilegiada, y vínculos de amistad entre funcionarios y oferentes. 


El adjudicatario de la licitación, el señor Alfredo Giacoman señaló a la comisión que él se entendía directamente con Roberto Gómez, abogado de la Subsecretaría del Interior, con lo que se infringe un documento que fue exhibido por el jefe de la división jurídica de la misma Subsecretaría, quien afirmó que había una instrucción expresa que todo contacto con los proveedores debía hacerse a través del sistema de información pública, mercado público y no con contacto directo.


El subsecretario del interior Rodrigo Ubilla ha comparecido en dos oportunidades a la comisión. En su primera comparecencia el día 9 de enero de este año, el personero de gobierno realizó un relato del Plan Frontera Norte y las medidas que se ha tomado a partir de la denuncia del medo digital Ciper el 2 de octubre pasado, como la interposición de querellas por los delitos de fraude al Fisco y violación de secretos.


“se habría intentado defraudar al Fisco, aunque no se haya pagado, pero se intentó defraudar con entrega de información reservada que permitió a algunos tener ventaja por sobre otros”, lo que se demuestra con los correos electrónicos publicados por Ciper, afirmó.


Ubilla reconoció en la comisión que fue él quien que nombró a todos los integrantes de la comisión evaluadora - del proceso de adquisición de equipamiento.


En su segunda comparecencia, el pasado 16 de enero, el señor Ubilla admitió que hubo conflictos de interés de los miembros de la comisión evaluadora, quienes tomaron contacto con algunos proveedores contraviniendo expresas indicaciones al respecto.


Es posible afirmar según los antecedentes que contó la comisión, que en este tipo de licitaciones, dada la existencia de intermediarios, se pueden llegar a pagar sumas demasiado elevadas para el erario público, por lo que una de las medidas a tomar en lo sucesivo, es que este tipo de compras se realicen directamente por los Estados, para así evitar el pago a comisionistas, y colocar un freno a posibles hechos irregulares, o ilícitos como el contacto entre funcionarios públicos vinculados a la respectiva licitación, y oferentes que finalmente puedan llegar a ser favorecidos con la licitación, producto de esos contactos.


En virtud del trabajo de esta comisión, es posible sostener como se ha dicho anteriormente, fue finalmente el Subsecretario Ubilla quien en último término tomo la decisión final en cuanto a los valores o precios de referencia de los equipos, de la licitación en comento.


Es menester señalar que quién estuvo a cargo del proceso de licitación, el señor Felipe Baeza, otrora Jefe de proyectos de la División de Estudios de la Subsecretaria del interior, se vinculaba directamente con el Subsecretario, y no con su jefe directo, el Jefe de la División de Estudios de dicha Subsecretaría, el señor Alejandro Peña.


Ello refleja una situación poco clara desde el punto de vista de la vinculación jerárquica, y de las atribuciones o funciones de cada uno de ellos en relación al Plan frontera norte. Relacionado con este aspecto, la comisión detectó que desde el punto de vista administrativo, no existe ningún decreto o acto administrativo en que se haya designado a Peña como Jefe de la División de Estudios. A mayor abundamiento, la comisión solicitó mediante un oficio al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, copia de resolución del nombramiento de Peña como Jefe de División. Sin embargo, el subsecretario remite el decreto N°250 de 2011, que es la contrata de Peña como experto en materias de seguridad, orden público y crimen organizado. Resulta poco serio que se remita un documento que no se está solicitando, y no reconocer que administrativamente no existe el decreto de nombramiento de Jefe de División de Estudios. Esta situación es irregular desde el punto de vista administrativo y político, y refleja desprolijidad; por lo que da cuenta de forma inequívoca que el responsable político de esta situación es el Subsecretario Rodrigo Ubilla.


Sin perjuicio de que existe en curso un sumario administrativo de la Contraloría General de la República, que busca determinar responsabilidades administrativas, es menester señalar que el propio Contralor Ramiro Mendoza, relató en la comisión que hasta el momento la investigación sumaria de la Contraloría General de la Republica, ha detectado que hubo una condición irregular, y que existieron contactos que no debieron haberse producido (entre funcionarios y oferentes). Este hecho es de la más absoluta gravedad, ya que deteriora la confianza de la ciudadanía en las instituciones, e implica una vulneración absoluta a la transparencia y al principio constitucional de probidad administrativa que debe regir a todos los órganos del Estado. 


En virtud de todo lo anteriormente expuesto, no obstante las posibles responsabilidades penales y administrativas, que se pudieran derivar de todos estos hechos o irregularidades, y que además le corresponde determinar a otros órganos; es posible afirmar de forma plausible la existencia de responsabilidades políticas que se le pueden imputar al Subsecretario del interior Rodrigo Ubilla. El señor Ubilla fue el responsable final de la determinación de los valores referenciales, firmó las resoluciones correspondientes, sin un mayor análisis.


En definitiva el señor Ubilla dejó de realizar un control jerárquico, y es el responsable político por ser el Jefe superior del servicio, y de un plan que entre otras cosas ha sido subejecutado presupuestariamente, que ha tenido dificultades en su implementación, y que en definitiva no ha estado funcionando o a estado a la altura de lo que Chile necesita en materia del combate al narcotráfico. 


4) Proposiciones.


a) Acoger el planteamiento que realizó en la comisión el Contralor General de la República, en orden a establecer una inhabilidad para los ex funcionarios de las policías y de las Fuerzas Armadas y también de sus familiares, para participar a través de empresas en licitaciones de este tipo. Ello para evitar el uso de información privilegiada, y proteger la igualdad de trato para todos los oferentes.


b) A raíz de las diversas desvinculaciones o renuncias producidas por parte de funcionarios de la subsecretaria del interior, y para precaver en el futuro situaciones que puedan implicar eludir una posible responsabilidad administrativa, se sugiere impulsar la iniciativa legal (boletín 8730-06) que permite subsistir por un plazo de tres meses la responsabilidad administrativa del funcionario público, no obstante haber renunciado.

VI. CONSIDERACIONES DE LAS CONCLUSIONES Y PROPOSICIONES APROBADAS POR LA COMISIÓN.


Con el voto favorable de las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia y Zalaquett, doña Mónica y los diputados señores Browne, don Pedro; Delmastro, don Roberto; Hasbún, don Gustavo y Rosales, don Joel y el voto en contra de los diputados señores Accorsi, don Enrique; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Vargas, don Orlando y Walker, don Matías, vuestra Comisión aprobó las conclusiones y proposiciones formuladas por la diputada señora Marta Isasi, cuyas consideraciones son las siguientes:


En general, hay un sentir unánime de la Comisión en términos de reconocer la necesidad de un Plan Frontera Norte, ya que el narcotráfico en nuestro país muchas veces tiene como puerta de entrada, nuestras fronteras de la zona norte, dadas las particulares características geográficas que hay en el lugar. Por ello, es necesario combatir con fuerza la entrada de drogas, sea para consumo local o para volver a ser exportada a otros países. Es así como debe mantenerse una política pública orientada al combate y prevención del narcotráfico y del ingreso de drogas, principalmente por la zona norte.


Si bien a lo largo de las sesiones se pudieron evidenciar diversas contradicciones entre los invitados, por ejemplo en materia de quién fue en definitiva el o los encargados de determinar los precios de referencia dentro del proceso licitatorio, lo cual fue uno de los puntos neurálgicos y que avocó varias de las sesiones para su esclarecimiento, los puntos centrales de la investigación lograron ser en parte cubiertos, permitiendo a esta Comisión llegar a tener una visión general del funcionamiento e implementación del Plan Frontera Norte.


Es importante que pese a los cuestionamientos públicos que se han hecho a esta política pública, ésta continúe, y no se vea paralizada por los hechos que motivaron la formación de esta Comisión, ya que la protección de las fronteras para evitar la propagación de la droga en nuestro país debe ser un objetivo que se persiga de manera constante. Por otra parte, los procedimientos administrativos y judiciales actualmente en curso deben agotar todas las instancias para llegar a dar con los responsables de las irregularidades que se han dado en el proceso concreto del Plan Frontera Norte.


El problema que se generó en la implementación del Plan Frontera Norte hizo saltar a la vista una serie de falencias en el sistema de compras públicas, especialmente cuando los equipos que se pretende adquirir son de gran complejidad técnica en que hay pocos oferentes en el mercado, las cuales es necesario mejorar para permitir que hechos como los ocurridos no vuelvan a suceder.


Por lo mismo, se hace necesaria una reforma legal en materia de compras públicas que permita una mayor transparencia y un menor control de precios por parte de los proveedores, sobre todo aquellos que proveen equipos de escasa oferta. Una posible alternativa frente a estos casos sería la posibilidad de abrir una licitación internacional para encontrar mejores precios y alternativas en el extranjero.


Asimismo, se hace necesaria una reforma legal que traspase la atribución de quema o destrucción de drogas desde los Servicios de Salud hacia las policías, que son los órganos más idóneos para llevar a cabo estos procedimientos. Además, se constató en las declaraciones, que hoy existen procedimientos bastante arcaicos para llevar a cabo estas labores, los cuales requieren un proceso de modernización urgente que dé más seguridad tanto a la población como a los funcionarios que hoy deben desarrollar dichas labores.


A nuestro juicio, no resultó posible determinar las responsabilidades políticas por las irregularidades surgidas en la implementación del Plan Frontera Norte dado que entre las distintas personas a cargo de los procesos se culpaban unos a otros, no llegando en definitiva a zanjar a quién correspondía realmente la responsabilidad por los hechos denunciados, además de tratarse de procesos de compra complejos e insertos dentro de un plan estratégico para impedir el ingreso de drogas en nuestro país, lo que hace aún más difícil determinar responsables, dados los especiales caracteres técnicos del proceso de compra, que obligan a la intervención de mayor cantidad de personas dentro del proceso licitatorio que en otras circunstancias.


Sin perjuicio de lo anterior, hacemos notar, tal como lo señaló en su momento el Subsecretario Ubilla, que dentro del mercado público y de los procesos de compra existieron agentes corruptores, tanto públicos como privados, los cuales deben ser perseguidos y sancionados, pero no corresponde a esta Comisión, sino a las respectivas instancias judiciales y administrativas.


Asimismo, con el voto favorable de las diputadas señora Nogueira, doña Claudia y Zalaquett, doña Mónica y los diputados señores Browne, don Pedro; Delmastro, don Roberto; Hasbún, don Gustavo y Rosales, don Joel, y el voto en contra de los diputados señores Accorsi, don Enrique; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Vargas, don Orlando y Walker, don Matías, vuestra Comisión aprobó, también, las conclusiones y proposiciones formuladas por las diputadas señora Nogueira, doña Claudia y Zalaquett, doña Mónica y el diputado señor Browne, don Pedro, cuyas consideraciones son las siguientes:

1.- Antecedentes Generales.


Como consecuencia de los antecedentes, informes y testimonios recogidos en el desarrollo de la labor de esta Comisión Investigadora, es posible señalar las siguientes consideraciones que servirán de base para las conclusiones y proposiciones que se corresponde realizar a esta Comisión.


A. De la elaboración, implementación y resultados del Plan Frontera Norte.


a) Génesis. 


A raíz de la visita del Presidente de la República a la zona fronteriza, los Gobiernos Regionales de Arica-Parinacota, Tarapacá y Antofagasta suscribieron, en Agosto y Septiembre de 2010, sendos convenios de colaboración en materia de seguridad y combate al narcotráfico. A su vez, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a partir de un modelo de reducción de disponibilidad, se pretende limitar el acceso a las drogas, restringiendo su ingreso y circulación, atacando el mercado de venta.


Conforme lo anterior, se elaboró un diagnóstico y un Plan Estratégico, que involucró y contó con una convocatoria amplia que incluyó a todas las instituciones responsables de los controles fronterizos.


b) Formalización del Plan. 


Por Res. Exenta N° 11.093 de 26 de Diciembre de 2011, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública creó el denominado Plan Frontera Norte cuyo objetivo es.


Disponer de un modelo de control de frontera que incorpora y relaciona los espacios marítimos, aéreos y terrestres en los pasos habilitados y no habilitados. 


Combatir el crimen organizado en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá y Antofagasta. 


Evitar el ingreso y salida de drogas al país. Evitar el contrabando de mercaderías. 


Evitar el ingreso ilegal de personas a nuestro territorio.


Promover una efectiva coordinación intersectorial entre las instituciones que participan de estos controles, cada uno con sus capacidades y experiencia. 


En el diseño y ejecución del Plan, han participado en un esfuerzo colaborativo todas las instituciones públicas vinculadas con el control fronterizo y policial, tales como el Servicio Nacional de Aduanas, el Servicio Agrícola y Ganadero, Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones, los Servicios de Salud respectivos, los Gobiernos Regionales, Directemar, el Ministerio de Defensa, y por supuesto la Subsecretaría del Interior, todo quienes han reconocido la necesidad y utilidad de este Plan. 


Los hechos descritos se acreditaron debidamente con la copia de la Resolución Exenta 
N° 11.093 de 26 de Diciembre de 2011, y con las declaraciones de todas las autoridades de Carabineros y Policía de Investigaciones citadas.


c) Coordinación intersectorial y determinación de necesidad de incorporar tecnología de última generación.


Precisamente para lograr los fines previstos en el Plan Frontera Norte, y derivado de la coordinación intersectorial señalada, surge como una consecuencia necesaria e ineludible que las instituciones policiales y de control fronterizo, cuenten con tecnología de última generación para combatir con fuerza y eficacia a las organizaciones que se dedican a ingresar y comercializar droga en nuestro país, por lo que resulta una consecuencia lógica de la implementación de este Plan, un Programa de adquisición de tecnología adecuada a los fines perseguidos.


De este modo se planificó desde las instituciones usuarias y receptoras de esta tecnología, entre otros equipos, la adquisición de Camiones de Rayos X, para escanear vehículos en movimiento; Cámaras termales con visión entre 4 y 18 km., con el fin de detectar movimientos a distancia; Visores Nocturnos con el objetivo de tener capacidad de vigilancia nocturna sin ser descubiertos; hornos móviles para incinerar droga incautada en tiempos menores, densímetros y fibroscopios para sondear y revisar vehículos, equipajes y cualquier bien donde se pudiere ocultar droga; pórticos Scanner para revisar Camiones y su contenido, etc.


La planificación y determinación de necesidades de compras de tecnología señalada consta de las Resoluciones que aprueban las Bases de cada una de las licitaciones públicas del Plan Frontera Norte, en concordancia con lo establecido en la ley de Presupuestos de los años 2012 y 2013 que contienen las glosas destinadas al Plan Frontera Norte, con los documentos y antecedentes aportados por cada una de las instituciones que se refieren al origen y requerimientos efectuados en el marco del Plan Frontera Norte, a los antecedentes y documentos de cada una de las licitaciones públicas ejecutadas. 


d) Resultados y continuidad del Plan Frontera Norte.


Los positivos resultados que se han obtenido con la implementación del Plan, avalan plenamente la necesidad de transformar esta iniciativa, en una política de Estado permanente.


En efecto, en las regiones donde ha funcionado el Plan Frontera Norte, los procedimientos policiales entre los años 2010 al 2012, se han incrementado en un 67%; las incautaciones de droga en el mismo período aumentaron en un 90%; y los detenidos por esta causa, aumentaron en 165%.


Estas cifras revelan que en el marco de la ejecución del Plan Frontera Norte se ha logrado generar un duro golpe al narcotráfico, que sólo en 2012, ha perdido en estas regiones 165 mil millones de pesos por las incautaciones realizadas, y de ese modo se ha evitado el ingreso de más de 100 millones de dosis de droga a nuestro país.


Estos resultados han podido ser acreditados con los datos policiales tenidos a la vista respecto de la ejecución del Plan Frontera Norte, con la información proporcionada por el Subsecretario del Interior, y con las declaraciones de los Intendentes de las 3 regiones que forman parte del Plan Frontera Norte.


B. Mercado de tecnología.


Asimismo, se ha podido constatar por esta Comisión, que el mercado de la tecnología de esta naturaleza, es un círculo restringido, con múltiples relaciones entre los proveedores, quienes se conocen, han sido socios, y que por lo mismo se encuentran en condiciones de controlar de alguna manera el mercado y sus precios.


Asimismo, la evidencia aportada por los propios agentes del mercado citados a esta Comisión, y los antecedentes documentales tenidos a la vista, revelan que usualmente se trata de intermediarios, sean representantes o agentes, o bien intermediarios de intermediarios, lo que indudablemente acota aún más el mercado y por otra parte permite aumentar los precios finales de los productos. 


A este respecto, se ha evidenciado una relación comercial y personal entre los agentes del mercado, que dificulta y limita la libre competencia, especialmente a través del intercambio constante de información entre ellos. De hecho y no obstante que las licitaciones públicas efectuadas en el marco del Plan Frontera Norte permitían la participación de empresas extranjeras, ninguna se presentó, y sólo concurrieron las empresas nacionales que las representan, permanente o transitoriamente. 


La situación descrita ha quedado de manifiesto con las declaraciones del Contralor General de la República respecto de como opera este mercado en las licitaciones de seguridad y defensa, como también del reportaje de CiperChile. Se corroboró además con las declaraciones de los representantes de empresas proveedoras Alfredo Giacoman y Rocío Martínez, y las declaraciones del Jefe del Departamento de Proyectos de la Subsecretaría del Interior Felipe Baeza, sin perjuicio de la correspondencia electrónica enviada por Hugo Federico de la empresa Phoenix y de la empresa Sectrade representada por los hermanos Cordero.


C. Procedimiento para definir necesidades, y requerimientos técnicos y económicos.


Por los antecedentes recabados y declaraciones de los especialistas de las instituciones que participaron en el diseño y ejecución del Plan Frontera Norte, ha quedado de manifiesto que el procedimiento establecido desde el Ministerio del Interior y Seguridad Pública para definir el equipamiento necesario para cada institución, fue amplio y participativo, destacando en primer lugar que la División de Estudios a través del Departamento de Proyectos se reunió con las instituciones vinculadas al Plan, a fin de dar cuenta del contenido del mismo y su contexto, para que cada una de las instituciones efectuara los requerimientos al Ministerio del Interior. Posteriormente, estos requerimientos eran validados por las mesas técnicas que se creaban al efecto, donde se requería la participación de expertos provistos desde los mismos organismos o instituciones, como OS/, el TIC y Dirección de Fronteras por Carabineros, y la Jefatura Nacional antinarcóticos de la PDI, desde donde surgían la ficha técnica de cada equipo, con las características y los presupuestos estimados a utilizar en cada uno de los procesos de adquisición, y finalmente la División de Estudios y su Departamento de Proyectos, procesaba esta información, para la elaboración de las Bases de Licitación, cuyas condiciones técnicas y presupuestarias eran subidas al portal mercadopúblico.cl para información de todos los proveedores.


El procedimiento mencionado se pudo demostrar con los antecedentes e Informes aportados por las instituciones que participaron en las mesas técnicas, esto es Carabineros, Policía de Investigaciones, sin perjuicio de las declaraciones de sus altos mandos, y también con las declaraciones del ex Jefe del Departamento de Proyectos, Felipe Baeza Prieto, del ex Jefe de la División de Estudios, Alejandro Peña, y del propio Subsecretario del Interior.


D. Procedimientos para adquirir el equipamiento.


Asimismo, se ha podido establecer fehacientemente que por una decisión político-administrativa del Subsecretario del Interior, se determinó que todas las adquisiciones se llevaran a cabo a través del procedimiento de licitación pública conforme lo dispone la Ley de compras públicas y su Reglamento, por tratarse éste de un procedimiento transparente, que garantiza a todos los interesados competir en igualdad de condiciones para la oferta de los referidos equipos. Así todas las licitaciones fueron hechas bajo esta modalidad.


Así consta de los antecedentes que dan cuenta de cada una de las licitaciones y su respectiva toma de razón por la Contraloría General de la República; del instructivo emanado de la División Jurídica que regula el comportamiento de los funcionarios públicos respecto de los proveedores, tratándose de licitaciones públicas, y de las declaraciones de múltiples personas ante esta Comisión, entre las que destacan ex Jefe del Departamento de Proyectos, Felipe Baeza Prieto, el ex Jefe de la División de Estudios, Alejandro Peña, el Subsecretario del Interior, e incluso los proveedores, Rocío Mártinez y Alfredo Giacoman, el que indicó expresamente que había sido la licitación más exigente en la que había intervenido.


E. Marco presupuestario comprometido.


A la luz de los antecedentes recogidos por la Comisión, en especial por los antecedentes entregados por Carabineros e Investigaciones, se tiene por establecido que los montos fijados como presupuestos referenciales para efectos de requerir los marcos presupuestarios a la Dirección de Presupuestos, y en cada una de las licitaciones, fueron proporcionados por las referidas instituciones policiales, quienes por medios de comunicación institucionales, como oficios y correos electrónicos, informaron al Ministerio del Interior, los valores del equipamiento a adquirir, los que fueron finalmente considerados para estos efectos como presupuestos referenciales de las licitaciones respectivas.


La determinación de los presupuestos utilizados en las Bases de cada una de las licitaciones realizadas en el marco del Plan Frontera Norte, se hizo en función del procedimiento descrito precedentemente.


Lo anterior, se acredita de acuerdo a los oficios y comunicaciones institucionales en especial de Carabineros y Policía de Investigaciones, conjuntamente con los testimonios de funcionarios de Carabineros e Investigaciones, y también con las declaraciones de Felipe Baeza y Alejandro Peña.


F. Entidad responsable de la coordinación y ejecución.


Del mismo modo, se ha aclarado que la unidad responsable de la coordinación y ejecución del Plan Frontera Norte, a partir de las directrices del Subsecretario del Interior, fue el Departamento de Proyectos, dirigido por don Felipe Baeza dependiente de la División de Estudios de la Subsecretaría del Interior, la que desde su creación fue dirigida por Alejandro Peña Ceballos. 


Lo anterior, es sin perjuicio de la intervención de las Divisiones de Administración y Finanzas, y División Jurídica, más el Gabinete del Subsecretario en las etapas pertinentes de las respectivas licitaciones públicas, y dentro del marco de sus respectivas atribuciones legales y reglamentarias.


Así la elaboración de las Bases de Licitación en su aspecto administrativo correspondía a la División Jurídica y de Estudios, las Bases técnicas debía elaborarlas el Departamento de Proyectos de la División de Estudios, a partir de la información y requerimientos técnicos y presupuestarios entregada por las instituciones policiales y las mesas técnicas creadas al efecto. 


Lo anterior se acreditó con la documentación de respaldo del Plan Frontera Norte, de cada una de las licitaciones, y los múltiples testimonios de funcionarios ministeriales, policiales, todos contestes en que el ente ejecutor y coordinador, era el Departamento de Proyectos de la 
División de Estudios de la Subsecretaría del Interior.


G. Observaciones administrativas detectadas por la Contraloría General de la República en la ejecución del Proceso de Adquisiciones de equipamiento del Plan Frontera Norte.


Si bien no es posible aún difundir el contenido específico del Pre informe elaborado por la Contraloría General de la República respecto de los procesos licitatorios del Plan Frontera Norte, tanto porque se trata de observaciones provisorias, como porque así lo ha determinado el organismo fiscalizador, sí es posible señalar por esta Comisión, a partir de la información entregada por el Sr. Contralor General, que se registraron una serie de deficiencias de carácter administrativo, que si bien no han infringido el principio de probidad, si revelan ciertas descoordinaciones, omisiones y falta de capacidad que pudieran comprometer le eficiencia y celeridad de los procedimientos. 


A vía ejemplar se puede señalar el transcurso de tiempos más allá de lo razonable entre la adquisición de cierta tecnología y el efectivo comienzo en su operación por las instituciones policiales, la tardanza en obtener los permisos administrativos de funcionamiento, y pruebas incompletas, aspectos que constituyen algunas de las observaciones planteadas por el órgano contralor.


En este punto, y tal cual lo informó el Contralor, existen 7 funcionarios o ex funcionarios que actualmente se encuentran sometidos a sumario administrativo, con la respectiva formulación de cargos, que corresponden precisamente a aquellos que formaron parte de Comisiones Evaluadoras, o se encontraban a cargo de alguna de las etapas del procedimiento licitatorio en razón de las observaciones indicadas en el pre informe.

H. Deficiencias en el sistema de compras públicas.


Teniendo a la vista la normativa vigente, y lo señalado, entre otros, por el Sr. Contralor General de la República, es claro que el procedimiento de compras públicas señalado en la Ley 19.886 y su reglamento, adolece de significativas deficiencias, las que se ven agravadas cuando los mercados -como los de seguridad y defensa- , son restringidos, poco transparentes y operan además a través de intermediadores, lo que deja a la administración con herramientas limitadas para enfrentar eventuales sobreprecios, o colusión de privados para obtener mejores condiciones para la venta de sus productos.


En este sentido, el Sr. Contralor expuso como principales problemas de este sistema de compras públicas, al menos en el mercado de seguridad y defensa, los siguientes:


La cuantía de los recursos que administran estas instituciones y que provienen de distintas fuentes de financiamiento, Ley de Presupuestos, Ley Reservada del Cobre, del Fondo Rotativo de Abastecimiento y de Fondos Internos.


La diversidad de normativa legal y reglamentaria que regula el ámbito de la Defensa Nacional.


Existencia de debilidades de control interno y financiero.


Transferencia de recursos y rendición de cuentas por montos globales y no a nivel de ítem en ciertos gastos.


Omisión frecuente de actos administrativos necesarios.

Incumplimiento del régimen de contratación pública de la ley N° 19.886 y su reglamento.


Conforme los hechos expuestos y al mandato de esta Comisión, respecto de la investigación de la implementación del Plan Frontera Norte, sus objetivos, programación y presupuesto, supuestas irregularidades, especialmente posible pagos de sobreprecio en los equipamientos de control de narcotráfico y eventual cohecho de funcionarios públicos, así como las responsabilidades políticas y administrativas de los encargados; 


Es posible señalar las siguientes principales conclusiones:


1.- De la competencia de la Comision Investigadora.


No obstante lo amplio de su competencia original, se debe dejar constancia que los temas consistentes en la investigación de la pérdida de droga en decomisos policiales y judiciales, y el uso de la fuerza pública para el control de los movimientos sociales e indígena a partir del año 2010, no formaron parte ni del estudio ni del análisis, por lo que no es posible efectuar conclusiones a ese respecto. Únicamente las conclusiones podrán referirse a lo relativo al Plan Frontera Norte y su implementación.


2.- En cuanto al Plan Frontera Norte.


a) De la creación del Plan Frontera Norte.


La decisión de definir e implementar el citado Plan Frontera Norte es, sin duda alguna, una iniciativa que debe ser reconocida como acertada, en atención a que el problema del ingreso de droga y contrabando por nuestra frontera, no había sido abordado previamente en un modo integral, formal y coordinado, incorporando a todos los agentes públicos encargados de esta función, por lo que esta política pública, inédita en el país, permitió tener una visión común del problema, y lograr una colaboración entre las instituciones vinculadas a este tema, e incorporar tecnología de última generación para la lucha contra el narcotráfico.


b) De la implementación del Plan Frontera Norte.


La implementación y ejecución del Plan Frontera Norte, desde el punto administrativo se ajustó plenamente a las disposiciones legales y reglamentarias que rigen las compras públicas, utilizando el procedimiento que garantiza de mejor manera la transparencia y seriedad y participación, cual es la Licitación pública, que además asegura la igualdad de condiciones a todos los proveedores que quisieren participar.


c) De los resultados del Plan Frontera Norte.


Finalmente los resultados de su implementación, no hacen sino confirmar su necesidad y utilidad, por lo que se estima imprescindible su continuidad política y presupuestaria.


En efecto, los informes oficiales dan cuenta entre otras cifras, que la incautación de droga en las Regiones que forman parte del Plan Frontera Norte ha aumentado entre 2010 y 2012, en un 90%,, que equivalen a más de 4 millones de dosis, y a más de 41 mil millones de pesos, y a su vez los procedimientos policiales asociados a infracciones a la Ley 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, aumentó en el mismo período en un 67%.


Estas cifras, demuestran que la implementación coordinada y eficaz de una política pública, permite obtener resultados que respaldan el diseño y ejecución de la misma.


3. Respecto de la actuacion del Subsecretario del Interior en cuanto a la supervision y coordinacion de la ejecucion del Plan Frontera Norte.


La unidad ejecutora de los procedimientos licitatorios fue el Departamento de Proyectos de la División de Estudios de la Subsecretaría del Interior, sin perjuicio de la intervención de la División Jurídica y la División de Administración y Finanzas en lo que les correspondió de acuerdo a sus competencias legales.


A su vez, está acreditado que el Departamento de Proyectos estaba a cargo de don Felipe Baeza, y jerárquicamente su superior era el Jefe de la División de Estudios don Alejandro Peña, quien debía reportar al Subsecretario del Interior.


En cuanto al control y fiscalización de la ejecución del Plan por el superior jerárquico al ejecutor, dicha responsabilidad correspondía a Alejandro Peña atendido su rol como Jefe de la División de Estudios, control que no se ejerció debidamente, manteniéndose al margen de las decisiones y ejecución de los proyectos, dejando en los hechos al Jefe del Departamento de Proyectos, Felipe Baeza sin supervisión inmediata y directa.


Respecto de la supervisión ejercida por el Subsecretario del Interior, como Jefe Superior del Servicio, en cuanto al diseño y ejecución del Plan, es posible concluir que esta función la ejerció a través de sus constantes requerimientos de información e instrucciones sobre el particular, tanto al Jefe de la División como al jefe del Departamento respectivo.


Sobre el particular, conviene destacar entre las medidas de control y supervisión ejercidas por la autoridad mencionada las siguientes:


a) Fijó las directrices de la preparación y formalización del Plan.


El diagnóstico del problema, el reconocimiento de la frontera norte, las visitas a terreno en condiciones extremas y los requerimientos de información para la preparación y formalización del Plan, se hizo conforme a las pautas instruidas por la autoridad señalada, y se formalizó a través del acto administrativo correspondiente, esto es la Resolución Exenta N° 11.093 de 26 de Diciembre de 2011.


b) Convocó a todas las instituciones con responsabilidad en la elaboración y ejecución del Plan, para lograr una participación coordinada de ellas. 


Toda la información así como los requerimientos técnicos y presupuestarios para la confección del Plan, fueron generados a partir de los análisis efectuados por los propios destinatarios del equipamiento por reunir las capacidades operativas y técnicas para su definición de necesidades, pues la instrucción y diseño del Plan consideraba la participación y coordinación integral en todas las etapas correspondientes, desde el requerimiento institucional, hasta la materialización de la adquisición.


c) Fijó como procedimiento para la adquisición de cada equipamiento, la constitución de Mesas Técnicas de trabajo.


Con el fin de dar la participación a las instituciones usuarias de los equipamientos, y establecer obligaciones y responsabilidades, se instruyó como procedimiento para la elaboración de las respectivas Bases Administrativas para adquirir tecnología, la creación y funcionamiento de Mesas Técnicas que validaran cada uno de los requerimientos de equipamiento de seguridad y vigilancia.


d) Determinó la utilización del procedimiento de licitación pública como regla para la adquisición de equipamiento.


Aún existiendo alternativas distintas, por decisión de la autoridad política se determinó que todas las compras se hicieran bajo este procedimiento, que garantiza, transparencia, participación e igualdad, de conformidad a lo dispuesto en la Ley 19.886 de compras públicas, y su respectivo reglamento.


e) Ordenó elaborar un instructivo regulatorio de la interacción con proveedores para los funcionarios de la Subsecretaría del Interior. 


A fin de prevenir cualquier contacto con proveedores al margen del sistema de mercado público, el Subsecretario dispuso la elaboración de un instructivo que señala las condiciones legales y reglamentarias que corresponden al respecto, las que fueron puestas en conocimiento de todos los funcionarios vinculados a estas licitaciones. 


f) Determinó proveer a las Comisiones Evaluadoras de expertos técnicos para asesorar la decisión de las respectivas adjudicaciones.


El Subsecretario, en el marco de los procesos licitatorios respectivos, dictó las correspondientes Resoluciones Exentas para proveer a las Comisiones Evaluadoras, de asesoría de expertos técnicos designados por las propias instituciones policiales, debidamente acreditados curricularmente, por su experiencia y capacidad profesional. 


Conforme con lo expuesto, se estima que el Subsecretario del Interior cumplió los estándares legales y reglamentarios para el diseño e implementación del Plan Frontera Norte, como también cumplió su obligación legal de supervisión y control en la ejecución del referido Plan, y a su vez dispuso de adecuadas medidas preventivas de carácter administrativo, con el fin de cautelar la transparencia de los procesos, y el correcto ejercicio de los deberes de eficiencia y eficacia al interior de esa repartición. A su vez se estima que el Jefe de la División de Estudios, Alejandro Peña, no ejerció la función de control y supervisión que le correspondía en razón de su cargo, permitiendo que la unidad ejecutora actuara sin fiscalización directa, lo que redundó en las descoordinaciones y omisiones que se cometieron en la etapa de ejecución del referido Plan.


4.- En cuanto a la licitacion de densimetros y fibroscopios.


a) Origen y validación de precios.


Se acreditó que los antecedentes técnicos y presupuestarios de la licitación de densímetros y fibroscopios fueron entregados por Carabineros, a través de información remitida al Departamento de Proyectos de la División de Estudios, sin perjuicio de la posterior validación de las mesas técnicas, y de la asesoría del experto designado por la Institución, por lo que la responsabilidad en el origen de tal información, aparece radicada en quien la entregó.


Es necesario señalar que el precio por el que originalmente se adjudicó la licitación en fibroscopios era de $ 11.800.000.- por unidad, y en densímetros por $ 23.400.000.- por unidad, cifras que fueron coherentes con la información otorgada previamente por las Instituciones Policiales. 


Además se estableció que dichas cifras fueron cotejadas con antecedentes disponibles en el portal mercadopúblico.cl respecto de valores pagados previamente, los que arrojaron precios muy similares por adquisiciones de densímetros realizadas en 2008 y 2010 por las Gobernaciones de Tarapacá y General Carrera por $ 25.900.000.- más IVA, y 22.244.000.- más IVA (ID 768-111000-LP08 y 1531-56-LP10) respectivamente, y en fibroscopios del año 2009 y 2010 por Carabineros de Chile y la Gobernación de General Carrera por 10.090.000.- más IVA y $ 13.876.000.- más IVA respectivamente.


Desde ese punto de vista, tanto en el origen de la información presupuestaria como en el chequeo posterior con aquella disponible públicamente, el procedimiento administrativo empleado por la Subsecretaría del Interior, no aparece como cuestionable, e incluso las cifras de la adjudicación de densímetros y fibroscopios son similares a los precios efectivamente pagados en licitaciones realizadas previamente.


b) Conducta del Subsecretario del Interior, ante la publicación de CiperChile relativa a la licitación de densímetros y fibroscopios.


Respecto de la conducta desplegada por el Subsecretario del Interior ante la información publicada por CiperChile, se estableció que con el fin de prevenir cualquiera situación que pudiere eventualmente constituir alguna irregularidad, y además cumpliendo la función de cautelar el patrimonio fiscal, dicha autoridad en forma inmediata dispuso las siguientes medidas:


b.1) Oficios de fecha 4 y 8 de Octubre de 2012, dirigidos a la Contraloría General de la República dando cuenta de la situación denunciada por CiperChile, y solicitando a ese organismo fiscalizador una investigación especial a los procesos licitatorios del Plan Frontera Norte.


b.2) Retiro inmediato de la Resolución que aprobaba el contrato desde la Contraloría General de la República donde se encontraba para el trámite de toma de razón a fin que evitar el perfeccionamiento del acto administrativo.


b.3) Dispuso la instrucción de un sumario administrativo, que actualmente lleva adelante el organismo fiscalizador a fin de determinar responsabilidades funcionarias.


b.4) Interpuso una querella en la Fiscalía Centro Norte a fin de que se investigue dicho proceso y pueda detectar o descartar la existencia de conductas delictivas y las responsabilidades que pudieren derivar de ellas.


b.5) Puso los antecedentes a disposición del Consejo de Defensa del Estado, institución que dispuso la interposición de acciones judiciales que persiguen investigar y aclarar los hechos.


Las acciones y conductas descritas dan cuenta de la proactividad, transparencia y celeridad del actuar del Subsecretario del Interior con el fin de cautelar el interés y patrimonio público, y determinar la existencia de eventuales irregularidades y responsabilidades derivadas de esta licitación, por lo que desde el punto de vista de su actuación posterior a la denuncia de Ciperchile, e independiente de los fundamentos de dicha denuncia, se acreditó un actuar tendiente a evitar cualquier duda respecto de la legalidad y probidad del proceso.


c) Actual situación en la licitación de densímetros y fibroscopios.


El Ministerio del Interior y Seguridad pública puso término administrativo al contrato para adquirir fibroscopios y densímetros, invocando el interés público a fin de evitar cualquier situación irregular, según dan cuenta las Resoluciones Exentas N° 1972 y 1973 respectivamente.


Hasta la fecha no se ha producido ninguna imputación de responsabilidades penales por parte de la Fiscalía Centro Norte.


Hay un sumario pendiente de la Contraloría General de la República a fin de determinar responsabilidades administrativas respecto de funcionarios y ex funcionarios públicos, por faltas de carácter administrativo, que si bien no dicen relación con infracción al principio de probidad, si podrían afectar la celeridad u eficacia de los procedimientos. 


Como consecuencia de las decisiones del Subsecretario del Interior, todos los procesos administrativos de adquisición de tecnología han sido exhaustivamente revisados y auditados, tanto internamente como por la Contraloría General de la República.


No se ha pagado suma alguna del erario fiscal que pudiera ser objeto de cuestionamiento, y se han entregado en forma oportuna y transparente todos los antecedentes a la Comisión Investigadora de la Camara de Diputados, para su completo análisis.


Los procesos de adquisición pendientes se están desarrollando enmarcados en un proceso de auditoría coetánea con la Contraloría General de República.


d) Sobre la existencia de eventuales sobreprecios en la licitación de densímetros y fibroscopios.


Si bien hasta la fecha no ha sido posible establecer con certeza la existencia -y en su caso el porcentaje- de sobreprecios ofertado en la licitación de densímetros y fibroscopios, según se señaló en el el punto 4.- a) precedente, se han establecido 2 hechos relevantes al respecto:


El primero, que en licitaciones anteriores efectuadas en la pasada administración por el mismo equipamiento, se adjudicaron y pagaron valores similares a aquellos por los que se había adjudicado la licitación materia de investigación por estas Comisión.


El segundo, que fue posible establecer que el oferente adjudicado, Tecnodata Ltda., no adquirió los densímetros y fibroscopios de forma directa de la empresa norteamericana SAS R&D Services Inc., fabricante y distribuidor de los equipos, sino que lo habría realizado a través de la sociedad Asesorías e Inversiones Santa Victoria Limitada, según de la factura pro forma de fecha 6 de julio de 2012 emitida por esta última empresa, lo que reviste suma relevancia, debido a que en la oferta técnica presentada por esa empresa, se acompañó un Certificado de Representación emitido por SAS R&D Services Inc., de fecha 4 de junio de 2012, que indica textualmente que: “Este documento certifica que nuestra empresa SAS R&D Services Inc. otorga exclusivamente para la Licitación Frontera Norte 623-15-LP12 Provisión de Densímetros, la distribución exclusiva a Representaciones y Comercio Internacional Tecnodata Limitada.”.


Una intermediación como la descrita puede incidir en que el precio de los productos sea mayor que si se adquieren directamente del distribuidor o fabricante, lo que sumado a la información que Tecnodata obtuvo de la empresa Sectrade, en cuanto a que no habrían otros oferentes, generó condiciones para eventualmente aumentar el precio en un porcentaje que está aún indeterminado. 


De acuerdo a las conclusiones anteriores, se establece por la Comisión que:


1) En el entendido que la Comisión tiene por objetivo establecer la existencia de responsabilidades políticas, pues las penales están siendo investigadas por la Fiscalía Centro Norte, y las administrativas por la Contraloría General de la República, no se ha detectado en el actuar del Subsecretario Ubilla, alguna conducta que pudiere ser constitutiva de responsabilidad política, o de infracciones a la probidad. 


Por el contrario de la exposición de los hechos efectuada precedentemente, queda de manifiesto que la actuación proactiva y responsable del Subsecretario en relación con el Plan Frontera Norte, permitió, por una parte, su exitosa ejecución, y por otra, dispuso todas las medidas preventivas que tenía su disposición para cautelar que el procedimiento se llevara a cabo de una forma ajustada a la ley y el reglamento, y a su vez, con posterioridad a la denuncia efectuada por CiperChile, ordenó ejecutar aquellas acciones destinadas a investigar cualquiera irregularidad que eventualmente pudiera existir, las que hasta esta fecha, no han sido determinadas.


2) Por otro lado y si bien no se han detectado infracciones al principio de probidad administrativa, si se han constatado descoordinaciones entre las Instituciones que han participado de la ejecución del Plan Frontera Norte, y también infracciones al deber de celeridad y eficacia de ciertas actuaciones funcionarias, por lo que es obligación de la Contraloría General de la República determinar las responsabilidades del caso, y a su vez, del propio Subsecretario del Interior procurar una mayor supervisión, por parte de los Jefes de División respectivos, de los procesos administrativos de las licitaciones públicas en las que deban participar. 


3) Lo anterior es sin perjuicio de las conductas que se han constatado en los agentes del mercado de esta tecnología, toda vez que sus relaciones comerciales y personales, unido a lo restringido del mercado, han impedido el ejercicio de la necesaria y libre competencia, requerida como elemento esencial en el marco de las licitaciones; conforme se ha señalado anteriormente.


4) Finalmente la ley de compras públicas N° 19.886 y su reglamento, resulta un instrumento insuficiente, en especial en compras en mercados de seguridad y defensa, los que por su naturaleza, y las de los propios agentes de tal mercado, no permiten a la administración tener toda la información disponible, limitan la participación de extranjeros, y facilita eventuales colusiones o conductas que puedan alterar la libre competencia necesaria en todo proceso de licitación pública.

Propuestas.


Al tenor del informe precedente, la Comisión estima necesario hacer las siguientes propuestas:


1.- Al Ministro del Interior y Seguridad Pública.


Continuar con la implementación del Plan Frontera Norte hasta su completa ejecución, procurando intensificar la coordinación de los esfuerzos interinstitucionales para la mantención de sus exitosos resultados.


2.- Al Presidente de la República.


Para que a través del Ministerio de Hacienda y Secretaría General de la Presidencia, disponga un estudio de la Ley de Compras Públicas, a fin de lograr perfeccionar sus procedimientos y asegurar el interés fiscal especialmente en el sector de seguridad y defensa, toda vez que se ha demostrado la insuficiencia de las herramientas legales para tal objetivo.

3.- Al Contralor General de la República.


Con el fin que disponga la elaboración de una propuesta de perfeccionamiento de los procedimientos administrativos de compra de equipos de tecnología policial o de defensa, procurando una mayor fiscalización y auditorías en aquellos casos donde puede existir concentración de los mercados y falta de información pública respecto de características y precios.

VII. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 58 de la Ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional se remite una copia del presente informe al S.E. el Presidente de la República.
VIII. SE DESIGNÓ DIPUTADO INFORMANTE AL SEÑOR WALKER, DON 
MATÍAS.

Acordado y tratado según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 19 de diciembre de 2012; 8, 15 y 22 de enero; 5, 11 y 19 de marzo; 2, 9, 16 y 30 de abril; 7 y 14 de mayo; 4, 11 y 18 de junio; 2, 9 y 17 de julio; 6 y 13 de agosto de 2013, con la asistencia de las diputadas señoras Isasi, doña Marta; Nogueira, doña Claudia y Zalaquett, doña Mónica y los Diputados señores Accorsi, don Enrique; Browne, don Pedro; Cardemil, don Alberto; Delmastro,don Roberto; Gutiérrez, don Hugo; Hasbún, don Gustavo; Saffirio, don René; Schilling, don Marcelo; Squella, don Arturo; Vargas, don Orlando; Walker, don Matías (Presidente) y Ward, don Felipe.


Asistieron, además, la diputada señora Cristi, doña María Angélica y los diputados señores Araya, don Pedro; Ascencio, don Gabriel; Espinosa, don Marcos; Pérez, don José; Rojas, don Manuel y Vallespín, don Patricio.


Nota:


Los ANEXOS correspondientes a este documento se encuentran publicados en la página de la Cámara de Diputados cuya dirección es:
http://www.camara.cl/pdf.aspx?prmTIPO=CUENTADOCUMENTO&prmID=9752
-o-

Sala de la Comisión, a 13 de agosto de 2013.


(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión”.
9. Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Sandoval, Estay, Hasbún, Hernández, Marinovic, Pérez, don Leopoldo; Rojas, Santana, Urrutia y Vilches, que “Limita la adquisición del dominio de los bienes raíces que indica, respecto de personas naturales y jurídicas extrajeras”. (boletín N° 9071-12). 

Antecedentes.

a) El Parque Pumalín es un proyecto privado de conservación ambiental para su creación se adquirieron alrededor de 300 mil hectáreas de bosque primario, con la finalidad de preservarlas y destinarlas a objetivos turísticos.

b) En el año 2001, se emitió un informe en el que las ramas castrenses expresaban su preocupación por los efectos del parque en materia de libre tránsito, continuidad de las comunicaciones, control y protección de las fronteras y del espacio aéreo.

c) Este documento, establecía que esta iniciativa podía derivar en una discontinuidad geográfica importante en un territorio fronterizo y de importancia estratégica. Asimismo, consignaba el recelo ante el posible involucramiento del gobierno de Estados Unidos, ante una eventualidad controversia.

d) Un documento del investigador Manuel Gutiérrez, publicado en la Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos, planteo la hipótesis de un “riesgo latente de Pumalín para la seguridad del Estado de Chile”. Lo anterior, debido a que consagró en los hechos la existencia de “un Estado ambientalista con especiales prerrogativas al interior de un Estado de Derecho”. Este autor, también alerta sobre la amenaza para la seguridad nacional que implica este parque, ya que pondría en jaque la condición de Palena como puente natural hacia la región más austral del territorio y la proyección misma del país hacia la antártica. Asimismo, afirma que con su construcción quedó en la indefensión esta porción de nuestro territorio nacional, junto con sus habitantes, lo que califica como “la inexistencia de soberanía por parte del Estado y el reemplazo de este por otros organismos privados, dependientes de intereses internacionales, que se superponen con los objetivos de nuestro país en esta zona”.

f) De todos estos antecedentes, podemos concluir que esta situación ha tenido su origen en la ausencia de una legislación nacional destinada a impedir que extranjeros puedan adquirir grandes extensiones de territorio, lo que posibilita la adquisición de megapropiedades y la consecuente división de nuestro territorio, obstaculizando la implementación de importantes obras públicas, afectado la conectividad terrestre y en general la integración de la zona austral de nuestro país.

Consideraciones

1.- La Constitución Política de la República, en su articulo 19 N°23 inciso primero, reconoce “La libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, excepto aquellos que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres o que deben pertenecer a la Nación toda y la ley lo declare así. Lo anterior sin perjuicio de lo prescrito en otros preceptos de esta Constitución.”
2.- Sin embargo el mismo artículo en su inciso 2° establece que “Una ley de quorum calificado y cuando así lo exija el interés nacional puede establecer limitaciones o requisitos para la adquisición de bienes en nuestro país, cuando exista un fundamento de “interés nacional”. De acuerdo a este último inciso, solo podrían establecerse limitaciones o requisitos para la adquisición de bienes, cuando exista un fundamento de “interés nacional”.

3.- En Chile, además de las limitaciones a la adquisición de inmuebles ubicados en zonas fronterizas del Decreto Ley N°1939 de 1977, relativo a normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, no se contempla ninguna otra, para la adquisición de bienes raíces por parte de extranjeros.

4.- En efecto, este Decreto Ley establece una limitación en zonas fronterizas y costeras para la adquisición de tierras por parte de extranjeros, por una cuestión de seguridad. Los extranjeros no pueden comprar territorios fiscales ubicados hasta 10 kilómetros de la frontera o hasta 5 kilómetros de la costa. Tampoco pueden hacerlo los ciudadanos de países fronterizos, ni las sociedades con sede principal en el país limítrofe. Sin embargo, esta disposición no rige respecto de los bienes raíces a que se refiere el artículo 19 de la Ley N°19.420 y que comprende determinadas áreas de la comuna de Arica señaladas expresamente en dicho artículo.

5.- En derecho comparado, existe una tendencia mundial que busca proteger la tierra como un recurso estratégico fundamental para el desarrollo económico, humano y social favoreciendo las inversiones extranjeras responsables que potencien el desarrollo nacional e impidiendo la consolidación de procesos que comprometan gravemente la soberanía nacional.

6.- No han sido pocas las legislaciones de otros países que han optado por limitar expresamente la adquisición de inmuebles por parte de extranjeros, en este sentido países como Argentina, Brasil, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Perú, Reino Unido e Irlanda, España, Francia, Canadá y Estados Unidos, han establecido tanto a nivel constitucional como legal estas limitaciones.

7.- Todas estas consideraciones nos llevan a proponer limitaciones concretas y específicas a la adquisición del dominio y/o constitución de derechos reales por personas naturales o jurídicas extranjeras.

PROYECTO DE LEY

LIMITACIONES A LA ADQUISICIÓN DEL DOMINIO Y/0 DERECHOS REALES Y AL EJERCICIO DE LA POSESIÓN O MERA TENENCIA POR PERSONAS NATURALES O JURIDICAS EXTRANJERAS.
Artículo 1: Por razones de interés nacional, ninguna persona natural o jurídica extranjera podrá adquirir el dominio y/o otros derechos reales a través de alguno de los modos que contempla nuestra legislación o ejercer la posesión o mera tenencia de bienes raíces ubicados en todo el territorio nacional sobre más de 1000 hectáreas de la superficie total de una comuna o 2000 de la respectiva provincia. Las personas naturales o jurídicas de una misma nacionalidad extranjera, no podrán adquirir en su conjunto más de las superficies referidas.

Lo mencionado en el inciso precedente tendrá lugar sea que la persona actué por sí o por mandatario o por medio de una sociedad o corporación de la que forme parte, cualquiera sea su porcentaje de participación en ella.

Artículo 2: Los notarios y los respectivos conservadores de bienes raíces serán responsables del fiel cumplimiento de la disposición que antecede bajo pena de ser sancionados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 441 del Código Orgánico de Tribunales y, con la pérdida de su empleo en caso de reincidencia.
10. Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Rosales, Arenas,
Gutiérrez, don Romilio; Kast, Morales, Salaberry, Van Rysselberghe, Ward y de las diputadas señoras Hoffmann, doña María José y Nogueira, doña Claudia, que “Modifica la ley N° 20.296, impidiendo el corte del suministro eléctrico
respecto de edificios que cuenten con servicios de ascensores y otras instalaciones similares”. (boletín N° 9070-14). 

“Las personas con el correr de los tiempos demandan de la sociedad nuevas exigencias que impliquen maximizar su nivel de vida en todos los aspectos. Es así como se reclama mejor calidad en el plano urbanístico, vivienda, salud, educación, esparcimiento, entre otras materias que hoy en día están tomando mayor trascendencia, hecho que hasta sólo unos pocos años podía perfectamente pasarse por alto.

Bajo esta lógica las personas se encuentran más empoderadas para ejercer y exigir prerrogativas tanto de la autoridad como también de los 'particulares que le ofrecen un determinado bien y servicio, de tal manera que un bien o servicio mal realizado los perjudicados cuentan con mayores elementos para revertir esta situación y determinar las responsabilidades ulteriores.

Precisamente de esta situación trata el proyecto que promovemos en esta oportunidad, esto es, de procurar de un modo efectivo que los servicios ofrecidos por un determinado oferente, sean efectiva y continuamente respetados.

En efecto en materia de propiedad horizontal, cuando nos encontramos ante la modalidad de un edificio de departamentos, este debe contar con servicios que posibiliten a sus ocupantes un mínimo de condiciones de comodidad, sin los cuales, sencillamente sería imposible vivir. Entre muchos servicios disponibles, el presente proyecto dice relación con el funcionamiento de ascensores, un servicio que en edificios superiores a 4 pisos constituye un elemento de la máxima importancia para el traslado de sus habitantes, hecho que tiene especiales connotaciones cuando nos encontramos dentro de sus usuarios a personas adultas mayores, o con alguna discapacidad física.

En nuestro país la ley 20.296, regula específicamente la instalación, mantención e inspección periódica de ascensores y otras instalaciones similares, consagrando una exhaustiva normativa, regulatoria y sancionatoria.

Así las cosas, la referida normativa consagra que los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas y escaleras o rampas mecánicas, que se emplacen en edificios privados o públicos, deberán ser instalados y mantenidos conforme a las especificaciones técnicas de sus fabricantes y a las disposiciones que al efecto determine la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

Continúa la ley estableciendo que serán responsables de la mantención los propietarios, quienes deberán celebrar los contratos correspondientes para este fin. La instalación y mantención de íos ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas y escaleras o rampas mecánicas, deberán ser ejecutadas por instaladores y mantenedores que cuenten con una inscripción vigente en un registro que al efecto llevará el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. E] Ministerio podrá encomendar dicho registro a la entidad denominada “Instituto de la Construcción”, cuya personalidad jurídica fuera concedida por decreto supremo N°1.115, de 1996, del Ministerio de Justicia o a otras entidades públicas o privadas, habilitadas para dicho efecto.

En cuanto al contenido especifico de este proyecto de ley, contempla la imposibilidad por parte de las empresas de suministro eléctrico de ejecutar el corte de energía eléctrica, en tales construcciones, lo anterior habida consideración que dichos ascensores, son precisamente eléctricos, de tal forma que un corte de energía afectaría el servicio, por lo cual haría disminuiría considerablemente la calidad de vida de los usuarios, especialmente cuando se trata de adultos mayores, por ejemplo.

Junto con lo anterior la presente iniciativa contempla mecanismos compensatorios para aquellas compañías de distribución eléctrica que no puedan hacer uso de este corte, y tal compensación opera en el sentido que a ellas se les otorga un privilegio, vale decir una preferencia para el pago de lo adeudado.

La iniciativa en comento una verdadera garantía de inembargabilidad del servicio, asegurando su utilización por parte de las personas, hecho evidentemente introduce elementos de justicia en las relaciones sociales, vinculadas al ámbito de la propiedad horizontal.

PROYECTO DE LEY.

Artículo Único: Incorpórese un nuevo inciso final en la letra a) del artículo 4° de la ley 20.296 que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares, norma que a continuación se reproduce:

“En ningún caso las empresas de suministro eléctrico podrán disponer el corte de energía en aquellos edificios que cuenten con sistema de ascensores descritos en el inciso anterior. En este caso fas empresas eléctricas gozarán de una preferencia para el pago de lo adeudado, preferencia que se hará efectiva en el cobro de los gastos comunes”.
11. Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Godoy, Browne,
Latorre, Monckeberg, don Cristián; Monckeberg, don Nicolás; Montes,
Robles, Sauerbaum y Verdugo, que “Permite a los Ministros de
una Iglesia desempeñarse como mediadores en causas de los
tribunales de familia.”. (boletín N° 9072-18). 

ANTECEDENTES

1. Una de las instituciones fundamentales para entender la nueva política judicial en materia de Familia dice relación con la institución de la Mediación Familiar.

2. Esta figura, establecida en el Título V (artículos 103 y siguientes) de la Ley N° 19.968, que creó los Tribunales de Familia, tiene por finalidad constituirse como un apoyo que permita un entendimiento entre las partes, con ocasión de una controversia conocida por dichos tribunales.

Así, el artículo 103 señala que “se entiende por mediación aquel sistema de resolución de conflictos en el que un tercero imparcial, sin poder decisorio, llamado mediador, ayuda a las partes a buscar por sí mismas una solución al conflicto y sus efectos, mediante acuerdos”.

3. Como resulta evidente, la mediación es un proceso importante dentro de la nueva justicia familiar, y por ello, el legislador se ha preocupado especialmente de los requisitos que debe cumplir quien quiera oficiar como mediador.

En efecto, el artículo 112 establece el “Registro de Mediadores”, que señala quiénes están acreditados para ejercer en este cargo, y a la vez, los requisitos que deben cumplir. En dicho Registro, que maneja el Ministerio de Justicia, deberá individualizarse a todos los mediadores inscritos y consignarse el ámbito territorial en que prestarán servicios, el que no puede ir más allá de una misma región, y generalmente de la jurisdicción de una Corte de Apelaciones.

4.
Al mismo tiempo, los incisos cuarto y quinto de este artículo 112 señalan los requisitos que debe cumplir una persona para ser nombrada mediador. Dice el texto mencionado:

“Para inscribirse en el Registro de Mediadores se requiere poseer título profesional de una carrera que tenga al menos ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste; acreditar formación especializada en mediación y en materias de familia o infancia, impartida por alguna universidad o instituto que desarrolle docencia, capacitación o investigación en dichas materias, y no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, por alguno de los delitos contemplados en los artículos 361 a 375 del Código Penal, ni por actos constitutivos de violencia intrafamiliar.

Además, deberá disponer de un lugar adecuado para desarrollar la mediación en cualquier comuna donde tenga jurisdicción el juzgado ante el cual se acuerde la respectiva mediación”.

5. En conclusión, sólo pueden ser inscritos como Mediadores quienes acrediten: i) poseer un título profesional de una carrera que tenga, a lo menos, ocho semestres; 2) acreditar formación especializada en mediación y en materias de familia e infancia, impartida por alguna universidad o instituto que desarrolle docencia; 3) capacitación o investigación en dichas materias; 4) no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva entre otros; y 5) disponer de un lugar adecuado para desarrollar la mediación.

6. Quienes patrocinamos esta moción estamos de acuerdo con el criterio que este mismo Congreso Nacional ha propuesto. Es lógico que quienes se desempeñen como mediadores deben tener conocimientos en el área de desarrollo infantil, y por supuesto, quien haya sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, se encuentra moralmente impedido de ejercer como tal. Sin embargo, creemos que se puede establecer una excepción, con respecto al requisito del título profesional de ocho semestres: resulta que quienes se desempeñan como Ministros, Pastores, Obispos o cabezas de algunas Iglesias cristianas, tienen estudios y especialización sobre el tema, pero no pueden desempeñarse como mediadores, debido justamente a que no cuentan con un título profesional de al menos ocho semestres, debido a que los Seminarios donde estudian no son reconocidos por el Estado y sus títulos y postgrados profesionales obtenidos en universidades extranjeras tampoco son reconocidos por el Estado de Chile, pues éste no cuenta entre sus universidades o institutos, con facultades de Teología o de Estudios Bíblicos (materia que será tratada en un posterior proyecto).

7. Creemos, por tanto, que al establecer una excepción sólo para este caso, podremos ayudar a que muchos pastores y miembros de las iglesias evangélicas y protestantes puedan acceder a una oportunidad profesional como mediadores, y al mismo tiempo, permitiremos que el Registro de Mediadores cuente con una plana de eximios integrantes, los que de todas maneras deberán demostrar su idoneidad, preparación, y cumplimiento de todos los otros requisitos que señala la ley.

En virtud de lo anterior, los Diputados que suscriben, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Agrégase, en el artículo 112 de la Ley N° 19.968, que crea Tribunales de Familia, el siguiente inciso final, nuevo:

“Sin perjuicio de lo anterior, un pastor u obispo de una iglesia que tenga personalidad jurídica reconocida por el Estado, podrá inscribirse en el Registro de Mediadores al que se refiere este artículo, aun cuando no posea título profesional de una carrera que tenga al menos ocho semestres de duración, siempre y cuando demuestre idoneidad para el cargo, acreditada en Chile o en el extranjero por un seminario teológico, y cumpla con todos los otros requisitos establecidos en los incisos precedentes”.
12. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2273-12-INA.

“Santiago, 14 de agosto de 2013.

Oficio N° 8.843


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 13 de agosto de 2013, en el proceso Rol N° 2.278-12-INA, sobre acción inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentada por Carlos Williamson Benapres respecto de los artículos 5°, inciso segundo, y 21, N° 1, letra b), de la Ley N° 20.285, en los autos sobre reclamo de ilegalidad, caratulados “Dirección Nacional del Servicio Civil con Consejo para la Transparencia”, de que conoce la Corte de Apelaciones de Santiago, bajo el Rol N° 9255-2011.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE 
OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO”.
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista e IC: Izquierda Ciudadana.
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